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PresentaCión

1

El 10 de mayo de 2013 el Tribunal Primero de Sentencia 
Pe nal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente 
con denó a José Efraín Ríos Montt a 80 años de cárcel, 
lue go de encontrarlo culpable de los delitos de genocidio 
y delitos contra los deberes de humanidad.

Diez días después la Corte de Constitucionalidad, 
en una resolución que especialistas calificaron de ile-
gal, anuló el proceso y la sentencia condenatoria.

Con el objetivo de contribuir al debate jurídico y 
al conocimiento de la historia reciente de Guatemala 
es que se realiza esta publicación. También, es preciso 
de cirlo, ante la incertidumbre del juicio a José Efraín 
Ríos Montt y Mauricio Rodríguez Sánchez, este vo-
lumen es un homenaje a las víctimas de la violencia 
es tatal en Guatemala y un reconocimiento a los testigos, 
sin cuya persistencia y valentía este proceso no hubiese 
si do posible.

Los fragmentos que se publican en este libro son 
un intento por rescatar los aspectos más relevantes 
de la sentencia, de más de 700 folios. Por razones de 
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espacio, hemos omitido las partes relativas a los testi-
monios y peritajes.

La segunda parte de este libro incluye la sentencia 
de la Corte de Constitucionalidad que anuló el proceso, 
y los votos razonados de los magistrados que se opusie-
ron a dicha resolución.



Primera parte 
Sentencia del Tribunal Primero de 
Sentencia Penal, Narcoactividad y 

Delitos contra el Ambiente
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C-01076-2011-00015 OF.2º. Tribunal Primero 
de SenTencia Penal, narcoacTividad y deliToS 
con Tra el ambienTe. GuaTemala diez de mayo 
de doS mil Trece.

En nombre del Pueblo de la República de Guatemala 
este Tribunal dicta sentencia en el proceso que se si-
gue a JoSé mauricio rodríGuez Sánchez y JoSé 
efraín ríoS monTT, por los delitos de: 1) Genoci­
dio, y 2) deliToS conTra loS debereS de la 
hu manidad en concurSo real.

La acusación está a cargo del Ministerio Público 
quien actúa a través del aGenTe fiScal orlando 
Sal vador lóPez. de la querellanTe adheSiva: 
aSo ciación Para la JuSTicia y reconciliación 
a través de su Representante Legal benJamín manuel 
Je rónimo. aboGadoS direcToreS: 1) edGar fer­
nando Perez archila y 2) SanTiaGo choc cuc. 
de la querellanTe adheSiva: cenTro Para la 
acción leGal en derechoS humanoS a través 
de su Coordinador Jurídico y Representante Legal 
Juan franciSco SoTo forno. aboGado direc­
Tor: 1) hécTor eSTuardo reyeS chiquín y 2) 
fran ciSco marTin vivar caSTellanoS. La defensa 
del procesado JoSé mauricio rodríGuez Sánchez 
es tá a cargo de los aboGadoS moiSeS eduardo 
Ga lindo ruiz, ceSar Saul calderon de leon 
y franciSco JoSé Palomo TeJeda, oTTo haroldo 
ra mirez vaSquez; la defensa del procesado JoSé 
efraín ríoS monTT está a cargo de los aboGadoS 
franciSco Garcia Gudiel, Gonzalo danilo 
rodríGuez Galvez, marco anTonio corneJo 
ma rroquin; como Consultor Técnico Juan erneSTo 
he rrarTe.

5





i) identifiCaCión  
de los ProCesados

1. JoSé efraín ríoS monTT, nació el dieciséis de 
ju nio de mil novecientos veintiséis. Originario 
de Huehuetenango. Hijo de Antonio Ermógenes 
Ríos Castilla y Consuelo Montt de los Ángeles. 
Mi litar jubilado, llegó al grado militar de General 
de Brigada. Estuvo sesenta años en el Ejército. 
Ca sado. Tiene tres hijos. Con residencia en segunda 
ca lle “A” trece guión setenta y siete zona quince, 
In dicó que le corresponde la cédula de vecindad 
fue extendida en Guatemala [sic]. Había sido juz-
gado en otros Tribunales. Conoce al acusado José 
Mauricio Rodríguez Sánchez por relación pro-
fesional.

2.  JoSé mauricio rodríGuez Sánchez, de sesenta 
y siete años de edad. Nació el dos de mayo de mil 
no vecientos cuarenta y cinco. Originario de Asun-
cion Mita, Jutiapa. Militar jubilado. Se jubiló en 
el mes de enero de mil novecientos noventa y seis. 
Tra bajó treinta y dos años como militar. Con resi-
dencia en segunda calle siete guión setenta zona 

7
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diecisiete Colonia Lourdes. Indicó que le corres-
ponde la cédula de vecindad número de orden U 
vein tidós y de registro quince mil cuatrocientos 
vein tinueve, extendida en Asunción Mita, Jutiapa. 
Ca sado con Zulema René Paz Barranco de Rodrí-
guez. No había sido juzgado anteriormente. Conoce 
al acusado José Efraín Ríos Montt por relación 
pro fesional.



1) acuSa do JoSé m aur icio 
rodr íGuez Sá nchez:

“Porque usted, JoSé mauricio rodríGuez Sánchez, 
en su calidad de Jefe de la Segunda Sección del Es-
tado Mayor General del Ejército posteriormente 
Estado Mayor de la Defensa Nacional, cargo que de-
sempeñó, durante el periodo comprendido del 23 de 
marzo de 1982 al 31 de julio de 1983, durante el 
tiempo que ejerció dicho cargo, contribuyó a diseñar, 
ejecutar y supervisar dentro de su campo funcional, 
la inteli gencia militar, el cumplimiento de la política 
contra insurgente, entre otras acciones realizó las 
siguientes:
1. Dio continuidad a la política contrainsurgente 

im plementada por los gobiernos de Guatemala, 
me diante actos de: coordinación, planificación, 
así como la supervisión para la realización de 
ope raciones dirigidas en contra de comunidades 
ci viles, entre ellas, miembros del grupo étnico 

ii) enunCiaCión de los heChos 
que hayan sido objeto de 

la aCusaCión o del auto de 
aPertura del juiCio

9
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ma ya ixil, aún y cuando fueran población civil no 
combatiente, por considerar falazmente que éstos 
cons tituían: base social, fuente de alimentación, 
can tera de reclutamiento y lugar de refugio para 
la guerrilla que operaba en los municipios de Santa 
Ma ría Nebaj, San Juan Cotzal y San Gaspar Chajul, 
del departamento de El Quiché.

2. Elaboró los estudios metodológicos o apreciacio-
nes de inteligencia, así como los planes de inteligen-
cia y contra-inteligencia, que indujeron al Alto 
Man do y al Estado Mayor del Ejército de Guatemala 
el desarrollo de estrategias y operativos para el 
con trol poblacional, en especial para el manejo 
de amnistiados, desplazados y refugiados; así 
como de capturados e interrogatorios para los 
mismos.

3. Como resultado de sus estudios metodológicos 
de su campo funcional plasmados, entre otros 
do cumentos en sus apreciaciones de inteligencia, 
ca racterizó falazmente en los planes de campaña 
co mo enemigo interno a población civil no com-
batiente, en la que incluyó entre otros a colaborado-
res y simpatizantes, dentro de los cuales se encon-
traban particularmente miembros del grupo étnico 
maya ixil, por su condición étnica y cultural.

4. Dotó de información, efectuó las apreciaciones, 
plan teó las conclusiones de sus estudios y en algu-
nos casos proporcionó las recomendaciones co-
rres pondientes a la inteligencia indispensable a 
los mandos designados e involucrados para la 
eje cución de las acciones militares, tanto a nivel 
na cional, como los relacionados al área ixil para 
los municipios de Santa María Nebaj, San Juan 
Cot  zal y San Gaspar Chajul, en los cuales sin 
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fun damentos verídicos se señaló a sus pobladores 
co mo enemigos del Estado.

5. Formuló estudios relacionados con el campo fun-
cional de inteligencia; los cuales se refieren en lo 
esen cial, a la situación de las fuerzas insurgentes, 
de sus bases de apoyo en la población, ubicación 
de núcleos de población supuestamente simpati-
zantes de la guerrilla, entre los cuales incluyó sin 
las evidencias reales requeridas ni certeza indis-
pensable a la población ixil, así como del clima y 
del terreno donde se accionaría y sobre la manera 
de cómo enfrentarlas con éxito, a nivel nacional 
y local, entre ellas, las relacionadas con el área 
ixil.

6. Elaboró y actualizó los análisis de la apreciación 
de inteligencia con el fin de evaluar el dispositivo, 
com posición y fuerza disponible por cada núcleo 
del enemigo, incluyendo a los grupos alzados en 
ar mas que operaban en cada lugar del país, la po-
blación de apoyo y simpatizantes según las hipóte-
sis de Inteligencia Militar, señalando en sus apre-
ciaciones las posibilidades del supuesto enemigo 
que operaba particularmente en el área ixil en los 
mu nicipios de San Juan Cotzal, Santa María Nebaj 
y San Gaspar Chajul del departamento de El Qui-
ché, a la cual subjetivamente caracterizó como 
ene migo interno, a pesar de ser población civil 
no combatiente, lo cual resultaba evidente al 
analizar los resultados de los innumerables opera-
tivos militares y masacres, en que no se encontra-
ron, ar mas, explosivos, etc., así como tampoco, 
per sonal con evidente adiestramiento de combate.
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Las acciones antes indicadas las realizó con conoci-
miento, al momento mismo en que sucedían los opera-
tivos que las unidades militares, comisionados militares 
y patrulleros de autodefensa civil las ejecutaban, tanto 
a nivel nacional y, en especial en los municipios ya 
in dicados. Dicho conocimiento lo obtuvo interactuan-
do y a través del Centro de Operaciones Conjuntas 
(coc) lo cual le permitía redefinir los planes de inte-
ligencia que caracterizaron a la población civil no 
com batiente como enemigo interno dentro de la cual 
se encontraba la población maya ixil, pudiendo haber 
coadyuvado a detener las masacres sobre poblaciones 
indefensas, investigar los resultados y sancionar los 
excesos que se estaban produciendo en la realidad 
ba jo el pretexto de la aplicación de los planes de cam-
paña y de los planes de operaciones derivados de estos 
planes de campaña.

Las expresiones culturales externas como el traje 
típico y el idioma se convirtieron, también, en una 
ame naza real para la vida, integridad y sobrevivencia 
de mujeres y hombres pertenecientes al grupo étnico 
ma ya ixil, aún y cuando fuese reiteradamente evidente 
que era población civil no combatiente; pues, los do-
cumentos militares mencionados, fueron la base para 
in ducir e institucionalizar, los operativos militares en 
con tra de este grupo étnico durante la época en que 
ejer ció el cargo referido.

Los estudios y la información recolectada, analiza-
da, transformada en conclusiones de inteligencia mi-
litar y proporcionada por usted a las comandos de la 
fuerza operativa en todas los niveles institucionales, 
sus tentaron la política contrainsurgente predominan-
te. Dichas conclusiones de inteligencia, muchas veces 
fa laces, tergiversadas y tendenciosas fundamentalmente 
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ge neraron las condiciones para que se desarrollaran 
ac ciones militares orientadas a producir la muerte de 
miembros del grupo étnico maya ixil (mujeres, niños(as), 
anciano(as) y hombres), violaciones sexuales, desa-
pariciones forzadas, tratos crueles, inhumanos y de-
gradantes, saqueos, desplazamiento de personas adultas 
y niños(as), creó las condiciones propicias que pudieron 
ha ber causado la destrucción de los miembros del 
gru po, quema de cosechas, entre otros, todo lo anterior, 
pro ducto de las masacres selectivas y colectivas efec-
tuadas, la persecución a la cual fueron sometidos los 
pobladores, mediante bombardeos y el control pobla-
cional implementado en la región.

Con tales conductas, usted no solamente actuó 
di rectamente en contra del grupo étnico maya ixil, 
si no además, omitió el deber que le imponía el ordena-
miento jurídico de garantizar el goce de los derechos 
a todos los habitantes de la República sin distinción 
al guna, reconocidos por el Estatuto Fundamental de 
Go bierno, y en cumplimiento de las obligacio nes 
asu midas por el Estado al incorporar al derecho nacio-
nal, instrumentos internacionales de Derechos 
Humanos y de Derecho Internacional Humanitario.

A partir de los estudios de inteligencia, desarrolla-
dos bajo su mando y del dominio sobre el actuar de 
los oficiales S-2 y por ende de las patrullas de autodefensa 
civil y los Comisionados Militares, se instituyó en la 
población ixil una red de inteligencia estatal mi-
litarizada, que estaba orientada a:
a) Proporcionar reiteradamente información errada 

de inteligencia militar basada en falacias que re-
sultaban fundamentales para la elaboración de 
los planes de campaña y de operaciones para el 
área ixil, cuyos miembros fueron considera dos 
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fa lazmente enemigos internos aún y cuando evi-
dentemente fueran población civil no combatien-
te y absolutamente indefensa ante un ataque militar.

b) Materializar por medio de operaciones militares, 
la destrucción física y cultural de los miembros 
per tenecientes al grupo maya-ixil, aún y cuando 
en la realidad fueran población civil no combatiente.

Las acciones ejecutadas por usted, fueron funda-
mentales para orientar la planificación e inducir en 
la concepción o diseño y ejecución de operativos mili-
tares, entre los cuales se incluyó operaciones en con-
tra de la población maya ixil, que tuvieron como 
consecuencia como mínimo los siguientes resultados: 
11 masacres en los municipios de Santa María Ne baj; 
San Juan Cotzal y San Gaspar Chajul; 44 casos de 
muer tes violentas en los municipios de Santa María 
Ne baj, San Juan Cotzal y San Gaspar Chajul; así como 
17 casos de personas muertas a causa de las condiciones 
crea das por soldados del Ejército de Guatemala y pa-
tru llas de autodefensa en los municipios de Santa 
Ma ría Nebaj, San Juan Cotzal y San Gaspar Chajul. 
Dan do un mínimo de 267 víctimas mortales de pobla-
ción civil no combatiente de la etnia maya ixil exhuma-
das e identificadas. Asimismo, el desplazamiento de 
al menos 29 mil personas; el traslado de niños y 
adultos del grupo étnico maya ixil a otro grupo étnico 
y cam pa mentos de atención de desplazados, refugiados 
y amnistiados donde fueron forzados a vivir en una 
realidad cultural diferente y; al menos 5 casos de mu-
jeres ixiles violadas por soldados del Ejército de 
Guatemala.

A partir de los Informes Periódicos de Inteligen-
cia (IPI) que quincenalmente le remitían las zonas 
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mi litares, en tre ellas la de El Quiché, al ser analizados 
debieron ref lejar evidentemente un notorio desequili-
brio entre la cantidad de guerrilleros previstos en sus 
estudios (muertos o capturados) y de armamento re-
cuperado, en comparación a la cantidad absolutamen-
te superior de muertos y heridos de población civil 
no combatiente, entre ellos hombres y mujeres, niños 
y niñas, ancianos, ancianas y madres gestantes. Como 
re sultado del análisis de dichos informes; usted pudo 
ha ber evitado y/o hacer cesar las acciones militares 
lle vadas a cabo por miembros del Ejército de Guatemala 
en contra del grupo étnico maya-ixil cuya población 
era no combatiente.

En ese marco, las acciones y conclusiones estable-
cidas por usted, fueron determinantes para que miem-
bros del Ejército de Guatemala, Comisionados Militares 
y miembros de las patrullas de autodefensa civil diri-
gieran ataques en contra de la población civil no com-
batiente, dentro de ellos a las del grupo étnico maya 
ixil, las cuales consistieron como mínimo en:

A. De los hechos relac ionados al del ito de 
genoc id io

Las acciones ejecutadas por usted, así como los operati-
vos militares ejecutados bajo su supervisión y coordi-
nación, conforme a lo establecido en la planificación 
res pectiva, contribuirían, si no totalmente, de forma 
par cial a la eliminación del grupo étnico maya ixil.

Tal intención se pone de manifiesto no solamente 
por el contenido de los planes de campaña y planes 
ope rativos vigentes durante la fecha, sino por la forma 
en que los miembros del Ejército de Guatemala, comi-
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sionados militares y patrulleros de autodefensa civil 
eje cutaron los operativos militares, supervisados y 
coordinados por usted.

Las expresiones culturales externas come el traje 
tí pico y el idioma se convirtieron, también, en una 
ame naza real para la vida, integridad y sobrevivencia 
de mujeres y hombres pertenecientes al grupo étnico 
ma ya ixil, aún y cuando fuese población civil no 
combatiente; pues, los documentos militares mencio-
nados, fueron la base para institucionalizar, durante 
la época en que ejerció los cargos de Jefe del Estado 
Ma yor General del Ejército y Jefe del Estado Mayor 
de la Defensa Nacional, los operativos militares en 
con tra de este grupo étnico. Documentos que sustenta-
ron la política contrainsurgente predominante cuando 
sucedieron los hechos descritos en esta acusación.

Sus apreciaciones y estudios de inteligencia gene-
raron las condiciones para que se desarrollaran acciones 
mi litares orientadas a producir la muerte de miembros 
del grupo étnico maya ixil (mujeres, ninos(as), 
ancianas(as) y hombres, violaciones sexuales, desapa-
riciones forzadas, tratos crueles, inhumanos y degra-
dantes, saqueos, desplazamiento de personas adultas 
y niños(as), creó las condiciones propicias para la 
des trucción que pudieron haber causado la destruccón 
de los miembros del grupo, quema de cosechas, entre 
otros, todo lo anterior, producto de las masacres selec-
tivas y colectivas efectuadas, la persecución a la cual 
fue ron sometidos los pobladores, mediante bombardeos 
y el control poblacional implementado en la región.

Con tales conductas, usted no solamente actuó 
di rectamente en contra del grupo étnico maya ixil, 
sino además, omitió el deber que le imponía el or-
denamiento jurídico de garantizar el goce de los de-
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rechos a todos los habitantes de la República sin dis-
tinción alguna, reconocidos por el Estatuto Fundamen-
tal de Gobierno, y, en cumplimiento de las obligaciones 
asumidas p0r el Estado al incorporar al derecho nacio-
nal, instrumentos internacionales de Derechos Huma-
nos y de Derecho Internacional Humanitario.

Las acciones ejecutadas por la Fuerza de Tarea 
Gu marcaj, la cual fue convertida en la Zona Militar 
nú mero 20 de Santa Cruz del Quiché; el primer 
batallón de paracaidistas de la Base Militar de Tropas 
Para caidistas, General Felipe Cruz y la Brigada Militar 
Guardia de Honor; apoyada y en coordinación con la 
Zo na Militar Mariscal Gregorio Solares número 19 
de Huehuetenango, la Brigada Militar General Manuel 
Lizandro Barillas de Quetzaltenango y, la Fuerza 
Aérea Guatemalteca, así como comisionados militares 
y patrulleros de autodefensa civil en contra del grupo 
étnico maya ixil asentado en los municipios de Santa 
María Nebaj, San Gaspar Chajul y San Juan Cotzal 
del departamento de El Quiché consistieron, como 
mí nimo, en:
l Ejecuciones selectivas en las que se dio muerte 

[a] miembros del grupo étnico maya ixil ya sea 
en forma individual o colectiva.

l Masacres selectivas e indiscriminadas dirigidas 
en contra de miembros del grupo étnico maya 
ixil.

l Destrucción y quema de las aldeas que habían 
si do abandonadas por los pobladores del grupo 
étnico maya ixil.

l Bombardeos a comunidades o áreas en las que se 
re fugiaban los miembros del grupo étnico maya 
ixil que se habían visto forzados a desplazarse, lo 
cual incluyó lugares sagrados.
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l Desapariciones forzadas de miembros del grupo 
étnico maya ixil.

l Violaciones sexuales individuales y colectivas de 
mu jeres pertenecientes al grupo étnico maya ixil.

l Sometimiento a interrogatorios bajo tortura a 
miem bros del grupo étnico maya ixil que fueron 
cap turados o por sospecha de colaborar con la 
guerrilla.

l Concentración de los miembros del grupo étnico 
ma ya ixil en los campamentos de atención a refu-
giados, desplazados y amnistiados.

l Saqueo de bienes, quema de casas y de cosechas, 
ma tanza y robo de animales, así como, elementos 
ma teriales propios de la cultura maya ixil.

l Persecución de miembros del grupo étnico maya 
ixil durante el desplazamiento.

l Operaciones de rastreo con el objeto de identificar 
las áreas de refugio a fin de capturar y/o ejecutar 
a miembros del grupo étnico maya ixil.

l Control y cerco de las comunidades desplazadas 
im pidiendo el acceso a alimentos y medicamentos 
bá sicos para la subsistencia de los miembros del 
grupo étnico maya ixil.

l Sometimiento a servidumbre de mujeres y hom-
bres per tenecientes al grupo étnico maya ixil.

Tales actos se materializaron, en el marco de la 
“gue rra contrasubversiva”.

En la cual usted institucionalizó los planes que 
con templaban el aniquilamiento de la guerrilla y or-
ganizaciones paralelas, aún y cuando fuesen población 
ci vil no combatiente.

Así los miembros del grupo étnico maya ixil fue-
ron atacados reiteradamente a lo largo del conflicto 
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ar mado interno a partir de actos de represión selectiva, 
ma siva y actos de control de la población sobreviviente, 
esta última, con el fin de captar, manejar, reeducar e 
in corporar a los miembros del grupo bajo la concep-
ción del modo nacional sustentado por el Ejército de 
Gua temala.

Los hechos de que fue víctima el grupo étnico 
ma ya ixil, fueron producto de la visión racista del 
Ejér cito de Guatemala y por ello, uno de los objetivos 
per seguidos en los campamentos para refugiados, 
des plazados y amnistiados fue la de reeducarles y mi-
litarizarles, aspectos que necesariamente impactaron 
en las personas individuales como en la colectividad 
de este grupo étnico. De las acciones militares desple-
gadas en contra del grupo étnico maya ixil, resulta 
di fícil, aún en la actualidad, cuantificar de forma 
precisa el número exacto de víctimas por cada hecho. 
Pues este bien jurídico tutelado es de carácter colecti-
vo bas tando, en consecuencia, la acreditación de la 
magnitud del daño producido al grupo étnico como 
tal. Y producto de la investigación efectuada se ha 
lo grado precisar e identificar a una cantidad mínima 
de víctimas producto de las acciones ejecutadas direc-
tamente por usted y las fuerzas militares del Ejército 
de Guatemala, siendo éstas las siguientes:

A.1  Muer tes de miembros 
del grupo étnico maya ixil

Respecto a las muertes de miembros del grupo, la 
Co misión para el Esclarecimiento Histórico estima 
que durante el periodo en el cual usted ejerció los 
car gos indicados, producto de los operativos militares 



20 Condenado por genocidio

efec tuados baja su supervisión y coordinación, y con 
base en la planificación respectiva, se dio muerte a 
un mínimo de un mil setecientas setenta y un personas, 
per tenecientes al grupo étnico maya ixil. De esa can-
tidad, han sido individualizados un mínimo de doscien-
tas sesenta y siete víctimas mortales de población civil 
no combatiente de la etnia maya ixil.

Las víctimas pertenecientes al grupo étnico maya 
ixil, que han sido identificadas y exhumadas durante 
el periodo en que el acusado ejerció los cargos referidos, 
co rresponden, como mínimo, a los operativos desple-
gados en:
1. Canaquil. En la aldea Canaquil, Santa María Nebaj, 

Quiché, el 25 de marzo de 1982, soldados del 
Ejér cito de Guatemala, dieron muerte como mí-
nimo a Jacinta Raymundo Vicente y/o Jacinta 
Raimundo Vicente, Pedro Raymundo Cedillo, 
Francisco Cedillo Raymundo, Pedro Cedillo Ray-
mundo y/o Pedro Cedillo Raimundo, Francisco 
Ber nal, Petrona Guzaro Raymundo y/o Petrona 
Guzaro, Pedro Bernal Guzaro, Andrés Bernal 
Gu zaro y/o Andrés Bernal Gusaro, Ana Chávez 
Ber nal y/o Ana Chávez, Petrona Bernal, María 
Chá vez, Jacinta (sin más datos), Jesús Láinez Chá-
vez, Magdalena de León, Feliciana Láinez de 
León, Catalina Lainez de León, Rafael Tipaz 
Chá vez, Tomás Tipaz Chávez, Elena Tipaz Chávez, 
Minga Tipaz Chávez, Elena Santiago Chávez, 
To más Santiago Chávez, Jacinta Santiago Chávez, 
Elena Raymundo, María Chávez Raymundo, Fran-
cisco de Paz Raimundo, Pedro de Paz Raimundo, 
Ca tarina Láines Cobo, Ana Chávez Raymundo, 
Fe liciana Láines Matóm y Tomás Cedillo y/o To-
mas Sedillo.
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2 Chel. En la aldea Chel, San Gaspar Chajul, Quiché, 
el 3 de abril de 1982, soldados del Ejército de 
Gua temala, dieron muerte como mínimo a María 
San tiago, Pedro Caba Pacheco, Rosa Caba Santiago, 
Ana Caba Santiago, Pedro Pacheco Ijom, María 
Bop, Manuela Pacheco Bop, Ana Pacheco Bop, 
Ana Pacheco Bop, Juana Pacheco Bop, Juan Pa-
checo Bop, Pedro Pacheco Ramirer, Gaspar 
Laynes, Silvestre Caba, Sebastián Pacheco, María 
Es cobar, María Raymundo, Nicolás Puente, Pedro 
Mendoza, Antonio Mendoza Asicona, Marcos 
Men doza, Rosa Caba Ijom, Jacinta Yula, Rosa 
Ca ba, María Mendoza, Ana Asicona, Marta Men-
doza Pacheco, Pablo Caba Ijom, Marcos Mendoza 
So lano, María Santiago, Pedro Mendoza Pacheco, 
María Mendoza Pacheco, Rosa Pacheco Bi, Juana 
Pa checo, María Raymundo, María Mendoza Pa-
checo, Tomas Mendoza Solano, Bartolomé Rami-
rez, María Bop, Pedro Pacheco Ijom, Manuela 
Pa checo Bop, nonato de aproximadamente 7 a 8 
meses posible madre María Bop, nonato de aproxi-
madamente 8 meses y medio a 9 meses y medio 
po sible madre Catarina o Catalina Laines, Catarina 
o Catalina Laines; y 35 osamentas sin identificar.

3. Villa Hortensia Antigua. En la aldea Villa Hortensia 
An tigua; San Juan Cotzal; Quiché, el 22 de mayo 
de 1982, soldados del Ejército de Guatemala y 
patrulleros de autodefensa, dieron muerte, como 
mí nimo, a Elena Maldonado Lux, Elena Vasquez 
Car dona, María Caba, Teresa López, Fabián Pi-
nula Vicente, Juana Lux, Pedro Barrera, Gaspar 
Ba rrera y José Vásquez Mateo, a quienes les dis-
pararon con arma de fuego. Así mismo, se detuvo 
a Manuela Vásquez Mateo, Pedro Canta Lux, 
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Manuel Yon y Catarina Pacheco, a quienes hasta 
el momento se desconoce su paradero y se ha ne-
gado información a sus familiares.

4. Pexla Grande. En la aldea Pexla Grande, Santa 
María Nebaj, Quiché, el 2 de junio de 1982, solda-
dos del Ejército de Guatemala, dieron muerte, 
co mo mínimo, a Miguel Ramírez Santiago, Ana 
Guz mán Brito quien se encontraba en estado de 
ges tación, Petrona Guzmán Marcos y María Ra-
mirez Guzmán mediante heridas de arma de fuego 
y otras causas.

5. San Francisco Javier. En la aldea San Francisco 
Ja vier, Santa María Nebaj, Quiché, el 14 de agosto 
de 1982, soldados del Ejército de Guatemala, die-
ron muerte, como mínimo, a Juana Velasco Ceto, 
Juana Bacá y/o Juana Ceto Bacá, María Velasco 
Ceto, María Marroquín, María Velasco Marroquín, 
Juan Velasco Marroquín, Margarita Velasco Rivera, 
Juan Velasco Marroquín; mediante disparos con 
ar ma de fuego y golpes.

6. Chuatuj. En la aldea Chuatuj, Santa María Nebaj, 
Qui ché, el 28 de agosto de 1982, soldados del 
Ejér cito de Guatemala y patrulleros de autodefensa, 
die ron muerte, como mínimo, a Pascual Ajanel 
Cu yuch, Diego Pérez Calel, Pedro Pérez Pastor 
y/o Pedro Pastor Pérez, Marta Ajanel Ordónez y 
un menor de edad de aproximadamente 20 días 
de nacido; mediante golpes.

7. Sajsiban. En la aldea Sajsiban, Santa María Nebaj; 
Quiché, el 4 de noviembre de 1982, soldados del 
Ejército, procedieron a rodear la casa de la familia 
Chá vez Brito dándole muerte, como mínimo, a 
Ja cinta Brito, Elena Chávez Brito, Juana Chávez 
Brito, Catarina Chávez Brito, Feliciana Chávez 
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Brito, María Chávez Brito, Felipe Chávez Brito, 
Miguel Cháves Brito, Francisco Sánchez Chávez, 
Mi guel Sánchez Chávez, Nicolás Meléndrez Brito 
y Miguel Sánchez, a quienes les golpearon, dis-
pararon con arma de fuego y posteriormente 
quemaron.

8. Xecol. En el caserío Xecol, aldea Amajchel, San 
Gas par Chajul, Quiché, el 20 de noviembre de 
1982, soldados del Ejército de Guatemala dieron 
muerte, como mínimo, a Feliciana Brito de León, 
Ja cinta Brito Brito, Magdalena Brito Brito, Antonio 
Brito Brito y Mario Jacinto Brito Brito y/o Jacinto 
Bri to Brito.

9. Xesayi. En el caserío Xesayi, San Gaspar Chajul, 
Qui ché, el 12 de abril de 1983, soldados del Ejército 
de Guatemala dieron muerte, como mínimo, a 
Ro sa Caba, María Caba López, Ana Caba Mentes 
y/o Ana Caba Méndez, Pedro Bop Caba, Gaspar 
Ray mundo, Catarina Morales, Magdalena Brito, 
Juan Bernal Morales, Miguel Bernal Morales, 
Mag dalena Bautista Brito, Catarina Gallego Bernal, 
Pas cual Bautista Raymundo, Argentina Cruz Ló-
pez, Catarina Bernal Cruz, Domingo Bernal Cruz, 
Juana Raymundo Raymundo, Antonia Caba, Ana 
San tiago Caba, Juana Caba, Antonia Caba, Ana 
San tiago Caba, Antonia Caba Pacheco, Gaspar 
Caba Santiago, Salvador López Caba, Pedro Caba 
Ló pez, María López, Gaspar Caba Mendoza, Ca-
tarina Caba, María Caba, Francisco Caba, Francisco 
Caba, Baltazar Raymundo, Isabel Mó, Gaspar 
Bop Canay, Domingo Bop Caba, Ana Mó, Juana 
Ijóm, Magdalena Ijóm Matóm, Ana Santiago Caba, 
Ma ría Santiago Caba, Antonio Santiago Caba, 
Juana Rivera, Juana Rivera, Juana Rivera, María 
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San tiago Raymundo, María López Escobar, Gaspar 
Bop Bop, Pascual Bautista Brito, Isabel Camay 
Ca ba, María del Barrio Caba o María Tervario 
Ca ba y María López Caba.

10. Sumal I. En el cerro Sumal, Santa María Nebaj, 
Qui ché, el 12 de abril de 1983, soldados del Ejército 
de Guatemala dieron muerte, como mínimo, a 
Da vid Mérida Hernández, María Hernández, Ti-
burcio Mérida Cano, Pedro Cano Herrera, Augusto 
Mé rida, Rafaela Saucedo Galicia, Zenaida Herrera 
Ve lásquez; mediante disparos de arma de fuego, 
gol pes en la cabeza y tórax.

11. Vijolóm iii. En la aldea Vijolóm iii, Santa María 
Ne baj, Quiché, durante marzo de 1982, soldados 
del Ejército de Guatemala dieron muerte a Pedro 
Ri vera Cobo.

12. Xachmoxan. En la aldea Xachmoxan, San Gaspar 
Chajul, Quiché, el 3 de abril de 1982, soldados 
del Ejército de Guatemala dieron muerte, como 
mí nimo, a Francisco Caba Brito, Andrés Caba 
Es cobar y Rosa Caba Escobar.

13. Vatzpollí. En el lugar conocido como Vatzpollí, 
de la aldea Vipollí, San Gaspar Chajul, Quiché, 
el 10 de abril de 1982, soldados del Ejército de 
Guatemala, dieron muerte a Pedro Bop Asicona 
y/o Pedro Bop Aiscona, quemándolo y disparán-
dole con arma de fuego.

14. Bí Chapyac. En el lugar conocido como Bí Chapyac, 
San ta María Nebaj; Quiché, el 15 de abril 1982, 
sol dados del Ejército de Guatemala, dieron muerte 
a María Cruz Sánchez.

15. Villa Hortensia ii. En la aldea Villa Hortensia ii, 
San Juan Cotzal, Quiché, el 15 de abril de 1982, 
sol dados del Ejército de Guatemala dieron muer-
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te, como mínimo, a: Marta Matóm Velasco y/o 
Marta Matóm, Miguel Toma Matóm y Antonio 
To ma Mejía y/o Antonio Tomás Mejía, disparán-
doles con arma de fuego.

16. Vajila. En el lugar llamado Vajila, de la aldea Acul, 
San ta María Nebaj, Quiché, el 20 de abril de 1982, 
sol dados del Ejército de Guatemala dieron muerte 
a Catarina Cedillo, quien falleció a causa de una 
ex plosión.

17. Tuqanal. En el lugar denominado Tuqanal, Santa 
Ma ría Nebaj, Quiché, durante mayo de 1982, sol-
dados del Ejército de Guatemala, dieron muerte 
a Jacinto Pérez y Juana de León Santiago, dispa-
rándoles con arma de fuego.

18. Bicocol. En el lugar denominado Bicocol, aldea 
Vi lla Hortensia I, San Juan Cotzal, Quiché, el 10 
de mayo 1982, soldados del Ejército de Guatemala 
y patrulleros de autodefensa, dieron muerte a 
Marcos Castro Canto y/o Marco Castro, estrangu-
lándolo.

19. Tujolom. En la aldea Tujolom, Santa María Nebaj, 
Quiché, durante junio de 1982, soldados del Ejér-
cito de Guatemala, dieron muerte a Elena Sánchez.

20. Tujolom. En la aldea Tujolom, Santa María Nebaj, 
Qui ché, durante junio de 1982, soldados del Ejér-
cito de Guatemala, dieron muerte a Pedro Sánchez, 
dis parándole con arma de fuego.

21. Sumalito. En la aldea Sumalito, Santa María Nebaj, 
Quiché, el 5 de junio de 1982, soldados del Ejército 
de Guatemala, dieron muerte a Domingo Pérez 
y/o Domingo Pérez López, disparándole con ar-
ma de fuego.

22. Tujolom. En la aldea Tujolom, Santa María Nebaj, 
Quiché, el 18 de junio de 1982, soldados del 
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Ejército Guatemala, dieron muerte a Jacinto Ray-
mundo, disparándole con arma de fuego.

23. Vajila. En el lugar denominado Vajila, aldea Acul, 
San ta María Nebaj, Quiché, el 20 de junio de 
1982, sol dados del Ejército de Guatemala, dieron 
muerte a Sebastián de Paz Pérez, mediante disparos 
de ar ma de fuego.

24. Tusibán. En el lugar conocido como Tusibán, al-
dea Quejchip, Santa María Nebaj, Quiché, el 22 
de junio de 1982, soldados del Ejército de Gua-
temala, dieron muerte, como mínimo, a Bernardo 
Chávez, José Ceto, Pedro Ceto López y Magdalena 
Ceto López.

25. Tucalamá. En Tucalamá, de la aldea Vijolóm I, 
San ta María Nebaj, Quiché, durante julio de 1982 
sol dados del Ejército de Guatemala, dieron muerte, 
co mo mínimo, a Juana Rivera Rivera, Jacinto 
Ray mundo Raymundo, Diego Raymundo Rivera 
y Magdalena Rivera Raymundo, con disparos de 
ar ma de fuego y armas blancas.

26. Kabtzé. En el lugar conocido como Kabtzé, Aldea 
Sal quil Grande, Santa María Nebaj; Quiché, el 15 
de julio de 1982, soldados del Ejército de Guatemala, 
die ron muerte, como mínimo, a Pedro López, 
Do mingo López, Magdalena López, Pedro Ray-
mundo y María Pérez.

27. Chuatuj. En la aldea Chuatuj, Santa María Nebaj, 
Qui ché, el 17 de julio de 1982, soldados del Ejército 
de Guatemala, dieron muerte a Antonio Pérez 
Gon záles, disparándole con arma de fuego.

28. Palop Chiquito. En la aldea Palop Chiquito, Santa 
Ma ría Nebaj, Quiché, a finales del mes de julio 
de 1982, soldados del Ejército de Guatemala, 
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dieron muerte a Diego Velasco, a quien ejecutaron 
dis parando con arma de fuego.

29. Vatzsuchil. En la aldea Vatzsuchil, Santa María 
Ne baj, Quiché, a principios de septiembre de 
1982, soldados del Ejército de Guatemala, dieron 
muer te a Juan Bernal, disparándole con arma de 
fue go.

30. Tu Captze. En el lugar llamado Tu Captze, aldea 
Pa rramos Grande, Santa María Nebaj, Quiché, el 
2 de septiembre de 1982, soldados del Ejército 
de Gua temala, dieron muerte, como mínimo, a 
Jacinta Raymundo Ceto y sus hijos Tomás López 
Raymun do y Miguel López Raymundo, con arma 
de fuego.

31. Achba’ltxo. En el lugar denominado Achba’ltxo, 
de la aldea Vijolom iii, Santa María Nebaj, Quiché, 
el 9 de septiembre de 1982, soldados del Ejército 
de Guatemala, dieron muerte a José Brito Sánchez.

32. Xolá. En el caserío Xolá, aldea Sajsiban, Santa 
Ma ría Nebaj, Quiché, 10 de septiembre de 1982 
sol dados del ejército de Guatemala, dieron muerte 
a Mateo Solís Cruz y a Francisco Raymundo Cruz, 
dis parandoles con arma de fuego.

33. Chipal. En el lugar denominado Chipal, de la al-
dea Villa Hortensia ii, octubre de 1982, soldados 
del Ejército de Guatemala, dieron muerte a Jacinto 
Chel, disparándole con arma de fuego.

34. Jolopxam. En el Cantón Jolopxam, Santa María 
Ne baj, Quiché, el 13 de septiembre de 1982, solda-
dos del Ejército de Guatemala, dieron muerte, 
co mo mínimo, a Antonio Matóm, Diego de León 
Co bo, Pedro Marcos de León y Fermín Gallego 
Ga llego.
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35. Tu B’aj Mam. En el lugar llamado Tu B’aj Mam, 
al dea Sajsiban, Santa María Nebaj, Quiché, el 20 
de septiembre de 1982, soldados del Ejército de 
Gua temala, dieron muerte a Magdalena Matóm 
Ra mírez, con arma de fuego.

36. Vijolom iii. En la aldea Vijolom iii, Santa María 
Ne baj, Quiché, el 23 de septiembre de 1982, solda-
dos del Ejército de Guatemala, dieron muerte a 
Se bastián Bernal y Cecilia Bernal, disparándoles 
con arma de fuego.

37. Visibacbitz. En la aldea Visibacbitz, Santa María 
Ne baj, Quiché, el 7 de octubre de 1982, soldados 
del Ejército de Guatemala, dieron muerte a Gaspar 
Ra mos Raymundo, disparándole con arma de 
fuego.

38. Vatz Sumal ii. En la aldea Vatz Sumal ii, Santa 
Ma ría Nebaj, Quiché, el diez de octubre de 1982, 
sol dados del Ejército de Guatemala, dieron muerte 
a Nicolás Rivera Pérez.

39. Xemanzana. En Xemanzana de la aldea Sajsiban, 
Santa María Nebaj, Quiché, el 15 de octubre de 
1982, soldados del Ejército de Guatemala, dieron 
muerte a Pedro Santiago.

40. Xeo. En la aldea Xeo, Santa María Nebaj Quiché, 
el 15 octubre de 1982, soldados del Ejército de 
Guatemala dieron muerte a Diego Chel, disparán-
dole con arma de fuego.

41. Vitzal. En el Cantón Vitzal, Santa María Nebaj, 
Qui ché, el 21 de octubre de 1982, soldados del 
Ejército de Guatemala, dieron muerte a Jacinto 
Chel, disparándole con arma de fuego.

42. Vajila. En el lugar denominado Vajila, de la Aldea 
Acttl, Santa María Nebaj, Quiché, durante el mes 
de 25 octubre de 1982, soldados del Ejército de 
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Gua temala, dieron muerte, como mínimo, a Ma-
nuela Brito Corio y Manuela Rosenda Brito Corio, 
dis parándoles con arma de fuego.

43. Trapichitos. En la aldea Trapichitos, Santa María 
Ne baj, Quiché, a finales del mes de octubre de 
1982, soldados del Ejército de Guatemala, dieron 
muerte a Sebastián Cobo Rivera.

44. Vibajila. En el lugar denominado Vibajila, aldea 
Acul, Santa María Nebaj, Quiché, el 5 de noviembre 
de 1982, soldados del Ejército de Guatemala, die-
ron muerte a Juana Herrera Raymundo y/o Juana 
He rrera, disparándole con armas de fuego.

45. Tujolom. En la aldea Tujolom, Santa María Nebaj, 
Quiché, el 15 de diciembre de 1982, soldados del 
Ejér cito de Guatemala, dieron muerte a Andrés 
Brito Brito.

46. Batzchocola. En la aldea Batzchocola, Santa Ma-
ría Nebaj, Quiché, el 1 de enero de 1983, soldados 
del Ejército de Guatemala, dieron muerte a Jacinto 
Cobo y Francisco Raymundo.

47. Parramos Grande. En la montaña de la aldea Pa-
rramos Grande, Santa María Nebaj, Quiché, el 
quin ce de enero de 1983, soldados del Ejército 
de Gua temala, dieron muerte a Domingo Pérez.

48. Xe Belubal. En el caserío Xe Belubal, San Gaspar 
Cha jul, Quiché, el 20 de febrero de 1983, soldados 
del Ejército de Guatemala, dieron muerte, como 
mí nimo, a Diego Cobo, Miguel Ceto, Juan Cedilllo 
y Pedro Cobo, además de otras personas.

49. Vipecbalam. En la aldea Vipecbalam, Santa María 
Ne baj, Quiché, el 25 de febrero de 1983, soldados 
del Ejército de Guatemala, dieron muerte a María 
Gar cía y/o María García Chávez, disparándole 
con arma de fuego.
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50. Vipecbalam. En la aldea Vipecbalam, Santa María 
Nebaj, Quiché, el 27 de febrero de 1983, soldados 
del Ejército de Guatemala, dieron muerte a Juan 
Ray mundo Gómez, disparándole con arma de 
fuego.

51. Tujolom. En la aldea Tujolom, Santa María Nebaj, 
Qui ché, durante el mes de abril de 1983, soldados 
del Ejército de Guatemala, dieron muerte a Andrés 
Sán chez.

52. Chapyac. En el cantón Chapyac, Santa María Ne-
baj; Quiché, el 8 de abril de 1983, soldados del 
Ejér cito de Guatemala, dieron muerte a Domingo 
Ce to Cruz.

53. Batzchocola. En la aldea Batzchocola, Santa Ma-
ría Nebaj, Quiché, el 19 de abril de 1983, soldados 
del Ejército de Guatemala, dieron muerte, como 
mí nimo, a Magdalena Raymundo y Nicolas Cobo 
Ray mundo.

54. Viucalvitz. En la aldea Viucalvitz, Santa María 
Ne baj, Quiché, el 25 de mayo de 1983, soldados 
del Ejército de Guatemala, dieron muerte a Baltazar 
Cuplay y/o Baltazar Cuplay Raymundo, disparán-
dole con arma de fuego.

55. Santa Clara. En la aldea Santa Clara, San Gaspar 
Cha jul, Quiché, el 14 de junio de 1983, soldados 
del Ejército de Guatemala, dieron muerte a Jacinto 
Itzep Utuy, disparándole con arma de fuego.

56. Chipal. En la aldea Chipal, San Juan Cotzal, Qui-
ché, el 27 de abril de 1982, debido a las condiciones 
in humanas creadas por soldados del Ejército de 
Gua temala, falleció Cirilo Ramírez Sales y/o Ci-
rilo Ramírez Salas y/o Sirilo Ramírez Salas.

57. Tujolom. En la aldea Tujolom, Santa María Nebaj, 
Qui ché, durante el mes de junio de 1982, a causa 
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de las condiciones inhumanas creadas por soldados 
del Ejército, falleció Petrona Brito Raymundo de 
siete meses de edad por enfermedad.

58. Tujolom. En la aldea Tujolom, Santa María Nebaj, 
Qui ché, durante el mes de julio de 1982, debido 
a las condiciones inhumanas creadas por soldados 
del Ejército de Guatemala, falleció Francisco Ri-
vera por enfermedad.

59. Tu Uchuch. En el paraje Tu Uchuch, de la aldea 
Acul, Santa María Nebaj, Quiché, el 22 de julio 
de 1982, a causa de las condiciones inhumanas 
crea das por soldados del Ejército de Guatemala, 
fa lleció Pedro Cuchil Sánchez.

60. Tu Uchuch. En el paraje Tu Uchuch, Aldea Acul, 
San ta María Nebaj, Quiché, el 30 de julio de 1982, 
a causa de las condiciones inhumanas creadas por 
sol dados del Ejército de Guatemala, falleció Juan 
Mar cos Raymundo de aproximadamente 30 días 
de nacido.

61. Vicalama. En la aldea Vicalama, Santa María Ne-
baj, Quiché, el 28 de agosto de 1982, a causa de 
las condiciones inhumanas creadas por soldados 
del Ejército de Guatemala, falleció Catarina de 
Paz.

62. Vatzsuchil. En la aldea Vatzsuchil, Santa María 
Ne baj, Quiché, el 25 septiembre de 1982, Francisco 
Ber nal falleció, debido a las condiciones de exis-
tencia creadas por elementos del Ejército de Gua-
temala.

63. Visibal. En Visibal, Santa María Nebaj, Quiché, 
du rante el mes de octubre de 1982, debido a las 
con diciones inhumanas creadas por soldados del 
Ejército de Guatemala, fallecieron Marcela Baten 
Perez y/o Marcela Báten Pérez, Ancelmo Alejandro 
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López Báten y/o Ancelmo Alejandro López Baten, 
Antonia López Baten y/o Tona López y Julia 
López Baten.

64. Tu Uchuch. En el paraje Tu Uchuch, Aldea Acul, 
Santa María Nebaj, Quiché, el 30 de octubre de 
1982, debido a las condiciones inhumanas creadas 
por los soldados del Ejército de Guatemala, falleció 
Jacinta Velasco.

65. Sajsiban. En la aldea Sajsiban, Santa María Nebaj, 
Quiché, a finales de noviembre de 1982, debido 
a las condiciones inhumanas creadas por soldados 
del Ejército de Guatemala, fallecieron Diego 
Terraza Sánchez, Francisco Terraza Cruz, Rosa 
Terraza Cruz.

66. Xemanzana. En el cantón Xemanzana, aldea 
Quejchip, Santa María Nebaj, Quiché, durante 
diciembre de 1982, a causa de las condiciones 
inhumanas creadas por soldados del Ejército de 
Guatemala, falleció Teresa Cobo Matóm de cuatro 
años de edad.

67. Vipecbalam. En la aldea Vipecbalam, Santa María 
Nebaj, Quiché, durante el mes de marzo de 1983, 
debido a las condiciones inhumanas creadas por 
el Ejército de Guatemala, falleció Domingo 
Herrera Pérez.

68. Santa Clara. En la aldea Santa Clara, San Gaspar 
Chajul, Quiché, durante el mes de marzo de 1983, 
debido a las condiciones inhumanas creadas por 
soldados del Ejército de Guatemala, falleció 
Manuel Tiu Espinoza.

69. El Mirador. En las montañas de la aldea El Mirador, 
San Gaspar Chajul, Quiché, el 23 de abril de 1983, 
debido a las condiciones inhumanas creadas por 
soldados del Ejército de Guatemala, falleció 
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Antonia Carrillo y/o Antonia Carrillo Juan de 
seis años de edad.

70. Santa Clara. En la aldea Santa Clara, San Gaspar 
Chajul, Quiché, durante el mes de mayo de 1983, 
debido a las condiciones inhumanas creadas por 
soldados del Ejército de Guatemala, falleció María 
Itzep Atabal y/o María Itzep Akabal y/o María 
Itzep Acabal de cuarenta y seis años.

71. Santa Marta. En la aldea Santa Marta, Santa María 
Nebaj, Quiché, durante el mes de julio de 1985, 
debido a las condiciones inhumanas creadas por 
soldados del Ejército de Guatemala, falleció 
Margarita Raimundo y/o Margarita Raymundo.

72. Santa Clara. En la aldea Santa Clara, San Gaspar 
Chajul, Quiché, el 27 de julio de 1983, debido a 
las condiciones inhumanas creadas por soldados 
del Ejército de Guatemala, falleció Catarina Tojin 
Tum.

A.2  Lesiones que afec tan 
gravemente la integr idad f ís ica y mental  
de los miembros del grupo étnico maya ixil

En los operativos militares, además de dar muerte a 
los miembros del grupo en forma selectiva y/o masiva, 
durante el período en que el acusado ejerció los cargos 
referidos, las unidades militares continuaron ejecutando 
actos de violación sexual y tortura, bombardeos a las 
comunidades, destrucción y saqueo de bienes, así 
como persecución en los lugares de refugio, ocupación 
y destrucción de lugares sagrados para la cultura maya 
ixil. Además a las personas capturadas se les obligaba 
a vivir en campamentos para refugiados, desplazados 
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y amnistiados, y a conformar patrullas de autodefensa 
ci vil mecanismos que produjeron una profunda división 
del grupo y con ello una merma sustancial en el mismo.

Resulta difícil precisar todas y cada una de las 
víc timas que fueron afectadas en forma individual, 
da do que los actos contra personas individuales y sus 
bie nes, se efectuaron de forma concomitante o posterior 
a las masacres ejecutadas por las unidades militares.

Cabe resaltar que durante la época en la cual usted 
ejerció los cargos, se continuó ejecutando selectivamen-
te a referentes sociales de la comunidad y afectando 
los elementos culturales mediante la destrucción u 
ocu pación de lugares sagrados para la cultura maya 
ixil.

Por otra parte, los planes de campaña operativos 
ela borados y autorizados durante la época en que us-
ted ejerció los cargos referidos anteriormente, a pesar 
de advertir los excesos de los miembros del Ejército 
de Guatemala, incluyen disposiciones referentes a 
garantizar a la tropa el acceso sexual de mujeres, de 
me dios de diversión, así como el uso de “interrogatorios 
tácticos”.

De lo anterior se evidencia que usted no solamente 
te nía conocimiento de los excesos cometidos por los 
miem bros del Ejército de Guatemala, sino a la vez, 
con tribuyó a institucionalizar estas prácticas a través 
de la planificación, supervisión y coordinación de los 
ope rativos militares, en los cuales, el límite para evitar 
la afectación de los derechos y libertades de los miem-
bros del grupo étnico maya ixil fueron tolerados y 
hasta incentivados en los planes respectivos.

El Ministerio Público ha establecido que las accio-
nes militares narradas a lo largo de esta acusación 
pro dujeron, un grave daño a los miembros del grupo 
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en dos planos, a nivel colectivo o psicosocial y a nivel 
in dividual.

En el plano psicosocial, produjo la ruptura del 
te jido social, en ese marco se ha establecido, entre 
otras consecuencias para el grupo, la ruptura de las 
re laciones de confianza; la creación de vacíos de co-
municación en el grupo ixil, en el cual la transmisión 
oral es de vital importancia; el silencio y la desconfian-
za a su vez han producido el aislamiento social en las 
fa milias y comunidades que retornaron de su desplaza-
miento, debido a la estigmatización de otras personas 
que se quedaron en las comunidades.

A nivel individual y psicológicamente, se ha esta-
blecido que las personas sobrevivientes de las masacres 
y otros actos, como la persecución o las condiciones 
in humanas a las que fueron sometidos, padecen sinto-
matología de Estrés Postraumático, Duelo alterado, 
y enfermedades psicosomáticas y físicas.

Por otra parte, el Ministerio Público ha establecido 
que durante el periodo en que usted ejerció los cargos 
re feridos, miembros del Ejército de Guatemala, en 
ope rativos selectivos, masivos y de persecución 
ejecutados bajo la supervisión, coordinación, planifica-
ción ordenada y autorizada por el procesado ejecutaron 
actos de violencia en contra de las mujeres por su 
con dición de género.

Actos de esa naturaleza fueron cometidos por 
miem bros del Ejército de Guatemala durante los ope-
rativos en los que se ejecutaron las masacres, en medio 
de las cuales concentraron a la población separando 
a los hombres de las mujeres, ancianas, adultas y niñas. 
A las mujeres pertenecientes al grupo étnico maya 
ixil se les obligaba a tener relaciones sexuales con los 
miem bros del Ejército de Guatemala, en esas circuns-
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tancias, las mujeres que sufrieron esos abusos fueron 
ase  sinadas posteriormente. La violencia sexual en 
con tra de las mujeres ixiles también fue cometida 
cuando eran capturadas en su huida y en los centros 
de detención militares.

Al igual que las otras acciones militares ya indica-
das, la violencia sexual produjo daños a nivel colectivo 
o psicosocial y a nivel individual de mujeres miembros 
del grupo maya ixil. En el plano colectivo, la violencia 
se xual no solo afectó a las víctimas directas, sino que 
ade más proyectó un daño grave en la comunidad que 
con sidera a la mujer como un símbolo de la procreación 
y de trasmisión de la cultura. De tal manera que man-
cillar su dignidad significó dañar de manera grave la 
in tegridad del grupo étnico maya ixil.

En el plano individual, la violencia sexual tuvo 
una connotación distinta a otras violaciones a los de-
rechos humanos, cometidas durante el conflicto ar-
mado, ya que éstas, tuvieron un enorme poder des-
tructivo sobre las mujeres que la sufrieron, y conllevaron 
se cuelas psicológicas muy negativas que permanecen 
en ellas mucho después que el hecho sucedió, y van 
más allá que las lesiones físicas.

Las violaciones sexuales de las mujeres que las 
su frieron, provocaron en ellas, la estigmatización al 
in terior de sus familias y de su entorno social y grupal.

Como muestra de los actos de violencia sexual 
ejercida en contra de mujeres pertenecientes al grupo 
étnico maya ixil, como mínimo durante el tiempo en 
el que usted ejerció el cargo, son las siguientes:
1. En la iglesia católica del municipio de San Juan 

Cot zal, el diecinueve de abril de mil novecientos 
ochenta y dos, soldados del Ejército de Guatemala, 
agre dieron sexualmente a Juana Sánchez Toma.
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2. En el Destacamento Militar de San Juan Cotzal, 
el quince de mayo de mil novecientos ochenta y 
dos, miembros del Ejército de Guatemala, agre-
dieron sexualmente a Carmen Teresa Pérez López.

3. En el destacamento militar ubicado en la aldea 
Tzalbal, del municipio de Santa María Nebaj, el 
veintidós de mayo de mil novecientos ochenta y 
dos, miembros del Ejército de Guatemala, agre-
dieron sexualmente a Elena de Paz Santiago.

4. En la aldea Juil, del municipio de San Gaspar 
Cha jul, el veinticuatro de marzo de mil novecien-
tos ochenta y dos, miembros del Ejército de Gua-
temala, agredieron sexualmente a Ana Pacheco 
Ra mírez.

5. En el lugar denominado Cerro Cotzol, municipio 
de Santa María Nebaj, el veinte seis de julio de 
mil novecientos ochenta y tres, miembros del 
Ejér cito de Guatemala, agredieron sexualmente 
a Magdalena Matón Raymundo.

A.3  Somet imiento del grupo étnico 
maya ixil a condic iones de existenc ia  
que acar rearon su destrucc ión parc ial

Producto de las características de los operativos milita-
res ejecutados durante la época en la que usted ejerció 
los cargos referidos, los miembros del grupo étnico 
ma ya ixil, aún y cuando fueran población civil no 
com batiente, se vieron obligados a desplazarse a áreas 
de refugio con el objeto de preservar sus vidas.

El desplazamiento en un primer momento fue 
pro ducto de las masacres selectivas o indiscriminadas 
que se ejecutaban, así como, por bombardeos efectuados 
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a las comunidades. Posteriormente, como se muestra 
en los reportes de operaciones contenidos en el Plan 
de Operaciones Sofía se advierte que las unidades 
re portaban que al llegar a las comunidades los pobla-
dores ya las han abandonado por temor a las acciones 
de las unidades militares.

Debido a las continuas incursiones militares la 
po blación se vio obligada a abandonar sus aldeas, por 
lo que la mayoría de éstas quedaron despobladas, lo 
que dio pie a constantes bombardeos a las áreas de 
re fugio por parte del Ejército. Al ser bombardeadas 
sus áreas de refugio, la población se vio obligada a 
des plazarse en pequeños grupos que permitieron su 
rá pido traslado, sin embargo, los constantes bombar-
deos agudizaron la peligrosidad en el traslado y sobre-
vivencia.

En las aldeas deshabitadas, miembros del Ejército 
de Guatemala arrasaron con ellas, destruyendo casas, 
cul tivos, animales, ropa, herramientas de trabajo e 
ins trumentos culturales, posteriormente realizaron 
barridas en los montes y montañas en los que destruye-
ron todo lo que encontraron a su paso, buscando a 
los sobrevivientes con la misión de capturarlos o eli-
minarlos y/o aniquilarlos, conforme a la planificación 
res pectiva.

En el periodo del 24 de marzo de 1982 al 21 de 
oc tubre de 1983, se desplazaron, como mínimo, 29 
mil personas pertenecientes al grupo étnico maya ixil 
que se vieron obligadas a desplazarse de sus comuni-
dades. Al menos se ha verificado que las comunidades 
que se vieron obligadas a desplazarse para el municipio 
de Santa María Nebaj son:

Acul, Uchuch, Chortiz, Janlay, Tzalbal, Batzuchil, 
Xoloxche, Tu Chabuc, Parramos Grande, Salquil, 
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Vitzaa, San Francisco Javier, Quechip, Palop, Vijolom 
I, Vijolom ii, Vicalama, Vivitz, Xeo, Tu Calama, Jan-
lay, Cotzol, Xemamatze, Sumal, Xecotz, Cocop, Pulay, 
Río Azul, Xeucalvitz, Xonca, Trapichitos, Jacana, 
Su malito y Batzchocola. Para el municipio de San 
Juan Cotzal las comunidades obligadas a desplazarse 
son: Villa Hortensia Antigua, Villa Hortensia I, Villa 
Hor tensia ii, San Felipe Chenla, Ojo de Agua, Asich, 
Xeputul 1, Kuul, Tichclap. Y para el municipio de 
San Gaspar Chajul las comunidades obligadas a des-
plazarse son: Xolcuay, Xix, Chajul, Visich, Ilom, Santa 
Marta, Sajsivan, Chel, Estrella Polar, Covadonga y 
Visich.

Lo cual da un total, como mínimo, de 54 comuni-
dades del grupo étnico maya ixil desplazadas, lo cual 
los obligó a sobrevivir en condiciones infrahumanas 
que pudieron causar la destrucción física total o parcial 
de sus miembros, por los actos ejecutados por el Ejér-
cito de Guatemala que realizaron operativos durante 
el tiempo en que usted ejerció los cargos arriba men-
cionados.

El control militar en la región ixil consistía en la 
res tricción del abastecimiento de alimentos, sal, azúcar, 
ro pa y medicamentos. Los bombardeos, persecución, 
cap turas, destrucción de medios de subsistencia, de-
sapariciones, muertes individuales y colectivas, entre 
otras, produjeron desplazamientos masivos y de larga 
tem poralidad dentro del territorio ixil, es decir, pese 
a las duras condiciones, las personas en su gran mayoría 
no abandonaron su territorio. Sin embargo, fueron 
obli gadas a refugiarse en las montañas y serranías 
más alejadas, en donde se reagrupaban y reorganizaban 
según sus modos y costumbres propias del grupo, 
pe dían permiso a los pobladores en los nuevos 
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territorios de refugio ya habitados, quienes a su vez 
se organizaban para recibirlos y ubicarlos.

Los miembros del grupo étnico maya ixil fueron 
obli gados a desplazarse y durante la persecución en 
las montañas cercadas por miembros del Ejército, 
su frieron condiciones tales como hambre, desnutrición, 
en fermedades, falta de vestimenta y cobijo, además 
se les sometió a condiciones adversas capaces de causar 
su destrucción.

De lo anterior se advierte que la estrategia militar 
ela borada por usted, fue idónea y contribuyó a la des-
trucción del grupo maya étnico ixil, mediante el so-
metimiento a condiciones de existencia que puso en 
riesgo la vida e integridad física y psicológica de los 
miem bros de dicho grupo.

A.4  Desplazamiento compulsivo 
de niños o adultos del grupo a otro grupo

Desde mayo de 1982, el Gobierno Militar decretó 
va rias amnistías, durante estas se realizaron operaciones 
de barrida y captura de población civil no combatiente 
per teneciente al grupo étnico maya ixil, quienes fueron 
tras ladados a los campamentos de refugiados, despla-
zados y amnistiados implementados por el Ejército 
de Guatemala, ordenados por usted en el Plan de 
Cam paña Victoria 82, en los tres municipios de la 
re gión ixil.

Inicialmente, dichos campamentos se implementa-
ron en el municipio de Santa María Nebaj en la aldea 
Xejalvinte, actualmente conocido como La Pista, en 
el cantón Xemamatze, y en la aldea Acul, lugares don-
de asimismo, se ubicaron destacamentos militares. 
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En el municipio de San Gaspar Chajul, se ubicaron 
en el cantón Vipatsnaj, lugar que ocupaba uno de los 
des tacamentos militares y, en el municipio de San 
Juan Cotzal en el cantón Xolosinay, lugar donde se 
en contraba ubicado otro destacamento militar.

A estos campamentos fueron llevados muchos 
des plazados miembros del grupo étnico maya ixil, 
que eran capturados o aquellos que debido a la falta 
de vivienda, alimentos, medicamentos o servicios 
mé dicos no soportaron las condiciones a las cuales 
se vieron sometidos, por lo que se vieron obligados 
a entregarse al Ejército. Estas condiciones precarias 
e inhumanas, causaron la muerte de muchas personas 
por hambre, enfermedades, o como consecuencia de 
las inclemencias climáticas.

En los Campamentos de refugiados, desplazados 
y amnistiados se obligó a las personas concentradas 
a conformar las patrullas de autodefensa civil y con 
ello, contribuir a la represión de aquellos miembros 
de su propia cultura, desplazados, incluso con los que 
an teriormente habían convivido en los lugares de re-
fugio.

Los miembros de las patrullas de autodefensa, 
eran obligados por miembros del Ejército de Guatema-
la a ejecutar sus tareas bajo amenazas de muerte, tratos 
in humanos, crueles y degradantes.

La tarea de las patrullas de autodefensa civil con-
sistía en hacer rondas de vigilancia y protección a las 
destacamentos, en servir de guía en el terreno a los 
militares, en destruir los bienes de la población ci vil 
no combatiente, en la realización de trabajos for  zados 
como: dar alimentación a la tropa militar, en la 
construcción de carreteras, campamentos, casas y 
hasta el trabajo sin remuneración en las fincas locales. 
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En muchas ocasiones incluso eran obligados a detener, 
in f ligir tratos crueles, inhumanos y degradantes, lle-
gando incluso a dar muerte a sus propios compañeros 
del grupo étnico maya ixil.

En los campamentos de refugiados, amnistiados 
y desplazados, las personas recibían entrenamiento 
mi litar, charlas de reeducación, imposición de nuevas 
for mas de gobierno y de relación entre ellos, en muchos 
ca sos se impuso la adopción de nuevas prácticas cul-
turales y religiosas, ajenas a su cosmovisión.

Debido a acciones como las indicadas, el grupo 
ét nico maya ixil fue destruido culturalmente de manera 
par cial, fragmentándolo y confrontándolo entre quie-
nes se refugiaron en las montañas y quienes fueron 
con centrados.

En cuanto al traslado de niños, la implementación 
de las operaciones militares trajo como consecuencia 
la captura sistemática de menores de edad del grupo 
ét nico maya ixil, quienes posteriormente fueron con-
centrados en los campamentos para atención de re-
fugiados, desplazados y amnistiados. Algunos de estos 
me nores de edad fueron trasladados por soldados del 
Ejército de Guatemala fuera de su realidad cultural.

A.5  Medidas dest inadas a impedir 
la reproducc ión de miembros de grupo

Los casos de violaciones masivas o indiscriminadas 
y públicas, documentados por la ceh superaron los 
1465 casos y se registraron en mayoría en contra del 
gru po étnico maya ixil (88,7% de los casos según la 
ceh) de los cuales un tercio fueron niñas menores de 
edad, como una práctica común luego de la insta lación 
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de destacamentos militares y Pac. También se dieron 
acompañadas de la muerte de mujeres emba razadas 
y la destrucción de los fetos.

Varias mujeres testificaron sobre las violaciones 
se xuales sufridas bajo custodia, en los destacamentos 
mi litares, en sus propias casas y muchas veces frente 
a sus familiares o sus comunidades. Unas menores de 
edad al momento de los hechos fueron violadas con 
sus madres y encontraron con mucha dificultad un 
es poso; otras mujeres embarazadas perdieron sus be-
bés por la violencia y las violaciones sexuales repetidas 
y prolongadas que los soldados les inf ligieron, en-
fermando físicamente y psicológicamente.

Este patrón de actuación empezó en 1980 y fue 
ins titucionalizado en el Plan Victoria 82 donde las 
tro pas del Ejército debían tener acceso a mujeres y 
me dios de diversión.

Algunas mujeres embarazadas de sus violadores 
fue ron estigmatizadas por sus familiares y por la co-
munidad, al extremo que sufrieron violencia por parte 
de sus esposos por ser consideradas mujeres de soldado. 
Por vergüenza y miedo del rechazo muchas de ellas 
se quedaron en silencio.

Por lo que en la cultura maya ixil, las mujeres tie-
nen un rol preponderante tanto en el mantenimiento 
de los valores culturales como en la organizacicón 
so cial, pues permiten consolidar el futuro del grupo 
étnico, no solamente dando a luz a niños ixiles, sino 
pro porcionando a estos niños una educación basada 
en la cosmovisión indígena maya ixil, base para el 
sos tenimiento de esta cultura. Apropiarse físicamente 
de las mujeres mediante actos de violación, y darles 
o no muerte, constituye un acto que desmoraliza tanto 
a hombres como mujeres, los primeros a partir de la 
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incapacidad de defenderlas lo cual constituye un as-
pecto que contribuyó a socavar la base de la identidad 
y de la reproducción física de los miembros de su etnia 
maya ixil.

B. De los hechos relac ionados a los  
del itos contra los deberes de humanidad

La ejecución de la estrategia definida por usted en los 
planes de campaña Victoria 82, Firmeza 83 y Fir meza 
83-I, así como la aprobación, supervisión de su ejecución 
y dotación de recursos para la ejecución de los planes 
operativos, tuvo como consecuencia, ade más una 
serie de operaciones militares durante las cuales, 
miembros del Ejército de Guatemala, infringie ron 
normas de Derecho Internacional Humanitario que 
protegen a población civil no combatiente. Se ha es-
tablecido que durante dichas operaciones se proce dió 
a la quema y destrucción de casas, escuelas, iglesias. 
Además, en dichas operaciones, se atentó en contra 
de la integridad personal de la población civil no com-
batiente perteneciente al grupo maya ixil.

Asimismo, en ese tipo de ataques miembros del 
Ejér cito de Guatemala, robaron bienes muebles, ropa, 
he rramientas de trabajo y animales, y se utilizó la 
vio lencia sexual como un “arma de guerra”, que es 
con siderada por el Derecho Internacional como tortura 
en la medida que se perpetraron de manera repetitiva 
y prolongada cuando las mujeres se hallaban bajo el 
do minio de miembros del Ejército de Guatemala. 
Es tas acciones en su conjunto tuvieron como objetivo 
con solidar el resultado de sus operaciones militares 
en el marco de la estrategia contrainsurgente definida. 
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Como mínimo estos actos se presentaron en los si-
guientes lugares:
1. Canaquil. En la aldea Canaquil, Santa María Nebaj, 

Qui ché, el 25 de marzo de 1982, soldados del 
Ejér cito de Guatemala, después de atacar a los 
po bladores incendiaron las casas de la aldea, roba-
ron las gallinas, arrancaron las cosechas y se las 
lle varon. Después del ataque militar, llegaban 
cons tantemente a la aldea y al área en general a 
que mar las casas que sus habitantes volvían a 
cons truir. A dos mujeres que fueron capturadas 
por soldados del Ejército de Guatemala las lleva-
ron junto con otras mujeres a una casa donde las 
in terrogaron sobre la guerrilla. Posteriormente 
las violaron y mataron. Una de estas víctimas 
iden  tificada como Elena Raymundo era la coma-
drona de la comunidad. 

2. Bí Chapyac. En el lugar conocido como Bí Chapyac, 
Santa María Nebaj; Quiché, el quince de abril 
1982, como a las nueve de la mañana, llegaron 
apro ximadamente cincuenta soldados del Ejérci-
to de Guatemala, y durante esa acción, procedieron 
a destruir las viviendas y las cosechas, quemaron 
las casas y el maíz, mataron animales, y cortaron 
la milpa con machete.

3. Villa Hortensia Antigua. En la aldea Villa Hortensia 
An tigua; San Juan Cotzal; Quiché, el 22 de mayo 
de 1982, soldados del Ejército de Guatemala y 
pa trulleros de autodefensa civil, capturaron [a] 
Ma nuela Vásquez Mateo, Pedro Canta Lux, Manuel 
Yon y Catarina Pacheco, de quienes hasta el mo-
mento se desconoce su paradero y se ha negado 
información a sus familiares.
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4. Trapichitos. En la aldea Trapichitos, Santa María 
Nebaj, Quiché, a finales del mes de octubre de 
1982, en horas de la tarde llegaron soldados del 
Ejér cito de Guatemala, quienes luego de quemar 
las viviendas y destruir las cosechas de los pobla-
dores, procedieron a perseguir a la población civil 
no combatiente de esa comunidad.

5. Vijolóm iii. En la aldea Vijolóm iii, Santa María 
Ne baj, Quiché, el 23 de septiembre de 1982, llega-
ron soldados del Ejército de Guatemala, penetra-
ron violentamente a la vivienda de los esposos 
Se bastián Bernal y Cecilia Bernal. Quemaron su 
casa y destruyeron todo lo que encontraron.

6. Sacsibán. En la aldea Sacsibán, Santa María Nebaj; 
Quiché, el 4 de noviembre de 1982, soldados del 
Ejér cito de Guatemala, llegaron a la aldea Sacsibán 
apro ximadamente a las 6 de la mañana; procedieron 
a rodear la casa de la familia Chávez Brito, la cual 
que maron con varias personas adentro. Luego de 
ese ataque procedieron a matar a los animales, se 
lle varon las gallinas, quemaron casas y el maíz de 
la comunidad.

7. Chipal. En el lugar denominado Chipal, de la 
aldea Villa Hortensia ii, San Juan Cotzal, Quiché, 
el 10 de septiembre de 1982, los soldados del 
Ejér cito de Guatemala, luego de dar muerte [a] 
un mínimo de 20 personas, entre estos hombres, 
mujeres y ni ños, robaron el ganado y otros animales 
domés ticos.

8. Villa Hortensia Antigua. En la aldea Villa Hortensia 
An tigua; San Juan Cotzal; Quiché, el 22 de mayo 
de 1982, soldados del Ejército de Guatemala y 
pa trulleros de autodefensa se presentaron a la al-
dea indicada, procediendo a dar muerte a varios 
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de sus habitantes, en esa acción también quemaron 
las casas de dicha aldea.

9. Chel. En la aldea Chel, San Gaspar Chajul, Quiché, 
el 3 de abril de 1982, soldados del Ejército de 
Guatemala, congregaron a un grupo de aproxima-
damente 100 personas, a quienes separaron por 
sexo, procediendo a violar sexualmente a un gru-
po de mujeres y torturando [a] muchas otras per-
so nas. Momentos después, dieron muerte a varias 
per sonas.

10. Villa Hortensia Antigua. En la aldea Villa Hortensia 
An tigua, San Juan Cotzal, Quiché, el 22 de mayo 
de 1982, soldados del Ejército de Guatemala y 
pa trulleros de autodefensa civil, se presentaron 
a la aldea indicada, procediendo a quemar las ca-
sas, cortaron la milpa y mataron a los animales 
do mésticos y dieron muerte a varios vecinos.

Dichos hechos encuadran en los tipos penales de 
Genocidio y deliToS conTra debereS de huma­
nidad ilícitos cometidos en concurSo real, de 
con formidad con los artículos 69, 376 incisos 1, 2, 3, 
4 y 378 del Código Penal.

2) acuSa do JoSé 
efr a í n r íoS monT T:

Porque usted, JoSé efraín ríoS monTT, en su cali-
dad de PreSidenTe de la JunTa miliTar de 
Gobierno, PreSidenTe de la rePública de 
GuaTemala, miniSTro de la defenSa nacional 
y comandan Te General del eJérciTo, cargos 
que ocupó sucesiva o simultáneamente, del 23 de 
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marzo de 1982 al 8 de agosto de 1983, lapso durante 
el cual continuó y forta leció la política contrainsurgente, 
iniciada desde 1960 por los gobiernos electos y de 
facto, dirigida en contra de miembros de la guerrilla 
y población civil, a nivel na cional; dentro de la cual, 
se focalizó a los grupos ma yas como enemigo interno 
por considerar que pres taban apoyo a los grupos 
guerrilleros. Dentro del gru po maya, se identificó, 
por parte del Ejército de Gua temala, al 100% de 
miembros del grupo étnico maya ixil, como enemigo 
interno, aún cuando fuera po blación civil no com-
batiente. En el marco referido, du rante el tiempo en 
que usted ejerció los cargos in dicados, ejecutó, como 
mínimo las siguientes acciones:

[...]*

* A partir de este punto se enumeran los hechos de que se 
acusa a José Efraín Ríos Montt. Estos se omiten, ya que in-
mediatamente están los hechos que el Tribunal consideró 
pro bados.



iii) determinaCión PreCisa 
y CirCunstanCiada de los  
heChos que el tribunal 

estima aCreditados

El Tribunal considera acreditados los siguientes he-
chos:
1) Que el acusado JoSé efraín ríoS monT, en su 

ca lidad de PreSidenTe de la JunTa miliTar 
de Gobierno, PreSidenTe de la rePública 
de GuaTemala, miniSTro de la defenSa 
na  cional y comandanTe General del eJér­
ciTo, cargos que ocupó sucesiva o simultánea-
mente, del veintitrés de marzo de mil novecientos 
ochenta y dos al ocho de agosto de mil novecientos 
ochenta y tres, lapso durante el cual continuó y 
for taleció la política contrainsurgente; dentro de 
la cual, se focalizó a los grupos mayas como enemigo 
in terno por considerar que prestaban apoyo a los 
gru pos guerrilleros. Dentro del grupo maya, se 
iden tificó, por parte del Ejército de Guatemala, 
al 100% de miembros del grupo étnico maya ixil, 
co  mo enemigo interno, aun cuando fuera población 
ci  vil no combatiente.

49
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2) En el marco referido, durante el tiempo en que 
us ted ejerció los cargos indicados, ejecutó, como 
mí nimo las siguientes acciones:
2.1) Aprobó el Plan Nacional de Seguridad y 

Desarrollo y decretó el Estatuto Fundamen-
tal de Gobierno que estableció el marco 
jurídico que sirvió de base para la organi-
zación, planificación y ejecución de las 
ope ra ciones para la lucha contrainsurgente, 
con tenida en los planes de campaña y planes 
operativos que conllevó, entre otros, a la 
eliminación de población civil no comba-
tiente perteneciente al grupo étnico maya 
ixil.

2.2) Ordenó la reorganización de las entidades 
del Estado para la lucha contrainsurgente, 
dentro de las cuales se delimitaron los 
niveles de acción y de responsabilidad de 
cada entidad, así como las áreas de opera-
ciones de las fuerzas de seguridad, entre 
ellas, las que debían operar en la región 
ixil.

2.3) Promovió una política nacionalista que 
que brantó la base cultural de los distintos 
pueblos que conforman la sociedad guate-
malteca como mecanismo de la lucha con-
trainsurgente, para lo cual aprobó, imple-
mentó y ejecutó acciones comunicacionales 
como base para las operaciones psicológi-
cas que rompieron con el tejido social y los 
valores culturales cuyo daño aún persiste.

2.4) Estableció una política de control poblacio-
nal y territorial que incluía la creación de 
campamentos de amnistiados, refugiados 
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y desplazados en los que se modificaron 
las prácticas culturales propias de los inte-
grantes de los diferentes pueblos de origen 
maya, entre ellos, al grupo étnico maya ixil, 
para eliminar o neutralizar a los grupos 
sub versivos, por considerar a aquellos base 
so cial de la guerrilla, aún y cuando, fueran 
población civil no combatiente.

2.5) Autorizó e institucionalizó, en los Planes 
de Campaña Victoria 82, Firmeza 83, el 
Plan de Operaciones Sofía, la Apreciación 
de Asuntos Civiles (G-5) para el área ixil 
y la Operación Ixil-Plan de Asuntos Civiles, 
la identificación de miembros de los grupos 
mayas como enemigo interno, entre ellos, al 
grupo étnico maya ixil, aún y cuando fuera 
po blación civil no combatiente.

2.6) Autorizó las acciones contrainsurgentes 
de sarrolladas por agentes del Estado de 
Guatemala, para lo cual ordenó la elabora-
ción, conoció el contenido y supervisó la 
ejecución de las acciones contrainsurgentes 
entre ellos la de los planes de campaña y 
pla nes operativos, que identificaban al gru-
po étnico maya ixil como el enemigo interno.

2.7) Ordenó a partir del 23 de marzo de 1982, 
la elaboración e implementación del Plan 
de Campaña Victoria 82 y Firmeza 83, en 
los que se estableció:

2.7.1) La eliminación de los elementos sub-
versivos, calificados como parte del 
enemigo interno, que de acuerdo a la 
doc trina militar establecida en el 
Ma nual de Guerra Contrasubversiva, 
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era considerado enemigo interno, entre 
otros, “[...] a aquellos individuos, 
gru pos u organizaciones que sin ser 
co munistas tratan de romper el orden 
es tablecido.”, entre ellos, se consideró 
a los miembros del grupo étnico maya 
ixil, aún y cuando fueran, población 
ci vil no combatiente.

2.7.2) La reorganización del Ejército de 
Guatemala, para la lucha contrainsur-
gente, delimitando la responsabilidad 
de las diferentes áreas de operaciones, 
en tre ellas la región ixil; para lo cual 
reor ganizó y fortaleció, para tal efec-
to, a la Fuerza de Tarea Gumarcaj.

2.7.3) La elaboración y ejecución de los 
planes operativos de todas las juris-
dicciones militares incluyendo los 
espe cíficos para la región ixil, para 
ser ejecutados por la Zona Militar 
Mariscal Gregorio Solares de Hue-
hue tenango, por la Fuerza de Tarea 
Gu marcaj, que posteriormente se 
con virtió en la Zona Militar número 
20 de Santa Cruz de El Quiché, y la 
Ba se Militar de Tropas Paracaidistas 
Ge neral Felipe Cruz del Puerto San 
Jo sé, Escuintla.

2.7.4) La organización de los planes opera-
tivos y la dotación de recursos necesa-
rios para la ejecución de las operacio-
nes militares que facilitaron miembros 
del Ejército de Guatemala, de las 
pa trullas de autodefensa civil comisiona-



53Condenado por genocidio

dos militares, el despliegue de accio-
nes militares en contra del grupo 
ét nico maya ixil, asentado en los mu-
nicipios de Santa María Nebaj San 
Gaspar Chajul y San Juan Cotzal del 
de partamento de El Quiché.

2.7.5) La organización para el manejo de 
desplazados, refugiados y amnistia-
dos, en campamentos donde la pobla-
ción era concentrada con el fin de 
re-educarla, modificando su cultura 
e incorporándolos a la lucha contra-
subversiva; criminalizando a todo 
aquel que no siguiera las pautas de 
la doctrina implementada por los 
miem bros del Ejército a cargo de 
di chos campamentos. En la región 
ixil se establecieron tres campamen-
tos con sede en Santa María Nebaj, 
San Gaspar Chajul y en San Juan 
Cotzal que concentraron principal-
mente miembros del grupo étnico 
maya ixil.

2.7.6) La organización de las patrullas de 
au todefensa civil, estableciendo su-
bordinación de éstas al Ejército de 
Guatemala, así como su participación 
en operaciones contrasubversivas, 
obli gando a los patrulleros a actuar, 
in cluso en contra de miembros de su 
mismo grupo étnico, lo cual contribu-
yó al rompimiento del tejido social 
de las comunidades, modificando su 
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estructura social y consecuentemente 
la cultura del grupo étnico maya ixil.

3) Implementó, como Presidente de la República y 
Co mandante General del Ejército, los Planes de 
Cam paña Victoria 82 y Firmeza 83, a través de, 
entre otras, las acciones siguientes:
3.1) Ordenar la movilización parcial del Ejército 

de Guatemala, estableciendo los estados 
de fuerza para cada una de las regiones del 
país, los mecanismos de reclutamiento y 
los operativos a ser desarrollados, entre 
ellos los correspondientes a la Fuerza de 
Tarea Gumarcaj.

3.2) Difundir conforme al Anexo de Operacio-
nes Psicológicas del Plan de Campaña Vic-
toria 82 el contenido de los mensajes públi-
cos dominicales definidos en la estrategia 
mi litar contrasubversiva, la cual iba dirigida, 
entre otros al grupo étnico maya ixil.

4) Las acciones antes referidas las ejecutó con pleno 
co nocimiento del contexto en el que se desarrolla-
ba el conflicto armado interno.

5) El conocimiento y experiencia en las actividades 
mi litares y políticas que desempeñó, a partir del 
23 de marzo de 1982, así como la información 
que le fue proporcionada al asumir los cargos re-
feridos le permitieron tomar decisiones en la lucha 
con trasubversiva, en la región urbana y rural, 
den tro de la cual, se identificó a la población civil 
no combatiente como enemigo interno, a la población 
ma ya en general como apoyo al enemigo interno por 
ha ber encontrado eco en las proclamas de la sub-
versión; y, en particular al 100% de los miembros 
del grupo étnico maya ixil como “apoyo a los 
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gru pos subversivos” y por ende, enemigos inter-
nos, estableciendo que, el 50% de integrantes de 
di cho grupo étnico realizaban acciones de cola-
boración con la subversión en “actividades de 
es pionaje”, principalmente, acerca de los movimien-
tos militares.

6) Derivado de lo anterior, las estrategias contrainsur-
gentes de su gobierno, establecidas en el Plan 
Na cional de Seguridad y Desarrollo, del 1 de abril 
de 1982, en el Plan de Campaña Victoria 82, del 
16 de junio de 1982, fueron la base para que los 
miem bros del Ejército, bajo su mando, desarrollaran 
ope rativos tendientes a: engañar, encontrar, atacar, 
ani quilar, eliminar y neutralizar a la población 
civil no combatiente, en el área urbana y rural, la 
cual desde el Manual de Guerra Contrasubversiva 
fue caracterizada como enemigo interno, estableciendo 
se gún la información militar que el 100% de los 
miem bros del grupo étnico maya ixil eran enemigos 
internos.

7) Durante el tiempo en que ejerció los cargos referi-
dos, las unidades militares, bajo su mando, dieron 
con tinuidad operativa a la estrategia militar contra-
subversiva iniciada por el gobierno depuesto me-
diante el golpe de estado del 23 de marzo de 1982, 
con especial énfasis en el altiplano occidental y 
no roccidental del país.

8) Res pecto al área ixil, miembros del Ejército, bajo 
su mando, desde el 23 de marzo de 1982, continua-
ron con el arrasamiento de aldeas y otros delitos 
contra la vida y la libertad. En todos estos hechos 
las unidades militares, bajo su mando, incrementa-
ron los ataques mediante la utilización de armas 
de fuego de grueso calibre, explosivos, así como 
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naves aéreas desde las que bombardearon a las 
co munidades habitadas por población civil no 
com batiente del grupo étnico maya ixil.

9) Con base en el Plan de Campaña Victoria 82, se 
de sarrolló y ejecutó el Plan de Operaciones Sofía, 
con el objeto de realizar operaciones ofensivas 
an tisubversivas y operaciones psicológicas en el 
área de operaciones de la Fuerza de Tarea Gumarcaj, 
“para darle mayor ímpetu a dichas operaciones 
ex terminar a los elementos subversivos en el área”, 
que incluía, a los municipios de Santa María Nebaj, 
San Juan Cotzal y San Gaspar Chajul, región en 
la que según la información militar tenía su asiento, 
ma yoritariamente, el grupo étnico maya ixil.

10) En el Plan de Operaciones Sofía se caracteriza a 
la población ixil en un 100% como base de apoyo 
a los grupos guerrilleros, y su ejecución conllevó 
a la afectación significativa de miembros de la 
po blación civil no combatiente, pertenecientes a 
este grupo étnico. Según los mismos reportes 
mi litares se afectó a gran número de niñas, niños, 
mu jeres, ancianas y hombres adultos.

11) La obligación de reportar las operaciones militares 
al alto mando del Ejército derivado de la doctrina 
y planes militares, así como: las declaraciones, 
men sajes dominicales, entrevistas y las acciones 
eje cutadas por el acusado JoSé efraín ríoS 
monTT, en el marco de los planes que aprobó, 
son muestra del conocimiento que tuvo de las 
ac ciones desplegadas por los miembros del Ejército 
de Guatemala, comisionados militares y patrulleros 
de autodefensa civil; en las cuales se atacó a la 
po blación maya ixil, por considerarla base de apo-
yo a la guerrilla.
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12) La aprobación del plan Firmeza 83, confirma que 
el acusado JoSé efraín ríoS monTT, tuvo pleno 
co nocimiento de los operativos que fueron ejecuta-
dos en contra de la población civil, en las regiones 
urbanas y rurales, los ataques a la población maya, 
en general, y, en especial contra los miembros del 
gru po étnico maya ixil.

13) Los planes militares que se aprobaron luego de 
que el acusado JoSé efraín ríoS monTT, entre 
ellos el Plan de Campaña Victoria 82 y el Plan 
Na cional de Seguridad y Desarrollo, los cuales 
apro bó, y, además, ejecutó las acciones previstas 
en los planes referidos para coadyuvar en los ata-
ques a la población civil y maya, en general, par-
ticularizando ataques contra los miembros del 
grupo étnico maya ixil.

14) Que el acusado JoSé efraín ríoS monTT, parti-
cipó en el diseño, orientación, ejecución y super-
vi sión de la aplicación de la política, estrategia y 
pla nes militares que incluyeron a población civil 
no combatiente, calificada arbitrariamente como 
ene migo interno, en parte, por sus antecedentes his-
tóricos de resistencia a los valores occidentales; 
es pecíficamente, se focalizó a los miembros del 
gru po étnico maya ixil, lo que provocó el diseño 
y ejecución de una estrategia militar en contra de 
di cho grupo étnico.

15) Que el acusado JoSé efraín ríoS monTT, tenía 
ple no conocimiento través de los Informes Perió-
dicos correspondientes, de los crímenes cometidos 
por miembros del Ejército de Guatemala, comisio-
nados militares y patrulleros de autodefensa civil, 
con sistentes en: muertes de miembros de grupo, 
tras lado de niños y adultos del grupo étnico maya 
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ixil a otro grupo, desplazamiento bajo condiciones 
in humanas, lesiones a través de violaciones, violen-
cia sexual, vandalismos, robos, y destrucción de 
co sechas y viviendas, entre otros. Sin embargo, 
no emitió las órdenes respectivas para detener, 
evi tar o sancionar los actos antes referidos en 
con tra de la población civil no combatiente.

16) Que el acusado JoSé efraín ríoS monTT, utilizó 
el aparato de Estado para la identificación del 
gru po étnico maya ixil, como enemigo interno, 
aún y cuando fuese población civil no combatiente, 
en ese marco, las acciones ejecutadas por el acusado, 
in herentes a su potestad de mando del Ejército, 
así como los operativos militares ejecutados bajo 
sus órdenes, y responsabilidad de supervisión y 
con trol estaban dirigidos a la eliminación del 
gru po étnico maya ixil. Tal intención se pone de 
ma nifiesto no solamente por el contenido de los 
pla nes de campaña y planes operativos vigentes, 
si no por la forma en que los miembros del Ejército 
de Guatemala, comisionados militares y patrulleros 
de autodefensa civil ejecutaron los operativos 
mi litares comandados, supervisados y coordinados 
por la máxima autoridad del Gobierno de facto, 
sien do por mandato legal, quien ejercía la dirección, 
con trol y por tanto dominio del Ejército de Gua-
temala como un aparato de poder.

17) Que el acusado JoSé efraín ríoS monTT, generó 
las condiciones para que se desarrollaran acciones 
mi litares, que en su aplicación práctica, fueron 
determinantes para propiciar la muerte de miem-
bros del grupo étnico maya ixil, mujeres, niños(as), 
ancianos(as) y hombres; violaciones sexuales; le-
siones físicas y mentales; desaparición de personas; 
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tratos crueles, inhumanos y degradantes; saqueos; 
persecución y desplazamiento de personas adultas 
y niños(as); la quema de cosechas, viviendas y 
bombardeos; control poblacional, control territorial 
y control de recursos.

18) Que el acusado JoSé efraín ríoS monTT, actuó 
directamente en contra del grupo étnico maya 
ixil, a través de la política contrainsurgente y 
además omit ió el deber que le imponía el 
ordenamiento jurídico de garantizar el goce de 
los derechos a todos los habitantes de la República 
sin distinción alguna, establecidos en el Estatuto 
Fundamental de Gobierno, y, en cumplimiento 
de las obligaciones asumidas por el Estado al 
incorporar al derecho nacional, el derecho 
convencional y consuetudinario internacional de 
los Derechos Humanos y Humanitario.

19) El acusado JoSé efraín ríoS monTT, creó una 
fuente de peligro aumentando el riesgo para toda 
la población cuando, como Presidente de la Junta 
Mi litar de Gobierno derogó la Carta Magna vigente 
con lo que hizo muy frágil la aplicación de las 
ga rantías de protección de los derechos humanos; 
es pecialmente de las poblaciones más vulnerables 
como lo es el grupo étnico, maya ixil. Por lo que 
el Estatuto Fundamental de Gobierno, poste-
riormente, le ordenó en su calidad del más alto 
funcionario del Gobierno crear “[...] los mecanis-
mos necesarios para el efectivo y absoluto respeto 
y mantenimiento de los derechos humanos.”, lo 
cual incumplió.

20) El acusado JoSé efraín ríoS monTT, generó 
las condiciones para que el grupo étnico maya 
ixil, fuera afectado culturalmente a partir de la 
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visión nacionalista implementada en los campa-
mentos de atención a refugiados, desplazados y 
am nistiados, dado que en los mismos se estableció 
co mo objetivo: reeducarlos y militarizarlos, aspec-
tos que necesariamente impactaron en las personas 
in dividuales como en la colectividad de este grupo 
étnico.

21) El acusado JoSé efraín ríoS monTT, institucio-
nalizó la visión racista y discriminatoria del Ejérci-
to en contra de la población maya y, en especial, 
con tra los miembros del grupo étnico maya ixil, 
lo que representó que las expresiones culturales 
ex ternas como el traje típico y el idioma se con-
virtieran en una amenaza real para la vida, integri-
dad y sobrevivencia de niñas, niños; mujeres y 
hom bres pertenecientes al grupo étnico maya ixil, 
aún y cuando fuese población civil no combatiente; 
pues, los documentos militares, fueron la base 
pa ra institucionalizar, durante la época en que 
ejer ció los cargos referidos, los operativos militares 
en contra de este grupo étnico.

22) La Fuerza de Tarea Gumarcaj, la cual fue convertida 
en la Zona Militar número 20 de Santa Cruz de 
El Quiché y la Fuerza Aérea Guatemalteca, así 
co mo comisionados militares y patrulleros de 
au todefensa civil, bajo su mando, ejecutaron en 
con tra de miembros del grupo étnico maya ixil, 
por considerarlos enemigos internos, por su per-
tenencia cultural e histórica, al menos, los actos 
siguientes:
22.1) Ejecuciones selectivas en las que se dio 

muer te a miembros del grupo étnico maya 
ixil en forma individual y colectiva.
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22.2) Masacres selectivas e indiscriminadas di-
rigidas en contra de miembros del grupo 
étnico maya ixil.

22.3) Destrucción y quema de las aldeas del grupo 
ét nico maya ixil.

22.4) Bombardeos a comunidades o áreas en las 
que se refugiaban los miembros del grupo 
ét nico maya ixil que se habían visto forzados 
a desplazarse, lo cual incluyó lugares sa-
grados.

22.5) Violaciones sexuales individuales y colecti-
vas de mujeres pertenecientes al grupo 
ét nico maya ixil.

22.6) Sometimiento a interrogatorios bajo tortu-
ra a miembros del grupo étnico maya ixil 
que fueron capturados.

22.7) Concentración de los miembros del grupo 
étnico maya ixil en los campamentos de 
aten ción a refugiados, desplazados y amnis-
tiados, para someterlos a un proceso de 
la dinización y convertirlos al modo nacional, 
el que debía entenderse como castellanizar, 
su primir el traje distintivo u otras muestras 
ex teriores diferenciadoras del grupo, siendo 
po sible que a partir de redefinir estas mues-
tras dejen de pensar como tales.

22.8) Saqueo de bienes, quema de casas y de co-
sechas, matanza y robo de animales, así 
co mo, elementos materiales propios de la 
cultura maya ixil.

22.9) Persecución de miembros del grupo étnico 
ma ya ixil durante el desplazamiento.

22.10) Operaciones de rastreo y cerco con el objeto 
de identificar las áreas de refugio a fin de 
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capturar y/o ejecutar a miembros del grupo 
étnico maya ixil.

22.11) Control y cerco de las comunidades despla-
zadas impidiendo el acceso de alimentos y 
me dicamentos indispensables para la 
subsistencia de los miembros del grupo 
étnico maya ixil.

22.12) Sometimiento a servidumbre y trabajos 
for zados de niños, mujeres y hombres per-
tenecientes al grupo étnico maya ixil.

22.13) Desaparición forzada de personas.
23) Tales actos se materializaron en el marco de la 

“gue rra contrasubversiva” dentro de la cual el 
acusado JoSé efraín ríoS monTT, instituciona-
lizó los planes que contemplaban el aniquilamiento 
de la guerrilla y organizaciones paralelas, aún y 
cuan do fuesen población civil no combatiente o, 
per tenecientes a grupos culturales de origen maya 
como es el caso de los ixiles asentados en los mu-
nicipios de Santa María Nebaj, San Juan Cotzal 
y San Gaspar Chajul.

24) Los miembros del grupo étnico maya ixil fueron 
ata cados reiteradamente, a lo largo del conflicto 
armado interno a partir de actos de represión se-
lectivos, masivos y actos de control de la población 
so breviviente, estos últimos con el fin de capturar, 
manejar, reeducar e incorporar a los miembros 
del grupo bajo la concepción del modo nacional 
sustentado por el Ejército de Guatemala.

25) Que las acciones ejecutadas por el acusado JoSé 
efraín ríoS monTT, permitieron que miembros 
del Ejército de Guatemala, comisionados militares 
y patrulleros de autodefensa civil que estaban bajo 
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su mando, y sobre las cuales tenía el dominio de 
po der.

26) Se estima que durante el conflicto armado interno, 
miem bros del Ejército de Guatemala, comisionados 
mi litares y patrulleros de autodefensa civil dieron 
muerte a personas pertenecientes al grupo étnico 
ma ya ixil, radicados en los municipios de San Juan 
Cot zal, Santa María Nebaj y San Gaspar Chajul.

27) Durante el periodo en que el acusado JoSé efraín 
ríoS monTT, ejerció el cargo, se estima que pro-
ducto de las acciones ejecutadas por miembros 
del Ejército de Guatemala, comisionados militares 
y patrulleros de autodefensa civil, bajo su mando, 
die ron muerte a gran cantidad de personas, dentro 
de las que se encontraban niñas, niños, mujeres, 
an cianas, ancianos y hombres adultos y que las 
víc timas mortales pertenecían al grupo étnico 
ma ya ixil residentes en los municipios antes re-
feridos.

28) De la cantidad de personas a las que se dio muerte, 
du rante el tiempo en que el acusado JOSÉ EFRAÍN 
RÍOS MONTT, ejerció los cargos referidos, a la 
fe cha se ha logrado identificar, solamente, a una 
parte de las víctimas mortales de población civil 
no combatiente perteneciente al grupo étnico 
ma ya ixil, hechos documentados en masacres en 
los municipios de Santa María Nebaj; San Juan 
Cot zal y San Gaspar Chajul; casos de muertes 
vio lentas en los municipios de Santa María Nebaj, 
San Juan Cotzal y San Gaspar Chajul; así como 
ca sos de personas muertas a causa de las condicio-
nes creadas por soldados del Ejército de Guatemala 
y patrullas de autodefensa en los municipios de 
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Santa María Nebaj, San Juan Cotzal y San Gaspar 
Chajul.

29) De las víctimas a las que dieron muerte, pertene-
cientes al grupo étnico maya ixil, durante el periodo 
en que ejerció los cargos indicados, han sido exhu-
madas a la fecha una gran cantidad de osamentas.

30) Las víctimas mortales pertenecientes al grupo 
étnico maya ixil que fueron identificadas por he-
chos cometidos por miembros del Ejército de 
Gua temala, comisionados militares y patrulleros 
de autodefensa civil, bajo su mando, durante el 
tiem po en que el acusado JoSé efraín ríoS 
monTT, ejerció los cargos referidos, correspon-
den a diversos operativos militares en los cuales 
se utilizaron armas de fuego de grueso calibre, 
bombardeos, armas blancas, armas corto contun-
dente, entre otras, como mínimo, se efectuaron 
en:
30.1. Canaquil. En la aldea Canaquil, Santa María 

Nebaj, Quiché, el 25 de marzo de 1982, los 
sol dados del ejército dieron muerte a las 
per sonas descritas en la acusación.

30.2. Chel. En la aldea Chel, San Gaspar Chajul, 
Qui ché, el 3 de abril de 1982, soldados del 
Ejército de Guatemala dieron muerte a las 
per sonas descritas en la acusación.

30.3. Villa Hortensia Antigua. En la aldea Villa 
Hortensia Antigua; San Juan Cotzal; Qui-
ché, el 22 de mayo de 1982, soldados del 
Ejér cito de Guatemala dieron muerte a las 
per sonas descritas en la acusación.

30.4. Pexla Grande. En la aldea Pexla Grande, 
San ta María Nebaj, Quiché, el 2 de junio 
de 1982, soldados del Ejército de Guatemala, 
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dieron muerte a las personas descritas en 
la acu sación.

30.5. San Francisco Javier. En la aldea San Fran-
cisco Javier, Santa María Nebaj, Quiché, 
el 14 de agosto de 1982, soldados del Ejérci-
to de Guatemala, dieron muerte, mediante 
dis paros con arma de fuego y golpes a las 
personas descritas en la acusación.

30.6. Chuatuj. En la aldea Chuatuj, Santa María 
Ne baj, Quiché, el 28 de agosto de 1982, 
sol dados del Ejército de Guatemala y patru-
lleros de autodefensa dieron muerte a las 
personas descritas en la acusación.

30.7. Sajsiban. En la aldea Sajsiban , Santa María 
Ne baj; Quiché, el 4 de noviembre de 1982, 
sol dados del Ejército procedieron a rodear 
la casa de la familia Chávez Brito dándole 
muerte a las personas que describe la acusa-
ción, a quienes les golpearon, dispararon 
con arma de fuego y posteriormente que-
maron.

30.8. Xecol. En el caserío Xecol, aldea Amajchel, 
San Gaspar Chajul, Quiché, el 20 de no-
viembre de 1982, soldados del Ejército de 
Guatemala dieron muerte a las personas 
des critas en la acusación.

30.9. Xesayí. En el caserío Xesayí, San Gaspar 
Cha jul, Quiché, el 12 de abril de 1983, sol-
dados del Ejército de Guatemala dieron 
muerte a las personas descritas en la acu-
sación.

30.10. Sumal I. En el cerro Sumal, Santa María 
Ne baj, Quiché, el 12 de abril de 1983, sol-
dados del Ejército de Guatemala dieron 
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muerte a las personas descritas en la acusa-
ción, mediante disparos de arma de fuego, 
golpes en la cabeza y tórax.

30.11. Vijolóm iii. En la aldea Vijolóm iii, Santa 
Ma ría Nebaj, Quiché, durante marzo de 
1982, soldados del Ejército de Guatemala 
die ron muerte a Pedro Rivera Cobo.

30.12. Xachmoxan. En la aldea Xachmoxan, San 
Gas par Chajul, Quiché, el 3 de abril de 
1982, soldados del Ejército de Guatemala 
die ron muerte, a las personas descritas en 
la acusación, disparándoles con arma de 
fue go.

30.13. Vatzpollí. En el lugar conocido como 
Vatzpollí, de la aldea Vipollí, San Gaspar 
Cha jul, Quiché, el 10 de abril de 1982, sol-
dados del Ejército de Guatemala dieron 
muerte a Pedro Bop Asicona y/o Pedro 
Bop Aiscona, quemándolo y disparándole 
con arma de fuego.

30.14. Bi Chapyac. En el lugar conocido como Bi 
Chapyac, Santa María Nebaj; Quiché, el 15 
de abril 1982, soldados del Ejército de 
Gua temala dieron muerte a María Cruz 
Sánchez.

30.15. Villa Hortensia. En la aldea Villa Hortensia 
ii, San Juan Cotzal, Quiché, el 15 de abril 
de 1982, soldados del Ejército de Guatemala 
die ron muerte a las personas descritas en 
la acusación, disparándoles con arma de 
fuego.

30.16. Vajila. En el lugar llamado Vajila, de la al-
dea Acul, Santa María Nebaj, Quiché, el 
20 de abril de 1982, soldados del Ejército 
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de Guatemala dieron muerte a Catarina 
Ce dillo, quien falleció a causa de una explo-
sión.

30.17. Tuqanal. En el lugar denominado Tuqanal, 
Santa María Nebaj, Quiché, durante mayo 
de 1982, soldados del Ejército de Guatemala, 
die ron muerte a Jacinto Pérez y Juana de 
León Santiago, disparándoles con arma de 
fuego.

30.18. Bicocol. En el lugar denominado Bicocol, 
aldea Villa Hortensia I, San Juan Cotzal, 
Quiché, el 10 de mayo 1982, soldados del 
Ejér cito de Guatemala y patrulleros de 
autodefensa, dieron muerte a Marcos Castro 
Canto y/o Marco Castro, estrangulándolo.

30.19. Tujolom. En la aldea Tujolom, Santa María 
Ne baj, Quiché, durante junio de 1982, sol-
da dos del Ejército de Guatemala, dieron 
muerte a Elena Sánchez.

30.20. Tujolom. En la aldea Tujolom, Santa María 
Ne baj, Quiché, durante junio de 1982, sol-
dados del Ejército de Guatemala, dieron 
muerte a Pedro Sánchez, disparándole con 
arma de fuego.

30.21. Sumalito. En la aldea Sumalito, Santa María 
Ne baj, Quiché, el 5 de junio de 1982, solda-
dos del Ejército de Guatemala, dieron 
muer te a Domingo Pérez y/o Domingo 
Pé rez López, disparándole con arma de 
fuego.

30.22. Tujolom. En la aldea Tujolom, Santa María 
Ne baj, Quiché, el 18 de junio de 1982, sol-
dados del Ejército Guatemala, dieron 
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muer te a Jacinto Raymundo, disparándole 
con ar ma de fuego.

30.23. Vajila. En el lugar denominado Vajila, aldea 
Acul, Santa María Nebaj, Quiché, el 20 de 
ju nio de 1982, soldados del Ejército de 
Gua temala, dieron muerte a Sebastián de 
Paz Pérez, mediante disparos de arma de 
fuego.

30.24. Tusibán. En el lugar conocido como Tusi-
bán, Aldea Quejchip, Santa María Nebaj, 
Quiché, el 22 de junio de 1982, soldados 
del Ejército de Guatemala, dieron muerte, 
co mo mínimo, a Bernardo Chávez, José 
Ceto, Pedro Ceto López y Magdalena Ceto 
Ló pez.

30.25. Tucalamá. En Tucalamá, de la aldea Vijolóm 
I, Santa María Nebaj, Quiché, durante julio 
de 1982, soldados del Ejército de Guatemala, 
dieron muerte, como mínimo, a Juana 
Rivera Rivera, Jacinto Raymundo Raymun-
do, Diego Raymundo Rivera y Magdalena 
Ri vera Raymundo, con disparos de arma 
de fuego y armas blancas.

30.26. Kabtzé. En el lugar conocido como Kabtzé, 
Aldea Salquil Grande, Santa María Nebaj; 
Qui ché, el 15 de julio de 1982, soldados 
del Ejército de Guatemala, dieron muerte, 
co mo mínimo, a Pedro López, Domingo 
Ló pez, Magdalena López, Pedro Raymundo 
y María Pérez.

30.27. Chuatuj. En la aldea Chuatuj, Santa María 
Ne baj, Quiché, el 17 de julio de 1982, sol-
dados del Ejército de Guatemala, dieron 
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muerte a Antonio Pérez Gonzáles, disparán-
dole con arma de fuego.

30.28. Palop Chiquito. En la aldea Palop Chiquito, 
Santa María Nebaj, Quiché, a finales del 
mes de julio de 1982, soldados del Ejército 
de Guatemala, dieron muerte a Diego Ve-
lasco, a quien ejecutaron disparando con 
arma de fuego.

30.29. Vatzsuchil. En la Aldea Vatzsuchil, Santa 
Ma ría Nebaj, a principios de septiembre 
de 1982, soldados del Ejército de Guatemala, 
die ron muerte a Juan Bernal, disparándole 
con arma de fuego.

30.30. Tu Captze. En el lugar llamado Tu Captze, 
al dea Parramos Grande, Santa María Nebaj, 
Quiché, el 2 de septiembre de 1982, soldados 
del Ejército de Guatemala, dieron muerte, 
como mínimo, a Jacinta Raymundo Ceto 
y sus hijos Tomás López Raymundo y Mi-
guel López Raymundo, con arma de fuego.

30.31. Achba’ltxo. En el lugar denominado 
Achba’ltxo, de la aldea Vijolom iii, Santa 
Ma ría Nebaj, Quiché, el 9 de septiembre 
de 1982, soldados del Ejército de Guatemala, 
die ron muerte a José Brito Sánchez.

30.32. Xolá. En el caserío Xolá, aldea Sajsiban. 
San ta María Nebaj, Quiché, 10 de septiembre 
de 1982, soldados del Ejército de Guatemala, 
die ron muerte a Mateo Solís Cruz y a Fran-
cisco Raymundo disparándoles con arma 
de fuego.

30.33. Chipal. En el lugar denominado Chipal, 
de la aldea Villa Hortensia ii, San Juan 
Cot zal, Quiché, el 10 de septiembre de 
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1982, los soldados del Ejército de Guatema-
la, dieron muerte a Nicolás Gómez.

30.34. Jolopxam. En el Cantón Jolopxam, Santa 
María Nebaj, Quiché, el 13 de septiembre 
de 1982, soldados del Ejército de Guatemala, 
die ron muerte, como mínimo, a Antonio 
Ma tóm, Diego de León Cobo, Pedro Marcos 
de León y Fermín Gallego Gallego.

30.35. Tu B’aj Mam. En el lugar llamado Tu B’aj 
Mam, aldea Sajsiban, Santa María Nebaj, 
Quiché, el 20 de septiembre de 1982, sol-
dados del Ejército de Guatemala, dieron 
muerte a Magdalena Matóm Ramírez, con 
arma de fuego.

30.36. Vijolom iii. En la aldea Vijolom iii, Santa 
Ma ría Nebaj, Quiché, el 23 de septiembre 
de 1982, soldados del Ejército de Guatemala, 
die ron muerte a Sebastián Bernal y Cecilia 
Ber nal, disparándoles con arma de fuego.

30.37. Visibacbitz. En la aldea Visibacbitz, Santa 
Ma ría Nebaj, Quiché, el 1 de octubre de 
1982, soldados del Ejército de Guatemala, 
dieron muerte a Gaspar Ramos Raymun do, 
disparándole con arma de fuego.

30.38. Vatz Sumal ii. En la aldea Vatz Sumal ii, 
San ta María Nebaj, Quiché, el 10 de octubre 
de 1982, soldados del Ejército de Guatemala, 
die ron muerte a Nicolás Rivera Pérez.

30.39. Xemanzana. En Xemanzana de la aldea 
Sajsiban, Santa María Nebaj, Quiché, el 15 
de octubre de 1982, soldados del Ejército 
de Guatemala,dieron muerte a Pedro San-
tiago.
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30.40. Xeo. En la aldea Xeo, Santa María Nebaj, 
Qui ché, el 15 octubre de 1982, soldados 
del Ejército de Guatemala dieron muerte 
a Diego Chel, disparándole con arma de 
fuego.

30.41. Vitzal. En el Cantón Vitzal, Santa. María 
Ne baj, Quiché, el 21 de octubre de 1982, 
sol dados del Ejército de Guatemala, dieron 
muer te a Jacinto Chel, disparándole con 
ar ma de fuego.

30.42. Vajilá. En el lugar denominado Vajilá, de 
la aldea Acul, Santa María Nebaj, Quiché, 
du rante el mes de 25 octubre de 1982, sol-
dados del Ejército de Guatemala, dieron 
muer te, como mínimo, a Manuela Brito 
Corio y/o Manuela Rosenda Brito Corio, 
dis parándoles con arma de fuego.

30.43. Trapichitos. En la aldea Trapichitos, Santa 
María Nebaj, Quiché, a finales del mes de 
octu bre de 1982, soldados del Ejército de 
Gua temala dieron muerte a Sebastián Cobo 
Rivera.

30.44. Vibajila. En el lugar denominado Vibajila, 
aldea Acul, Santa María Nebaj, Quiché, el 
5 de noviembre de 1982, soldados del Ejér-
cito de Guatemala, dieron muerte a Juana 
He rrera Raymundo y/o Juana Herrera, 
dis parándole con armas de fuego.

30.45. Tujolom. En la aldea Tujolom, Santa María 
Nebaj, Quiché, el 15 de diciembre de 1982, 
sol dados del Ejército de Guatemala, dieron 
muerte a Andrés Brito Brito.

30.46. Batzchocola. En la aldea Batzchocola, Santa 
Ma ría Nebaj, Quiché, el 1 de enero de 1983, 
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soldados del Ejército de Guatemala, die ron 
muerte a Jacinto Cobo y Francisco Ray-
mundo.

30.47. Parramos Grande. En la montaña de la 
al dea Parramos Grande, Santa María Nebaj, 
Quiché, el 15 de enero de 1983, soldados 
del Ejército de Guatemala, dieron muerte 
a Domingo Pérez.

30.48. Xe Belubal. En el caserío Xe Belubal, San 
Gaspar Chajul, Quiché, el 20 de febrero 
de 1983, soldados del Ejército de Guatemala, 
die ron muerte, como mínimo, a Diego 
Cobo, Miguel Ceto, Juan Cedillo y Pedro 
Cobo, además de otras personas.

30.49. Vipecbalam. En la aldea Vipecbalam, Santa 
Ma ría Nebaj, Quiché, el 25 de febrero de 
1983, soldados del Ejército de Guatemala, 
die ron muerte a Marta García y/o Marta 
García Chávez, disparándole con arma de 
fuego.

30.50. Vipecbalam. En la aldea Vipecbalam, Santa 
Ma ría Nebaj, Quiché, el 27 de febrero de 
1983, soldados del Ejército de Guatemala, 
die ron muerte a Juan Raymundo Gómez, 
dis parándole con arma de fuego.

30.51. Tujolom. En la aldea Tujolom, Santa María 
Nebaj, Quiché, durante el mes de abril de 
1983, soldados del Ejército de Guatemala, 
die ron muerte a Andrés Sánchez.

30.52. Chapyac. En el cantón Chapyac, Santa Ma-
ría Nebaj; Quiché, el 8 de abril de 1983, 
sol dados del Ejército de Guatemala, dieron 
muerte a Domingo Ceto Cruz.
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30.53. Batzchocola. En la aldea Batzchocola, Santa 
Ma ría Nebaj, Quiché, el 19 de abril de 1983, 
sol dados del Ejército de Guatemala, dieron 
muerte, como mínimo, a Magdalena Ray-
mundo y Nicolás Cobo Raymundo.

30.54. Viucalvitz. En la aldea Viucalvitz, Santa 
Ma ría Nebaj, Quiché, el 25 de mayo de 
1983, soldados del Ejército de Guatemala, 
die ron muerte a Baltazar Cuplay y/o Balta-
zar Cuplay Raymundo, disparándole con 
ar ma de fuego.

30.55. Santa Clara. En la aldea Santa Clara, San 
Gas par Chajul, Quiché, el 14 de junio de 
1983, soldados del Ejército de Guatemala, 
dieron muerte a Jacinto Itzep Utuy, dispa-
rándole con arma de fuego.

30.56. Chipal. En la aldea Chipal, San Juan Cotzal, 
Qui ché, el 27 de abril de 1982, debido a 
las condiciones inhumanas creadas por 
solda dos del Ejército de Guatemala, falleció 
Ci rilo Ramírez Sales y/o Cirilo Ramírez 
Salas y/o Sirilo Ramírez Salas.

30.57. Tujolom. En la aldea Tujolom, Santa María 
Ne baj, durante el mes de junio de 1982, a 
causa de las condiciones inhumanas creadas 
por soldados del Ejército, falleció Petrona 
Bri to Raymundo de siete meses de edad 
por enfermedad.

30.58. Tujolom. En la aldea Tujolom, Santa María 
Ne baj, Quiché, durante el mes de julio de 
1982, debido a las condiciones inhumanas 
crea das por soldados del Ejército de Gua-
temala, falleció Francisco Rivera por en-
fer medad.
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30.59. Tu Uchuch. En el paraje Tu Uchuch, de la 
aldea Acul, Santa María Nebaj, Quiché el 
22 de julio de 1982, a causa de las condiciones 
inhumanas creadas por soldados del Ejército 
de Guatemala, fal leció Pedro Cuchi l 
Sánchez.

30.60. Tu Uchuch. En el paraje Tu Uchuch, aldea 
Acul, Santa María Nebaj, Quiché, el 30 de 
ju lio de 1982, a causa de las condiciones 
in humanas creadas por soldados del Ejér-
cito de Guatemala, falleció Juan Marcos 
Raymundo, recién nacido.

30.61. Vicalama. En la aldea Vicalama, Santa Ma-
ría Nebaj, Quiché, el 28 de agosto de 1982, 
a causa de las condiciones inhumanas crea-
das por soldados del Ejército de Guatemala, 
falleció Catarina de Paz.

30.62. Vatzsuchil. En la aldea Vatzsuchil, Santa 
María Nebaj, Quiché, el 25 septiembre de 
1982, Francisco Bernal falleció, debido a 
las condiciones de existencia creadas por 
ele mentos del Ejército de Guatemala.

30.63. Visibal. En Visibal, Santa María Nebaj, 
Quiché, durante el mes de octubre de 1982, 
de bido a las condiciones inhumanas creadas 
por soldados del Ejército de Guatemala, 
fa llecieron Marcela Baten Pérez y/o Marcela 
Báten Pérez, Ancelmo Alejandro López 
Bá ten y/o Ancelo Alejandro López Baten, 
An tonia López Baten y/o Tona López y 
Julia López Baten.

30.64. Tu Uchuch. En el paraje Tu Uchuch, aldea 
Acul, Santa María Nebaj, Quiché, el 30 de 
oc tubre de 1982, debido a las condiciones 
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in humanas creadas por los soldados del 
Ejér cito de Guatemala, falleció Jacinta 
Velasco.

30.65. Sajsiban. En la aldea Sajsiban, Santa María 
Nebaj, Quiché, a finales de noviembre de 
1982, debido a las condiciones inhumanas 
crea das por soldados del Ejército de Gua-
temala, fallecieron Diego Terraza Sánchez, 
Francisco Terraza Cruz, Rosa Terraza Cruz.

30.66. Xemanzana. En el cantón Xemanzana, al-
dea Quejchip, Santa María Nebaj, Quiché, 
du rante diciembre de 1982, a causa de las 
condiciones inhumanas creadas por solda-
dos del Ejército de Guatemala, falleció 
Te   resa Cobo Matóm de cuatro años de 
edad.

30.67. Vipecbalam. En la aldea Vipecbalam, Santa 
Ma ría Nebaj, Quiché, durante el mes de 
marzo de 1983, debido a las condiciones 
inhumanas creadas por el Ejército de Guate-
mala, falleció Domingo Herrera Pérez.

30.68. Santa Clara. En la aldea Santa Clara, San 
Gas par Chajul, Quiché, durante el mes de 
marzo de 1983, debido a las condiciones 
in humanas creadas por soldados del Ejér-
cito de Guatemala, falleció Manuel Tiu 
Espi noza.

30.69. El Mirador. En las montañas de la aldea 
El Mirador, San Gaspar Chajul, Quiché, 
el 23 de abril de 1983, debido a las condi-
ciones inhumanas creadas por soldados del 
Ejército de Guatemala, falleció Antonia 
Ca rrillo y/o Antonia Carrillo Juan de seis 
años de edad.
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30.70. Santa Clara. En la aldea Santa Clara, San 
Gas par Chajul, Quiché, durante el mes de 
mayo de 1983, debido a las condiciones 
inhumanas creadas por soldados del Ejérci-
to de Guatemala, falleció María Itzep Atabal 
y/o María Itzep Akabal y/o María Itzep 
Acabal de cuarenta y seis años.

30.71. Santa Marta. En la aldea Santa Marta, Santa 
María Nebaj, Quiché, durante el mes de 
ju lio de 1983, debido a las condiciones in-
humanas creadas por soldados del Ejército 
de Guatemala, falleció Margarita Raimundo 
y/o Margarita Raymundo.

30.72. Santa Clara. En la aldea Santa Clara, San 
Gaspar Chajul, Quiché, el 27 de julio de 
1983, debido a las condiciones inhumanas 
crea das por soldados del Ejército de Gua-
temala, falleció Catarina Tojin Tum.

30.73. Finca San Joaquín Chel (conocida también 
como Covadonga), municipio de San Gaspar 
Chajul, Quiché, en el mes de abril de 1982, 
sol dados del Ejército de Guatemala, atacaron 
a la población civil de dicho lugar dando 
muer te al niño Pedro Pablo Juan, así como 
otras 50 personas.

30.74. Acul. En la aldea Acul, Santa María Nebaj, 
Qui ché, entre el 22 y el 24 de abril de 1982, 
sol dados del Ejército de Guatemala, en 
con  junto con patrulleros de autodefensa 
ci vil, dieron muerte a Diego Raymundo de 
León, Nicolás Guzaro Cedillo, Diego Her-
nández Baca, siendo ejecutados en la iglesia 
católica de la localidad, junto a otros 
hombres.
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30.75. Tuchabuc. Tuchabuc, Xoloche, Santa María 
Ne baj, Quiché, el 3 de mayo de 1982 solda-
dos del Ejército de Guatemala, helitranspor-
tados desde Huehuetenango, dieron muer-
te a los pobladores de dicha aldea, entre 
quie nes se encuentran Jacinta Raymundo 
Ga llego de dos meses de edad, Pedro Ray-
mundo Marcos de 24 años de edad, Jacinto 
Raymundo marcos de 2 años de edad, Mar-
garita Raymundo Marcos de 16 años y 
Magdalena de León de 21 años.

30.76. Xelocvitz. En el lugar conocido como Xe-
locvitz de la aldea Sacsiban, el 15 de abril 
de 1982, soldados del Ejército de Guatemala 
die ron muerte a Rafael Marcos Zet de 13 
años ahorcándolo.

30.77. Tu Uchuch. En el cantón Tu Uchuch, Santa 
Ma ría Nebaj, Quiché, en junio de 1982, 
de  bido a las condiciones inhumanas creadas 
por soldados del Ejército de Guatemala en 
con tra de la población civil, muere el niño 
Pedro García de León.

30.78. Batzcorral. En el cantón Batzcorral del 
mu nicipio de Santa María Nebaj, Quiché, 
soldados del Ejército de Guatemala captu-
raron a seis personas, entre ellas a Andrés 
Pedro, Juan Bernal de Paz, Gaspar Bernal, 
siendo estos traslados al destacamento mi-
litar de Santa María Nebaj, Quiché.

30.79. Palop Chiquito. En la aldea conocida como 
Palop Chiquito, Santa María Nebaj, Quiché, 
sol dados del Ejército de Guatemala ataca-
ron a la población civil de dicho caserío y 
die ron muerte en el hecho a Pedro Chávez, 
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Pedro Brito Bernal y Juana Brito el 15 de 
agosto de 1982.

30.80. Finca San Francisco. En la Finca San Fran-
cisco, San Juan Cotzal, Quiché, soldados 
del Ejército de Guatemala, atacaron a la 
po blación civil, el 15 de agosto de 1982, 
día de plaza, dando muerte a Juan Batzolom 
Vás quez a quien dispararon y luego lo tira-
ron al río.

30.81. Sajsiban. Aldea Sajsiban, Santa María Ne-
baj, Quiché, debido a las condiciones inhu-
manas creadas por soldados del Ejército 
de Guatemala contra la población civil de 
la aldea Sajsiban, Santa María Nebaj, en 
octu bre de 1982, murió por hambre la niña 
Jacinta González Marcos de aproximada-
mente un año de edad en Xelovitz, Sajsiban.

30.82. Tujolom. Aldea Tujolom, Santa María Nebaj, 
Qui ché, en donde dentro de un contexto 
de persecución durante el mes de noviem-
bre de 1982, debido a las condiciones inhu-
manas creadas por soldados del Ejército 
de Guatemala, falleció Francisco Rivera 
por enfermedad y hambre.

30.83. Sajsiban. Aldea Sajsiban, Santa María Nebaj 
Quiché, el 15 de noviembre de 1982 en 
don de soldados, del Ejército de Guatemala, 
en un ataque contra la población civil de 
di cho lugar dieron muerte a Sebastián Te-
rraza Marcos, entre otras personas.

30.84. Sajsiban. Aldea Sajsiban, Santa María Nebaj, 
Quiché, en donde la aldea fue atacada por 
sol dados del Ejército de Guatemala y pa-
trulleros de autodefensa civil, en el mes de 
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diciembre de 1982, dando muerte a Marta 
Cruz Cruz de 13 meses de edad.

30.85. Cantón Xelocwitz. En el cantón Xelocwitz, 
de la aldea Sajsiban, Santa María Nebaj, 
Qui ché, debido a las condiciones inhuma-
nas creadas por soldados del Ejército de 
Gua temala contra la población civil el 10 
de enero de 1983, falleció por desnutrición 
la niña Engracia Cruz Raymundo, de 2 
años; y posteriormente el 15 de enero del 
mis mo año, falleció Gaspar Santiago Bau-
tista, 68 años y el 15 de mayo murió por 
ham bre, la señora Engracia Cruz, 58 años. 
Así mismo, María Santiago Raymundo, 
fa lleció por desnutrición en 1983.

30.86. Sumal ii. En el lugar conocido como Su-
mal ii, de la aldea Vicalama, Santa María 
Nebaj, Quiché, el 22 de febrero de 1983, 
sol dados del Ejército de Guatemala atacan 
di cho dán dole muerte a Miguel Terraza 
Ray mundo.

30.87. Santa Clara. En la aldea Santa Clara, San 
Gas par Chajul, Quiché, durante el mes de 
mar zo de 1983, en dónde dentro de un 
con texto de persecución, debido a las 
condiciones inhumanas creadas por miem-
bros del Ejército de Guatemala, falleció 
Ma nuel Tiu Espinosa.

30.88. Finca Estrella Polar. Finca Estrella Polar, 
San Gaspar Chajul, Quiché, debido a un 
ata que perpetrado por soldados del Ejército 
de Guatemala contra población civil en 
di cho lugar, la población se desplazó a la 
mon taña, por lo que el 10 de abril de 1983, 
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mu rió de hambre María Carrillo Pérez de 
dos años de edad.

30.89. Xesayí. En el caserío Xesayí de la aldea 
Chel, San Gaspar Chajul, Quiché, el 12 de 
abril de 1983, soldados del Ejército de 
Gua temala y patrulleros de autodefensa 
ci vil die ron muerte a: Catarina Morales, 
Miguel Ber nal Morales, Juan Bernal Morales, 
Ar gentina Cruz López, Juana Raymundo 
Ray mundo, Catarina Gallego Bernal, Ca-
tarina Bernal Cruz, Domingo Bernal Cruz, 
Gaspar Bautista Raymundo, Pascual Bautis-
ta Raymundo, Magdalena Bautista Brito, 
Pas cual Bautista Brito, Ana Caba Mendez, 
Pe dro Bop Caba y Catarina Morales.

30.90. Santa Clara. En la aldea Santa Clara, San 
Gas par Chajul, Quiché, el 14 de junio de 
1983, donde dentro de un contexto de 
persecución, soldados del Ejército de Gua-
temala dieron muerte a Jacinto Itzep Utuy.

30.91. Vijolom ii. Vijolom ii, Santa María Nebaj, 
Quiché, soldados del Ejército de Guatemala 
ata caron a la población civil de la aldea el 
18 de julio de 1983 en el que dieron muerte 
a Tomás Raymundo Raymundo, disparán-
dole en la espalda y en las piernas cuando 
es te salió de su casa.

30.92. Visumal. En el lugar denominado Visumal, 
en las montañas de la aldea Vicalama, Santa 
María Nebaj, Quiché, debido a las condi-
ciones inhumanas creadas por soldados del 
Ejército de Guatemala contra la población 
ci vil, en agosto de 1983, en las montañas 
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de la aldea Vicalama, en el lugar denominado 
Visumal, se murió Francisco de Paz Corio.

30.93. Aldea Parramos. Aldea Parramos, Santa 
María Nebaj, Quiché, debido a perpetrado 
[sic] por soldados del Ejército de Guatemala 
con tra la población civil de la Aldea Parra-
mos se capturó y desapareció a Rosario 
Ceto Guzaro en agosto de 1983.

31. Los operativos militares, además de dar muerte 
a los miembros del grupo en forma selectiva y/o 
ma siva, durante el período en que el acusado JoSé 
efraín ríoS monTT, ejerció los cargos referidos, 
pro dujeron en los miembros del grupo étnico 
ma ya ixil lesiones a la integridad física y mental 
de forma individual y colectiva, cuyos efectos aún 
son visibles.

32. Las unidades militares ejecutaron, entre otros 
ac tos de violencia sexual y tortura, bombardeos 
a las comunidades, destrucción y saqueo de bienes, 
así como persecución en los lugares de refugio, 
ocu pación y destrucción de lugares sagrados para 
la cultura maya ixil; así como, la ejecución selectiva 
de referentes sociales de la comunidad, provocan-
do el terror generalizado en la población.

33. Res pecto a las lesiones físicas estas fueron producto 
de los operativos ejecutados en los que las personas 
he ridas no recibieron atención médica fueron 
obli gadas a desplazarse y curarse en los centros 
de refugio; por otra parte, niñas, mujeres adultas 
y ancianas fueron objeto de diversos actos de 
vio lencia sexual, previamente a darles muerte. 
Las mujeres sobrevivientes, por su parte, dados 
los valores culturales, mantuvieron y mantienen 
silen cio frente a los actos de violencia sexual por 
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te mor a ser rechazadas por la comunidad y la ver-
güenza que tales actos les han producido.

34. Las personas que fueron capturadas fueron some-
tidas a interrogatorios tácticos que incluían, entre 
otros, castigos, tratos crueles, inhumanos y degra-
dantes antes de provocarles la muerte.

35. Las personas sobrevivientes a los actos de tortura 
fue ron obligadas a desempeñar funciones en las 
pa trullas de autodefensa civil, siendo dentro de 
es tas estructuras obligadas a delatar, inf ligir cas-
tigos y dar muerte a miembros pertenecientes a 
su propio grupo étnico.

36. Los planes de campaña y planes operativos elabo-
rados y autorizados durante la época en que el 
acusado JoSé efraín ríoS monTT, ejerció los 
car gos mencionados, a pesar de advertir los ataques 
a la población civil perteneciente al grupo étnico 
ma ya ixil, dispusieron en la planificación respecti-
va que los miembros de las tropas tuvieran acceso 
se xual a mujeres y medios de diversión; utilizando 
de esta manera a las mujeres de dicho grupo étnico 
como botín de guerra. De igual manera, se esta-
bleció que las personas capturadas fueran sometidas 
a “interrogatorios tácticos”.

37. Se evidencia que el acusado JoSé efraín ríoS 
monTT, institucionalizó estas prácticas a través 
de la planificación, supervisión y coordinación 
de los operativos militares, en los cuales, el límite 
pa ra evitar la afectación de los derechos y libertades 
de los miembros del grupo étnico maya ixil fueron 
to lerados y hasta incentivados en los planes res-
pec tivos.

38. Los efectos de las lesiones físicas y mentales pro-
vocadas a los miembros del grupo étnico maya 
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ixil, por los operativos militares ejecutados, como 
mí nimo son los siguientes:
38.1 En el plano psicosocial a nivel colectivo, 

pro dujo la ruptura del tejido social, en ese 
marco se ha establecido, entre otras conse-
cuencias para el grupo, la ruptura de las 
re laciones de confianza; la creación de va-
cíos de comunicación en el grupo ixil, en 
el cual la transmisión oral es de vital impor-
tancia; el silencio y la desconfianza a su 
vez han producido el aislamiento social en 
las familias y comunidades que retornaron 
de su desplazamiento, debido a la estigma-
tización.

38.2 Se ha podido establecer que los miembros 
del grupo en forma individual sufrieron 
le siones psicológicas, las cuales aún persis-
ten y se manifiestan en estrés postraumáti-
co, duelo alterado y enfermedades psicoso-
máticas y físicas.

39. Durante el período en que el acusado JoSé efraín 
ríoS monTT, ejerció los cargos referidos, miem-
bros del Ejército de Guatemala, patrulleros de 
au todefensa civil y comisionados militares realiza-
ron operativos selectivos, masivos y persecuciones 
en contra de mujeres, ancianas, adultas y niñas 
por su condición de género, obligándolas entre 
otros actos a tener relaciones sexuales con quienes 
de sarrollaban los operativos militares. Tales actos 
se ejecutaron de manera sistemática.

40) La mayoría de mujeres que sufrieron actos de 
vio lencia sexual fueron ejecutadas posteriormente 
y las sobrevivientes, por los valores culturales que 
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po seen, no pusieron en conocimiento los abusos 
sexuales de que fueron objeto.

41) Se han identificado actos de violencia sexual en 
con tra de las mujeres ixiles capturadas durante el 
des plazamiento y en los centros de detención mi-
litares.

42) Como muestra de los actos de violencia sexual 
ejercida en contra de mujeres pertenecientes al 
gru po étnico maya ixil, como mínimo, durante 
el tiempo en el que usted ejerció los cargos men-
cionados, de las víctimas objeto de violencia sexual 
que sobrevivieron y dieron su testimonio sobre 
es tos actos, son las siguientes:
42.1) San Juan Cotzal, Quiché. En el mes de 

ma yo de 1982, Ana López una mujer per-
teneciente al grupo étnico maya ixil, fue 
sus traída de su domicilio por soldados del 
Ejército de Guatemala y fue llevada en 
con tra de su voluntad al destacamento de 
la localidad, donde fue acusada de ser gue-
rrillera. En el destacamento fue torturada, 
vio lada y privada de su libertad por un 
lapso de aproximadamente 10 días.

42.2) Xemamatze. Xemamatze, Santa María Ne-
baj, Quiché, en 1982, miembros del Ejérci-
to de Guatemala y patrulleros de autodefensa 
civil, se presentaron a su casa de habitación, 
la incendiaron y procedieron a abusar se-
xualmente de Magdalena Bernal de Paz.

42.3) Chi’sis, San Juan Cotzal, Quiché. Miembros 
del Ejército de Guatemala y patrulleros de 
autodefensa civil, atacaron la comunidad 
Chi’sis, San Juan Cotzal, Quiché, el 19 de 
abril de 1982, dentro de ese marco violaron 
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a la señora Juana Sánchez Toma, quien era 
acusada de ser guerrillera.

43) Como ya se ha indicado, la violencia sexual produ-
jo da ños a nivel colectivo y a nivel individual a 
mujeres miembros del grupo étnico maya ixil. En 
el plano colectivo, la violencia sexual no solo 
afectó a las víctimas directas, sino que además 
pro yectó un daño grave al colectivo que considera 
a la mujer como un símbolo de procreación y de 
tras misión de la cultura. De tal manera que man-
cillar su dignidad significó dañar de manera grave 
la integridad del grupo étnico maya ixil.

44) En la Finca San Joaquín Chal, municipio de San 
Gas par Chajul, Quiché, miembros del Ejército 
de Guatemala atentaron contra la vida de los tra-
bajadores de la finca, mataron animales de corral 
y quemaron las casas, etc. Como producto de di-
cho ataque, la población se desplazó hacia las 
mon tañas por dos años. En ese lapso, el Ejército 
les buscó varias veces, quemó los refugios impro-
visados al encontrarlos. Finalmente, el grupo 
des plazado decidió entregarse al Ejército en la 
aldea Ilom, y de allí fueron trasladados a la Finca 
La Perla donde estaba el destacamento militar y 
nue vamente fueron trasladados a Ilom en donde 
estuvieron aproximadamente año y medio.

45) En Villa Hortensia ii, San Juan Cotzal, Quiché, 
los sobrevivientes del ataque perpetrado por sol-
dados del Ejército de Guatemala contra la pobla-
ción civil de la aldea Villa Hortensia ii, San Juan 
Cotzal, Quiché, el 15 de abril de 1982, se desplazaron 
tem poralmente a la montaña, y posteriormente 
se entregaron a los soldados en Cotzal, quienes 
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les obligaron formar parte de la patrulla de autode-
fensa civil.

46) En Palop, Santa María Nebaj, Quiché. El ataque 
per petrado por soldados del Ejército de Guate-
mala al grupo étnico maya ixil de la población 
civil de Palop, el 15 de agosto de 1982, registró 
la quema de viviendas, a raíz de dicho ataque los 
so brevivientes se desplazaron a la montaña y pos-
teriormente fueron encontrados por soldados y 
pa trulleros y fueron trasladados a La Pista, en 
donde permanecieron por un año.

47) En Chipal de la aldea Villa Hortensia ii, San Juan 
Cot zal, fue atacado por soldados del Ejército de 
Gua temala, el 10 de septiembre de 1982; en dicho 
ataque se registra la destrucción de bienes en ma-
nos de la fuerza responsable por lo que los sobre-
vivientes huyen al caserío Kisis en la Montaña 
viviendo en condiciones inhumanas. En la mon-
taña, el Ejército capturaba gente, violaba a las 
mu jeres y a los hombres capturados los obligaba 
a formar parte de la patrulla de autodefensa civil.

48) En Vijolom iii, Santa María Nebaj, Quiché. El 
ata que perpetrado por soldados del Ejército de 
Gua temala en contra la población civil de la aldea 
Vijolom iii, el 23 de septiembre de 1982, contempló 
la quema de casas, maíz y matanza de animales; 
es to produjo que las familias sobrevivientes hu-
yeran a la montaña a vivir por un año en condiciones 
in humanas. En la montaña fueron bombardeados 
y perseguidos por el Ejército, quienes a veces 
des truían todo lo que encontraban. En este con-
texto, varias personas fallecieron por hambre y 
en fermedad. Posteriormente fueron capturados 
por el Ejército y fueron llevados al lugar deno-
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minado La Pista, donde estuvieron bajo vigilancia 
y control militares.

49) En Aldea Sajsiban, Santa María Nebaj, Quiché. 
Den tro del contexto de las condiciones inhumanas 
creadas por soldados del Ejército de Guatemala 
contra la población civil de la Aldea Sajsiban, en 
oc tubre de 1982.

50) En Xemanzana de la aldea Sajsiban, Santa María 
Ne baj, Quiché fue atacado por soldados del Ejérci-
to de Guatemala el 15 de octubre de 1982; se 
re gistra el saqueo, pérdida y destrucción de bienes 
en el ataque en mención y la huida de las familias 
so brevivientes a la montaña donde vivieron bajo 
condiciones inhumanas. En la montaña fueron 
bom bardeados y perseguidos por el Ejército, quie-
nes a veces destruían todo lo que encontraban. 
Una persona fue capturada en la montaña y tras-
ladada por el Ejército a la Finca La Perla, en donde 
vivió bajo el control del Ejército y patrullas de 
au todefensa civil.

51) En la Aldea Sacsibán, Santa María Nebaj, El Qui-
ché. Posterior al ataque perpetrado el 4 noviembre 
de 1982 por los soldados del Ejército de Guatemala 
en contra de la población civil de Aldea Sacsibán, 
unas 60 personas lograron escapar a la montaña, 
y ya no regresaron a la comunidad durante el 
tiempo en que vivieron en las montañas de Sajsivan 
y Caba, se alimentaron de los recursos que podían 
tener a su alcance, dormían en champas improvisa-
das y sin acceso a medicamentos. Durante este 
lapso, los grupos de personas se movilizaban 
constantemente debido a la persecución del Ejérci-
to y muchos familiares fallecieron debido a las 
con diciones inhumanas. Un tiempo después, fue-
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ron capturados en la montaña, y fueron llevados 
al cantón Xelocwitz y de allí al destacamento de 
la Finca La Perla. Ahí pasaron un año aproxima-
damente y luego fueron trasladados a Sajsiban.

52) Producto de las características de los operativos 
militares, ejecutados durante la época en la que 
el acusado JoSé efraín ríoS monTT, ejerció 
los cargos referidos, los miembros del grupo étnico 
ma ya ixil, aún y cuando fueran población civil no 
com batiente, se vieron obligados a desplazarse a 
áreas de refugio con el objeto de preservar sus 
vidas.

52) El desplazamiento fue producto de las masacres 
se lectivas o indiscriminadas que se ejecutaban, 
así como por bombardeos efectuados a las comu-
nidades. Posteriormente, como se muestra en los 
re portes de operaciones contenidos en el Plan de 
Ope raciones Sofía se indica que las unidades re-
portaban que al llegar a las comunidades los po-
bladores ya las habían abandonado por temor a 
las acciones ejecutadas por las fuerzas de seguridad 
del Estado.

53) Debido a las continuas incursiones militares la 
po blación se vio obligada a abandonar sus aldeas, 
por lo que la mayoría de éstas quedaron despobla-
das, lo que dio pie a constantes bombardeos a las 
áreas de refugio por parte del Ejército. Al ser 
bom  bardeadas sus áreas de refugio, la población 
se vio obligada a desplazarse nuevamente en pe-
que ños grupos que permitieron su rápido traslado, 
sin embargo, los constantes bombardeos agudiza-
ron la peligrosidad en el traslado y sobrevivencia.

54) Debido a los desplazamientos forzados en las 
mon tañas, gran parte de la población del grupo 
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ét nico maya ixil fue sometida a condiciones de 
su pervivencia que finalmente provocaron la des-
trucción de miembros del grupo a través de cercos, 
rastreos y persecuciones militares que imposibi-
litaron el acceso a alimentación, vivienda, medicina, 
servicios mínimos de salud, educación, entre 
otros.

55) En el período del 23 de marzo de 1982 al 8 de 
agos to de 1983 se desplazaron, como mínimo, 29 
mil personas pertenecientes al grupo étnico maya 
ixil que se vieron obligadas a desplazarse de sus 
lu gares de residencia.

55) Los desplazamientos dan un total, como mínimo, 
de 54 comunidades del grupo étnico maya ixil 
des plazadas, a quienes se obligó a sobrevivir en 
con diciones infrahumanas que hubieran podido 
causar la destrucción física total o parcial de sus 
miem bros, por los actos ejecutados por el Ejército 
de Guatemala, bajo su mando, que realizaron 
ope rativos durante el tiempo en que el acusado 
JoSé efraín ríoS monTT, ejerció los cargos ya 
men cionados.

56) El control militar en la región ixil consistía en la 
res tricción del abastecimiento de alimentos básicos, 
ropa y medicamentos.

57) Los bombardeos, persecución, capturas, destruc-
ción de medios de subsistencia, desapariciones, 
muer tes individuales y colectivas, entre otras, 
pro dujeron desplazamientos masivos y de larga 
tem poralidad dentro del territorio ixil. Además, 
se veían obligados a refugiarse en las montañas 
y serranías más alejadas, en donde se reagrupaban 
de manera precaria.
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58) Los miembros del grupo étnico maya ixil fueron 
obli gados a desplazarse y durante la persecución 
en las montañas cercadas por miembros del Ejérci-
to bajo su mando, sufrieron condiciones tales 
como hambre, desnutrición, enfermedades, falta 
de vestimenta y cobijo, sometiéndoles a condicio-
nes adversas capaces de causar su destrucción.

59) La estrategia militar implementada fue idónea y 
tu vo como consecuencia el sometimiento a condi-
ciones de existencia que pusieron en riesgo la vida 
e integridad física y psicológica de los miembros 
del grupo étnico maya ixil.

60) De acuerdo a la planificación militar implementada 
a través de las acciones ejecutadas por el acusado 
JoSé efraín ríoS monTT, lo que incluía decretos 
de amnistía, estados de sitio y movilización parcial 
de tropas, principalmente en el Plan de Campaña 
Vic toria 82, se ejecutaron operativos militares de 
ba rrida y captura de población civil no combatiente 
perteneciente al grupo étnico maya ixil, entre los 
que se encontraban: mujeres, niñas, niños, ancianas, 
ancianos y hombres, quienes fueron trasladados 
a los campamentos de atención a refugiados, des-
plazados y amnistiados implementados por el 
Ejér cito de Guatemala, conforme a la planificación 
res pectiva, en los tres municipios de la región ixil.

61) Inicialmente, dichos campamentos se implementa-
ron en el municipio de Santa María Nebaj en la 
aldea Xejalvinte, actualmente conocida como La 
Pista, en el cantón Xemamatze y en la aldea Acul, 
lu gares donde asimismo, ubicaron destacamentos 
militares. En el municipio de San Gaspar Chajul 
se ubicaron en el cantón Vipatsnaj lugar que ocu-
paba uno de los destacamentos militares y, en el 
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mu nicipio de San Juan Cotzal en el cantón Xolosi-
nay, lugar donde se encontraba ubicado otro des-
tacamento militar.

  A estos campamentos fueron llevados muchos 
des plazados miembros del grupo étnico maya ixil, 
que eran capturados o aquellos que debido a la 
fal ta de vivienda, alimentos, medicamentos o ser-
vicios médicos no soportaron las condiciones 
in frahumanas a las cuales se vieron sometidos; 
tam bién se vieron obligados a entregarse al Ejérci-
to por la situación de terror.

62) En los campamentos de atención a refugiados, 
des plazados y amnistiados se obligó a una gran 
can tidad de personas concentradas a conformar 
las patrullas de autodefensa civil y con ello, a ata-
car a aquellos miembros desplazados de su propia 
cul tura, incluso con los que anteriormente habían 
con vivido en los lugares de refugio.

63) Los miembros de las patrullas de autodefensa 
civil, como parte de la estrategia militar, eran 
obli gados por miembros del Ejército de Guatema-
la, bajo su mando, a ejecutar sus tareas bajo ame-
nazas de muerte, tratos inhumanos, crueles y 
degradantes consistentes en: rondas de vigilancia 
y protección a los destacamentos, servir de guías 
en el terreno en operativos militares, destruir los 
bie nes de la población civil no combatiente, reali-
zar trabajos forzados como: dar alimentación a 
la tropa militar, construcción de carreteras, campa-
mentos, casas y hasta trabajar sin remunera ción 
en las fincas locales. En muchas ocasiones in cluso 
eran obligados a detener a personas de la po blación 
civil, infligirles castigos, tratos crueles, in humanos 
y degradantes, llegando incluso a dar muerte a 
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sus propios compañeros del grupo étnico maya 
ixil.

64) En los campamentos de atención a refugiados, 
am nistiados y desplazados, las personas recibían 
en  trenamiento militar, charlas de reeducación, 
imposición de nuevas formas de gobierno y de 
re lación entre ellos, en muchos casos se impuso 
la adopción de nuevas prácticas culturales y reli-
giosas, ajenas a su cosmovisión.

65) Debido a acciones como las indicadas, el grupo 
étnico maya ixil fue destruido culturalmente de 
ma nera parcial, fragmentándolo y confrontándolo 
en tre quienes se refugiaron en las montañas y 
quie nes fueron concentrados.

66) En cuanto al traslado de niños, la implementación 
de las operaciones militares trajo como consecuen-
cia la captura sistemática de menores de edad del 
gru po étnico maya ixil, quienes posteriormente 
fue ron concentrados en los campamentos de aten-
ción a refugiados, desplazados y amnistiados. 
Al gunos de estos menores de edad fueron traslada-
dos por soldados del Ejército de Guatemala, fuera 
de su realidad cultural.

67) Durante el periodo en que ejerció los cargos refe-
ridos y producto de las acciones militares bajo su 
mando, como mínimo se produjeron los siguientes 
he chos:
67.1) En Vijolón I, Santa María Nebaj, Quiché. 

Du rante julio de 1982 a raíz de un ataque 
per petrado por soldados del Ejército de 
Gua temala contra la población civil de Tu-
calamá, aldea Vijolón I, Santa María Nebaj, 
Quiché, tres menores de edad pertenecien-
tes al grupo étnico maya ixil fueron captu-
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rados por miembros del Ejército y traslada-
dos a la ciudad capital, lugar en donde 
cre cie ron bajo la tutela de Francisco Caste-
llanos Gón gora, Jefe de la Operación Sofía.

67.2) En Chel, San Gaspar Chajul, Quiché. A 
par tir de marzo de 1982, un menor de edad, 
testigo sobreviviente de la masacre de Tu-
chabuc, Xoloche, Santa María Nebaj, 
Quiché, se desplazó a la montaña en conjun-
to con la población sobreviviente de tales 
he cho donde fue capturado junto a otras 
per sonas y llevado al destacamento militar 
ubicado en la aldea Chel, San Gaspar Chajul, 
Quiché; en dicha instalación conoció a 
otros menores que se encontraban separados 
de sus padres percatándose de cómo éstos 
fueron evacuados de la instalación militar 
en mención en helicóptero y nunca los vol-
vió a ver.

68) A partir de la implementación de la planificación 
mi litar se dieron condiciones que impactaron en 
la reproducción de miembros del grupo; dentro 
de estas acciones se encuentran los actos de violen-
cia sexual.

69) Los casos de violaciones masivas e indiscriminadas 
y públicas, documentadas por la ceh, superaron 
los 1465 casos y en su mayoría se registraron en 
con tra del grupo étnico maya ixil (88,7% de los 
casos según la ceh), y en un tercio de los casos 
fueron niñas menores de edad y víctimas una 
práctica común luego de la instalación de desta-
camentos militares y patrulleros de autodefensa 
ci vil. Estos hechos también se vieron acompañados 
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de la muerte de mujeres embarazadas y la destruc-
ción de fetos.

70) Las violaciones sexuales provocadas por el Ejército 
de Guatemala fueron muchas veces sufridas en 
fren te a sus familiares o sus comunidades. Unas 
me nores de edad al momento de los hechos fueron 
violadas con sus madres y encontraron con mucha 
di ficultad un esposo por el contexto cultural en 
que se dieron los hechos; otras mujeres embaraza-
das per dieron sus bebés por la violencia, las viola-
ciones se xuales repetidas y prolongadas, infligidas 
por los soldados, enfermándose a consecuencia 
de es tos hechos física y psicológicamente.

71) Algunas mujeres embarazadas por sus violadores 
fue ron estigmatizadas por sus familiares y por la 
co munidad, al extremo que sufrieron violencia 
por parte de sus esposos por ser consideradas 
mu jeres de soldado. Por vergüenza y miedo al 
re chazo muchas de ellas se quedaron en silencio.

72) En la cultura maya ixil las mujeres tienen un rol 
pre ponderante tanto en el mantenimiento de los 
va lores culturales como en la organización social, 
pues permiten consolidar el futuro del grupo ét-
nico, proporcionando a los niños una educación 
ba sada en la cosmovisión indígena maya ixil que 
cons tituye base para el sostenimiento de esta cul-
tura. El hecho de apropiarse físicamente de las 
mu jeres mediante actos de violación, y darles o 
no muerte, constituye un acto que desmoraliza 
tan to a hombres como mujeres y constituye un 
as pecto que contribuyó a socavar la base de la 
iden tidad y de la reproducción física de los miem-
bros de la etnia maya ixil.
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73) Producto de la estrategia militar en contra de la 
po blación civil no combatiente perteneciente al 
gru po étnico maya ixil, el mismo fue afectado 
sus tancialmente. Durante el conflicto armado 
in terno miembros del Ejército de Guatemala, co-
misionados militares y patrulleros de autodefen-
sa civil provocaron:
73.1) La muerte de miles de personas del grupo 

étnico maya ixil, radicados en los munici-
pios de San Juan Cotzal, Santa María Nebaj 
y San Gaspar Chajul.

73.2) El desplazamiento de al menos 29,000 
per sonas pertenecientes al grupo étnico 
maya ixil radicados en los municipios de 
San Juan Cotzal, Santa María Nebaj y San 
Gas par Chajul.

73.3) La violación sexual de niñas, mujeres y 
an cianas que denunciaron tales hechos e 
in contables víctimas que sufrieron estos 
ac tos antes de ser ejecutadas o que no han 
que rido dar su declaración dada la valora-
ción de la mujer dentro de la cultura propia 
del grupo étnico maya ixil.

73.4) Niños trasladados a otras culturas, sin que 
aún se haya establecido la cantidad que 
fue ron incluso dados o tomados en adopción 
por miembros del Ejército.

73.5) Ataques, persecución, cercos y bombardeos 
a las comunidades en donde residían o se 
re fugiaban los miembros del grupo étnico 
ma ya ixil, así como, la ocupación de centros 
sa grados, entre los que se encuentra el cerro 
Sumal.
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74) Las acciones ejecutadas por el acusado JoSé 
efraín ríoS monTT, durante su mandato, contri-
buyeron a la materialización de actos que produjeron 
la destrucción significativa del grupo étnico maya 
ixil.

75) Todos los operativos militares ejecutados en contra 
del grupo étnico maya mencionados anteriormente, 
pudieron llevarse a cabo ya que el acusado JoSé 
efraín ríoS monTT, generó las condiciones 
pa ra la dotación de tropas regulares y fuerzas es-
peciales, así como del armamento, alimentos, 
aeronaves de la fuerza aérea guatemalteca y otros 
re cursos necesarios para su ejecución.

76) La ejecución de la estrategia autorizada por el 
acusado JoSé efraín ríoS monTT, así como la 
apro bación, supervisión de su ejecución y dotación 
de recursos para la ejecución de los planes estra-
tégicos y operativos, tuvo como consecuencia una 
se rie de violaciones a los derechos de la población 
ci vil no combatiente cometidas por miembros del 
Ejército de Guatemala, bajo su mando.

77) Se ha establecido que durante dichas operaciones 
se realizaron torturas, tratos crueles e inhumanos, 
sa queos, quemas y destrucciones de casas, escuelas, 
iglesias. Además, en dichas operaciones, se atentó 
en contra de la integridad personal de la población 
civil no combatiente perteneciente al grupo maya 
ixil.

78) En ese tipo de ataques miembros del Ejército de 
Gua temala, bajo su mando, robaron bienes mue-
bles, ro pa, herramientas de trabajo y animales, y 
se utilizó la violencia sexual como un “arma de 
gue rra”, que es considerada por el Derecho Inter-
nacional como tortura en la medida que se perpe-
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traron de manera repetitiva y prolongada por 
ha llarse las mujeres bajo el dominio de otra per-
sona, en este caso los miembros del Ejército de 
Gua temala. Estas acciones en su conjunto tuvieron 
co mo objetivo consolidar el resultado de sus ope-
raciones militares en el marco de la estrategia 
contrainsurgente.

79) Que el acusado JoSé mauricio rodríGuez 
Sán chez, en su calidad de Jefe de la Segunda 
Sec ción del Estado Mayor General del Ejército 
pos teriormente Estado Mayor de la Defensa Na-
cional, desempeñó el cargo, durante el período 
com prendido del 23 de marzo de 1982 al 31 de 
ju lio de 1983, durante el tiempo que ejerció dicho 
cargo, contribuyó a diseñar, ejecutar y supervisar 
den tro de su campo funcional, la inteligencia 
militar.
[...]*

* En la sentencia en este punto continúa “iv) Razonamientos 
que inducen al tribunal a condenar o absolver”, en el original 
va de la página 145 a la página 682.





iV) de la resPonsabilidad  
Penal de los aCusados y la 

CalifiCaCion legal de los delitos

Una de las formas de situarnos en el contexto histórico 
en el cual se encuentra inmerso el hecho que se juzga, 
lo constituye el reconocer que existió un conflicto 
armado en Guatemala, que abarcó de mil novecientos 
sesenta y dos a mil novecientos noventa y seis, período 
dentro del cual se aplicó la Doctrina de la Seguridad 
Nacional. Dentro de ese período, se produjo el golpe 
de Estado protagonizado por el General JoSé efraín 
ríoS monTT, el veintitrés de marzo de mil novecientos 
ochenta y dos. En el área ixil, en las aldeas y caseríos 
de Santa María Nebaj, San Juan Cotzal y San Gaspar 
Chajul, se produjeron muertes violentas de seres 
humanos, violaciones y arrasamiento de las aldeas, lo 
que obligó al grupo maya ixil a desplazarse para salvar 
sus vidas. Surgiendo destacamentos y campamentos 
militares en donde se les obligó a formar parte de las 
patrullas de auto defensa civil. Dando a la población 
civil, nuevas formas de gobierno. Tomando como 
base ese contexto del pasado reciente de la historia 
de Guatemala, recogida tanto por la Comisión de 
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Esclarecimiento Histórico, como el Informe de 
Recuperación de la Memoria Histórica, los Juzgadores 
hacemos el anális siguiente:

a. del deliTo de Genoci dio

La declaración e informe pericial de la Doctora 
elizabeTh ann oGleSby, quien explicó que al 
efec tuar el análisis del Plan Victoria Ochenta y dos, 
de terminó que en mil novecientos ochenta y dos el 
ob jetivo era anular a los comités clandestinos, no sólo 
a la guerrilla, habiéndose aniquilado a población civil, 
por que se consideró que la población ixil, era base de 
apo yo de a guerrilla, razón por la cual el ejército llegó 
a considerar a la población civil enemigo interno, ha-
biendo contemplado el exterminio de la población, 
lo que se materializó en las masacres indiscriminadas 
en el área ixil, violación de mujeres, niñas y ancianas, 
bom bardeos, quema de viviendas, siembras y muerte 
de animales. De acuerdo con lo indicado por la perito 
oGleSby, se produjo la destrucción del entorno social 
y cultural de los ixiles, a los que se consideró como 
re beldes, un pueblo difícil que no se sometía a los la-
dinos, se les estigmatizó para aniquilarlos. En su 
am plio peritaje indicó que en el Plan de Campaña 
Fir meza Ochenta y tres, el ejército veía a las poblaciones 
co mo subversivas y enemigas. Por lo tanto el ejército 
no hizo diferencias entre población civil y gente ar-
mada, iniciando estrategia de persecución. En el Plan 
Firmeza Ochenta y Tres, el objetivo es el control físico 
y psicológico, se establece arrasar las poblaciones y 
sus cosechas, despojando a la población de sus fuen-
tes de alimentación. Determinando que existió Pla-
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nificación del Alto Mando Militar, que se concretizó 
en el uso de aviones y helicópteros para destruirlos, 
lo que dio lugar a la persecución de gente a la montaña, 
afec tando a los más vulnerables. En la aplicación del 
Plan Sofía, se utilizó el hambre, como estrategia del 
ejér cito, se produjo la criminalización de las culturas 
ixiles, obligando a la población a dejar de usar su traje 
tí pico, produciéndose el repoblamiento militarizado, 
como las aldeas modelo, en donde se practicaron pa-
trones de militarización, sometimiento y participa ción 
forzada en las patrullas de auto defensa civil. A partir 
de mil novecientos ochenta y tres, se persiguió la 
crea ción de un nuevo modelo indígena. La perito 
oGleSby, fue clara en indicar que en mil novecientos 
ochenta y dos y mil novecientos ochenta y tres, se 
im plementó un exterminio contra los ixiles, que cali-
fica como Genocidio. Se criminalizó por ser ixil, y el 
só lo hecho de pertenecer a ese grupo indígena, llegó 
a ser un delito mortal.

La declaración e informe pericial rendidos por el 
Doc tor hécTor roberTo roSada GranadoS, ex-
plica cómo surgió la Doctrina de la Seguridad Nacional 
y la polarización entre comunismo y capitalismo, 
sien do asumida en Guatemala, como una forma de 
de fender a las elites dominantes, identificando a quie-
nes estaban en contra como “enemigo interno” del 
Estado. Dentro de ese contexto en marzo de mil no-
vecientos ochenta y dos, presenta el estudio de la es-
tructura de poder y el comportamiento militar, expli-
cando los cambios que produjo el golpe de Estado 
del ochenta y dos, explicando cómo se produjo el en-
frentamiento del pueblo contra el pueblo, y cómo se 
eli minó a la población civil al considerar que era la 
ba se de la insurgencia. Su peritaje permite comprender 
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que se consideró a los ixiles, como soporte de la gue-
rrilla, utilizando como estrategia el matarlos de hambre, 
porque se les identificó como un grupo de la población 
que trasladaba alimentos, apoyo e información a la 
gue rrilla. Aunado al problema de racismo, con el pro-
ceso de degradación que produce en el ser humano y 
que rompe la identidad del pueblo. de acuerdo con la 
de claración y peritaje efectuado por el Doctor roSada 
GranadoS, en Guatemala, en la región del Quiché, 
en los años comprendidos de mil novecientos ochenta 
y dos a mil novecientos ochenta y tres, se cometió 
sis temáticamente el delito de Genocidio, porque se 
pro dujo la eliminación de un grupo étnico, lo cual 
tra jo como resultado el sometimiento del grupo y su 
des plazamiento, habiéndose producido acciones de 
represión masiva y matanzas indiscriminadas perpe-
tradas contra la población maya ixil, tendientes a su 
ani quilación, evidenciando un patrón de agresión 
genocida.

Los informes antropológicos y arqueológicos, que 
fue ron ratificados por los peritos sirven para establecer 
la existencia de cementerios clandestinos que muestran 
la existencia de grupos de personas enterradas tanto 
en fosas individuales como colectivas, determinándose 
que las osamentas encontradas en su mayoría tienen 
dis paros de arma de fuego, en regiones como la cabeza 
y el tórax. Lo que evidencia que primero les dispararon 
y después fueron enterrados, confirmándose así lo 
in dicado por los testigos, quienes manifestaron la 
for ma en que fueron masacrados sus familiares. Estos 
ce menterios clandestinos, se visualizan en el informe 
pe ricial presentado por el perito marlon erick 
Geovanni García arreaGa, en donde se observan 
las fosas encontradas a inmediaciones del río Chel o 
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Chajul, observándose los esqueletos en las fosas, con 
in dicadores de violencia circun morten, entre ellas 
frac turas completas en costillas, heridas en la cabeza, 
en mandíbula y cuello, los indicadores de edad, los 
ob jetos asociados a procedencia étnica, lo que viene 
a corroborar lo indicado por las personas que declararon 
acerca de la muerte de sus familiares.

Con la declaración de los testigos dieGo ceTo 
SanTiaGo, TomaS chavez briTo, Pedro me­
lendrez raymundo, Pedro briTo briTo, marcoS 
PoP Sanchez, Pedro SoliS cruz, SanTiaGo Perez 
lux, Juan Perez, Juan loPez maTon, Pedro 
briTo briTo, marcoS PoP Sanchez, Pedro SoliS 
cruz, San TiaGo Perez lux, Juan Perez, Juan 
lo Pez maTon, Pedro chavez briTo, Ja cinTa 
rivera briTo, dominGo rivera cobo, caTarina 
Sanchez SoliS, Juana bernal velaSco, miGuel 
Guzaro San chez, JacinTo briTo corzo, SebaS­
Tian ce dillo raymundo, Juan loPez corio, 
franciSco chavez raymundo, miGuel ray­
mundo cobo, GaSPar velaSco, do minGo ray­
mundo cobo, feliciana baca, miGuel ramirez 
maTon, cecilia San chez San chez, Gabriel de 
Paz Perez, franciSco cobo raymundo, maG­
dale na de Paz cedillo, nicolaS Guzaro 
cedillo, maGdalena bernal Terraza, Juan 
raymundo maTon, PeTrona ray mundo briTo, 
Pedro del barrio caba, andréS lainez chavez, 
Juan SaJic aGui lar, Julio loPez corio raymun­
do, franciSco oxlaJ Gonzalez, roSa caba 
SanTiaGo, Pedro briTo, GaSPar cobo ca rrillo, 
PaScual bauTiSTa eScobar, elena cabaJ iJon, 
maría bernal mora leS, anTonio cruz Ga­
lleGo, JacinTo velaS co cor zo, clemenTe 
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velaSquez ma Teo, maGdalena marcoS de 
leon, mar celi no caSTro, Julián vicenTe PaS­
Tor, Jua na Tiu Tzoy, Juana ramirez de la cruz, 
maría cruz raymundo, do minGo ray mundo 
raymundo, franciS ca cecili barrera mendez, 
dieGo San TiaGo ce dillo, ciPriano anTonio 
ber nal mora leS, nicolaS bernal, ana maTon 
rami rez, Juan cruz, Tiburcio uTuy, JacinTo 
marcoS raymund GaSPar Gonzalez Sanchez, 
Juana reynoSo chavez, maría cedillo cedillo, 
mar GariTa raymun do melendrez, fran ciSco 
maTon, ana de leon loPez, TomaS raymundo 
Perez, albero loPez PaSTor, Pedro Pacheco 
boP, JacinTo luPamac Gomez, franciSco ve­
laSco marroquin, ma nuel Perez de leon, 
Juan loPez lux, elena br iTo, feliciana 
raymundo Gon zalez, nicoláS Toma maTon, 
franciSco Guzman ramirez, cecilia ramirez 
ray mundo, Pedro caba caba, maría loarca 
rodriGuez, se constata que en las comunidades 
ixiles, se produjeron muertes en forma violenta, las 
cuales fueron perpetradas por el ejército de Guatemala, 
lo que provocó que los sobrevivientes huyeran a la 
mon taña, para proteger sus vidas. A través de esas 
de claraciones, también ha quedado establecido que 
los habitantes de dichas comunidades, eran indíge nas 
del área ixil, que se dedicaban a la agricultura, prin-
cipalmente al cultivo de milpa.

A lo largo de las declaraciones de los testigos 
apor tados por el Ministerio Público y las Querellan-
tes Adhesivas, los Juzgadores hemos podido constatar 
que en las incursiones violentas realizadas por el Ejér-
cito, se produjeron los mismos patrones de conducta: 
muerte violenta de las personas con cuchillos o con 
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ar mas de fuego, incendio de las viviendas, inclusive 
con personas adentro de las mismas; muerte sistemáti-
ca de niños, adultos y ancianos, en forma indiscrimina-
da, que sembró el terror en las personas que lograron 
huir y sobrevivir en la montaña. También al escuchar 
a los testigos propuestos por el Ministerio Público y 
de las instituciones que actúan como Querellantes 
Ad hesivas, pudimos constatar el dolor de las víctimas, 
quie nes tuvieron conocimiento de la muerte de sus 
se res queridos y experimentaron la impotencia de no 
po der hacer nada para evitarlo, quedándoles únicamen-
te la opción de huir a la montaña en donde se refugiaron. 
Siendo totalmente necesario dar a conocer que las 
per sonas que huyeron a la montaña, en las diferentes 
regiones del área de Santa María Nebaj, San Juan Cot-
zal y San Gaspar Chajul, estuvieron refugiados aguan-
tando hambre, muriendo algunas personas que no 
pudieron resistir la falta de alimentos y medicinas.

Las declaraciones rendidas por las mujeres ixiles 
maGdalena bernal de Paz, elena de Paz San­
TiaGo, ana loPez, ana Pacheco ra mriez, 
maGdalena maTon raymun do, Jua na Sanchez 
Toma, carmen Tere Sa Pe rez loPez, marGariTa 
rivera ceTo, maría cavinal rodriGuez, ceci­
lia baca Ga lleGo, ana maTon y Juana her­
nandez demuestran que fueron violadas sexualmente 
por sol dados del ejército, siendo evidente el dolor que 
todavía ex perimentan al recordar los hechos, pues se 
utilizó vio lencia física y psicológica utilizada en contra 
de ellas, al ser abusadas sexualmente, y según manifestó 
una de ellas, inclusive fue violada, por aproximadamen-
te veinte soldados durante el tiempo que estuvo en el 
calabozo. Estas declaraciones demuestran en forma 
con tundente que sí existió violación de mujeres por 



106 Condenado por genocidio

parte de miembros del ejército de Guatemala. Lo que 
también se corrobora con la declaración de los testi-
gos Julio velaSco raymundo, Pedro herrera 
bernal y huGo ramiro leo nardo reyeS, quienes 
indicaron haber visto la vio lación efectuada a las 
mujeres. Y se confirma con el peritaje efectuado por 
la perito Paloma Soria mon Tañez, quien fue precisa 
en acreditar en su pe ritaje que el ataque contra las 
mujeres fue sistemático, siendo parte de una estrategia 
para destruir a los ixiles. Ataque que incluyó violaciones 
a menores, mujeres em barazadas y ancianas. El peritaje 
efectuado constata que las violaciones se produjeron 
en forma continuada y contribuyeron a la destrucción 
del tejido social; ex plicando que tanto las violaciones 
y mutilaciones, oca sionaron trauma de terror, des-
trucción física y cul tural, teniendo como objetivo 
eliminar a la etnia ma ya ixil, destacando la violencia 
y humillación a la que fueron sometidas las mujeres. 
Siendo calificada por la perito como una muestra 
grave de absoluta des humanización, pues la violencia 
sexual se utilizó en forma intencionada, lo que 
concuerda con el Plan Vic toria Ochenta y Dos. Des-
tacando en su declaración y peritaje, el papel de la 
mujer ixil, pues las mujeres son las encargadas de la 
reproducción física del ser humano y la reproducción 
de la cultura. Lo que hace com prensible a los Juzgadores, 
que se haya decidido vio lar a las mujeres, no sólo como 
botín de guerra, sino también para lograr la ruptura 
del tejido social y lograr la eliminación de la semilla 
ixil, siendo por lo tanto los actos de violencia sexual 
y métodos usados, for mas de destruir al grupo, 
comprobándose así la in tención de destruir al grupo 
completo. Siendo las vio laciones sexuales a las mujeres, 
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prueba objetiva de la intención de destruir al grupo 
ixil.

A este análisis se une la declaración y peritaje 
efec tuado por el Doctor Jaime romeo valdez eS­
Trada, que da a conocer el ataque armado realizado 
en forma sistemática por parte de miembros del ejér-
cito, lo que afectó el tejido social de las comunidades 
ixiles, que se vieron obligadas a refugiarse en la mon-
taña. En su peritaje el Doctor valdez eSTrada, 
in dica como los ixiles fueron capturados siendo obliga-
dos a conformar las patrullas de autodefensa civil, lo 
que contribuyó a alterar su identidad, generando rebel-
día, así como cambios en su cultura para sobrevivir 
y hacer frente a la situación. En su amplio peritaje, 
in dica como la situación de violencia produjo la des-
trucción de la cultura maya ixil. Describiendo como 
el desplazamiento forzado, violentó sus derechos cul-
turales, entre ellos la posibilidad de enterrar a sus 
muertos. En forma objetiva hace ver como el ataque 
violento hacia las víctimas y la destrucción del maíz, 
co mo alimento sagrado, representa una de las prácticas 
para quebrar la voluntad del pueblo ixil. En forma 
di dáctica, el historiador explica cómo las relaciones 
co tidianas de convivencia del pueblo ixil, se rompen, 
por que el ejército llegó a considerarlos como objetivo 
de guerra, lo que explica que el conflicto armado, 
conllevara una organización, pues no se realiza en 
for ma espontánea. Este peritaje histórico, también 
sirve para determinar el dolor que experimentaron 
los ixiles, al ser desarraigados, obligándoles a abandonar 
sus tierras, su mundo y sus costumbres, rompiendo 
así el contacto con sus antepasados, en el afán de qui-
tarles sus elementos culturales. Punto muy importante 
de su peritaje lo constituye el establecer que la mujer 
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fue objetivo de guerra, concluyendo que a las mujeres 
em barazadas se les sacó el niño, porque es “una semilla 
que hay que matar”, circunstancia que apreciamos los 
juz gadores, porque evidencia en forma objetiva, la 
in tención de hacer desaparecer al grupo maya ixil; 
bus cando romper con la figura de la mujer, porque 
es portadora de vida, la que transmite los valores de 
la comunidad, la que da los conocimientos básicos 
pa ra la vida. Siendo admirable para los Jueces la forma 
en que los ixiles han defendido su identidad cultural, 
aún en medio de la adversidad, porque es claro que 
in cluso se prohibió hablar el idioma materno, el cual 
han conservado como elemento cultural de resisten-
cia a la imposición cultural y militar a la que fueron 
so metidos. El peritaje histórico pone de manifiesto 
que los ixiles vivían en condiciones sociales y econó-
micas deplorables, en la miseria, en exclusión y por 
querer cambiar sus condiciones de vida se les llegó a 
con siderar “enemigos”, lo que llevó al ejército a intentar 
cambiar su mentalidad, a través de la violencia. Lle-
gan do a considerar el término ixil, igual que guerrillero, 
estigmatizando así a los habitantes de origen ixil por 
su idioma, traje y costumbres.

Resulta importante incluir dentro de nuestro aná-
lisis el peritaje efectuado por el Doctor PaTrick do­
nell ball, que demuestra en forma estadística que 
de abril de mil novecientos ochenta y dos a julio de 
mil novecientos ochenta tres, el ejército dio muerte 
a indígenas en el área ixil, en un cinco punto cinco 
por ciento, lo que viene a confirmar en forma numérica, 
lo dicho por las víctimas.

Dentro del análisis de cada testigo, podemos en-
contrar el daño físico y emocional, que todas éstas 
per sonas han sufrido, lo cual aún cuando han pasado 
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mas de treinta años, todavía persiste, observando los 
Juz gadores las secuelas emocionales que presentan, 
las cuales son compatibles con el peritaje psicológico 
efec tuado por la Perito nieveS Gomez duPuiS, 
quien en forma detallada explicó los traumas sufridos 
por las víctimas de las masacres, la alteración que se 
pro dujo en la identidad de los sobrevivientes de las 
ma sacres, la tortura, dolor y terror del cual fueron 
objeto; circunstancias que han afectado su desarrollo 
fí sico y emocional. Además de explicar el duelo al-
terado, al haber sido privados de enterrar a sus familia-
res, y realizar las ceremonias acostumbradas en la 
co munidad. La perito fue amplia en explicar cómo 
las masacres de las cuales fueron objeto los ixiles, 
pro dujo una cultura de desconfianza, desintegración 
fa miliar, y falta de seguridad afectiva en las personas 
que sobrevivieron los hechos. Dando a conocer la 
es tigmatización, daños físicos y morales sufridos por 
las mujeres que fueron objeto de violación. Resaltando 
el daño mental que sufrieron las personas a raíz del 
des plazamiento, porque fueron desarraigadas y obli-
gadas a dejar su vida, su mundo, su ambiente. Se les 
obligó en forma violenta a romper sus vínculos. En-
ten diendo los Juzgadores, que todos éstos fueron 
me canismos utilizados por el ejército, para destruir 
a las personas en sí, y al grupo ixil, como tal. Siendo 
útil el peritaje y declaración de la perito Gomez 
duPuiS, para comprobar la existencia de lesiones 
men tales, en las víctimas, pues fueron objeto de perse-
cuciones constantes, terror y estrés extremo. Siendo 
obligados a huir a la montaña y los que regresaron 
tu vieron que participar en forma obligada a ser parte 
de las patrullas de autodefensa civil, vivir en destaca-
mentos y aldeas modelos, en donde no se les permitió 
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ex presarse libremente. Todos los elementos descritos 
por la perito, permiten establecer al Tribunal, que las 
per sonas que sobrevivieron a las masacres, sufrieron 
da ños psicológicos, que han repercutido en su desarro-
llo hu mano y que los efectos todavía se encuentran 
vi gen tes e incluso han afectado a los hijos de las vícti-
mas, pro vocando un daño generacional, que explica 
la lucha del grupo por reconfigurar su identidad y la 
admirable ne cesidad de crear mecanismos para resistir, 
evitando la eliminación cultural de su grupo étnico.

La declaración e informe rendidos por la perito 
marTa caSauS arzu da los insumos para comprender 
la diferencia conceptual de los términos discriminación 
y genocidio, permitiendo conocer los antecedentes 
his tóricos sociológicos referentes al Racismo, desde 
el siglo xvi al siglo xxi. Explicando los principales 
estereotipos acerca de los indígenas, haciendo ver por 
qué se ha considerado a los indígenas como raza infe-
rior. Sirviendo también su peritaje para confirmar la 
vio lación de mujeres durante la guerra y comprender 
que se llegó a considerar que los ixiles eran enemigos 
pú blicos. Haciendo ver la perito, que existió la intencio-
na lidad de eliminar al grupo. Además de ser útil el 
pe ritaje para establecer que se consideró el racismo 
co mo una maquinaria de exterminio, siendo el racismo 
la base para el genocidio. El peritaje efectuado por la 
perito caSauS arzu, sirve para establecer que la 
violencia sexual es expresión de racismo, deshumaniza-
ción y cosificación de las mujeres violadas, lo que se 
con firma con la declaración de las propias mujeres 
ixiles que rompieron el silencio e indicaron la forma 
en que fueron violadas.

De acuerdo con el peritaje rendido por el Doctor 
ra mon cadena ramila en el conflicto armado 
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que se produjo en Guatemala, se irrespetaron Principios 
de Derecho Humanitario, pues se obvió distinguir 
en tre objetivo militar y población civil, ocasionando 
da ños superf luos e innecesarios; llegando a atacar a 
la población ixil, por considerarlas como enemigo 
in terno, lo que provocó el desplazamiento de miles 
de pobladores, lo que se ha calificado como una perse-
cución masiva. Quienes juzgamos entendemos que 
en cualquier actividad humana, al realizar un proceso 
de planificación, ha existido una motivación previa, 
un objetivo que alcanzar, las ideas surgen en el pensa-
miento humano, se justifican y se elaboran las acti-
vidades tendientes a la realización de los objetivos, 
de terminando a quiénes va dirigido, la metodología, 
las técnicas e inclusive la evaluación de los resultados. 
Y esto que es aplicable para cualquier área del conoci-
miento, también fue utilizado y puesto en marcha en 
los planes operativos del Ejército, identificados como 
Plan vicToria ochenTa y doS, Plan fir meza 
ochenTa y TreS y Plan Sofia. Sólo que con la 
finalidad de destruir a aquellos que eran considerados 
como enemiGoS, dentro del con texto del conflicto 
armado que se produjo en nuestro país. Al revisarlos, 
puede claramente encontrar se los objetivos, para lo 
cual resulta importante ana lizarlos en la forma siguiente: 
el Plan vicToria ochenTa y doS contempla como 
objetivos definir a la población, eliminar a los sub-
versivos que no pu die ron deponer las armas, aniquilar 
a los comités clan  destinos locales. Ordena la mili-
tarización de las per  sonas, así como el uso de operaciones 
psicológicas pa ra cambiar su forma de pensar; se 
organizan redes de informantes y el adoctrinamiento 
diario. Contempla la formación de patrullas, puestos 
de registro, censos. Con la obligación de los comandos 
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de reportar cada quin ce días la información. Entre 
los Anexos, aparece la hoja de distribución, que 
contempla la distribución al Presidente de la República 
y Comandante General del Ejército, circunstancia 
importante porque sirve pa  ra establecer que el acusado 
JoSé efraín ríoS monTT, estaba enterado del 
referido Plan. Además en el anexo “C”, iii Ejecución, 
primera fase aparecen con  templados los mensajes 
dominicales a cargo del Se  ñor Presidente de la República, 
lo que significa que éstos mensajes formaban parte 
del Plan preconcebido. Así mismo se establece que 
como parte del mismo plan aparece la participación 
de los Ministerios y las ac  tividades asignadas a cada 
uno. En el anexo F del Plan de Operaciones Victoria 
Ochenta y Dos, al refe rirse a la Situación de las Fuerzas 
Enemigas se reconoce la existencia de las grandes 
masas de indígenas del altiplano de la nación, la escasez 
de tierra, la inmensa po  breza, así como el vandalismo, 
violaciones, robos, des  trucción de cosechas, cometidos 
por el ejército. En contrándose en el Anexo H, las 
órdenes y normati vas de conducta que contienen 
emanadas por el Co man dante General del Ejército e 
incorporadas por el Es tado Mayor General del Ejército 
al Plan Victoria Ochenta y dos. Lo que aparece 
explicado en detalle en el peritaje rendido por el perito 
quilo ayuSo, en donde recapitula la participación 
del General Efraín Ríos Montt, como Presidente y 
Comandante General del Ejército.

En el mismo orden de ideas el Plan firmeza 
ochenTa y TreS da lineamientos para prevenir el 
posible surgimiento de las organizaciones subversivas. 
Con templando entre las estrategias militares el aislar 
a los delincuentes subversivos para que éstos sean 
eli minados por medio de operaciones tácticas. Contem-



113Condenado por genocidio

plando entre sus objetivos el materializar los enuncia-
dos del Plan Victoria Ochenta y dos, así como alcanzar 
el control físico y psicológico de la población, además 
de neutralizar al enemigo y eliminarlo con operaciones 
tácticas. Dentro de este plan se establece que cada 
co mando militar determinará la forma de operar en 
su área jurisdiccional, de acuerdo a la inteligencia y 
si tuación propia. Siendo el comandante el responsable 
de todos los aspectos tácticos y logísticos. El Plan 
fir meza ochenTa y TreS contempla que al ser 
detec tado el enemigo deberán de perseguirlo hasta 
lograr su captura o destrucción. Estableciendo la 
obligación de enviar informes periódicos de las opera-
ciones cada quince días. Entre las estrategias militares 
establece la organización de la población en patrullas 
de autodefensa civil, el control territorial y poblacio-
nal. El apoyo aéreo, a través del Centro de Operaciones 
Conjuntas del Estado Mayor General del Ejército, 
te niendo como alterno al Centro de Transmisiones 
de la Fuerza Aérea Guatemalteca. Además de contem-
plar en el Apéndice Uno de Inteligencia, que “en las 
montañas del altiplano nacional, también hay campa-
mentos nómadas de refugiados, los cuales son contro-
lados, movilizados y politizados”, lo que confirma lo 
dicho por los peritos roSada GranadoS y oGleSby, 
y testigos que declararon en relación a la forma en 
que huyeron a la montaña.

El Plan Sofia contempla el exterminio de los 
ele mentos subversivos, como parte de la misión. Da 
las instrucciones para que los paracaidistas y helicópte-
ros lleguen a Palob, Parramos y otras poblaciones, 
pa ra realizar las operaciones ofensivas. Es importante 
ana lizar que dentro de las instrucciones de coordinación, 
se indica que “debe respetarse la vida de mujeres y 
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ni ños, hasta donde sea posible”, circunstancia que 
dejó abierta la posibilidad de matar a estos elementos 
de la población, puesto que la instrucción debió con-
templar la prohibición total para defender y proteger 
a la población civil, lo cual no ocurrió en el presente 
caso. Dentro de la documentación adjunta al Plan 
Ope ración Sofía se encuentran telegramas en los cua-
les se establece que se capturaron niños, los cuales 
fueron llevados al destacamento. En los telegramas 
tam bién se informa que se tiene el control de la po-
blación y que se ha cumplido con la misión.

Siguiendo un camino lógico, encontramos que 
los Planes antes enunciados, guardan entre sí correla-
ción, puesto que el Plan Victoria Ochenta y Dos, y 
Firmeza Ochenta y Tres dan los lineamientos, la meto-
dología, la estrategia a seguir, mientras que el Plan 
Operación Sofía concretiza la realización.

A los Juzgadores nos parece importante resaltar 
que en su actuación el Ejército, perpetró esas masa-
cres, ha ciendo uso de un mismo patrón de conducta, 
lo cual se verifica en las acciones realizadas en cada 
comunidad, siendo esta circunstancia muy impor tante, 
por que evidencia la existencia de una planifica ción 
pre via y el cumplimiento de esa planificación. Por 
qué decimos eso? Esto es importante, pues como se 
ha comprobado las acciones violentas realizadas en 
contra de los ixiles, no fue una actividad espontánea, 
sino la concretización de planes previamente elabora-
dos, que conformaban parte de la política de Estado 
ten diente a la eliminación de un grupo étnico determi-
nado. Pues es evidente que los grupos militares que 
llegaron a cada una de las comunidades, adoptaron 
el mismo patrón de comportamiento, muertes violen-
tas, incendio de viviendas, destrucción de la comunidad. 
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Lo cual al compararlo con las directrices existentes 
en el Plan Victoria Ochenta y Dos, Firmeza Ochenta 
y Tres y Plan Operación Sofía, vienen a constituirse 
en la materialización de esos planes.

Al efectuar el análisis doctrinario del Delito de 
Ge nocidio y confrontarlo con la prueba producida 
en el debate encontramos que con la declaración de 
las mujeres y hombres ixiles, se estableció que efectiva-
mente pertenecen al grupo étnico ixil, y que tenían 
asen tadas sus comunidades en las áreas de Santa María 
Nebaj, San Juan Cotzal, y San Gaspar Chajul, en el 
de partamento del Quiché. Habiéndose comproba do 
hasta la saciedad que eran poblaciones civiles, dedica-
das a la agricultura. A través de la prueba aportada 
durante el desarrollo del debate, con la declaración 
de las víctimas y los peritajes antes enunciados, se ha 
com probado que se destruyó parcialmente un grupo 
étnico, en el presente caso un cinco punto cinco por 
ciento, de la población maya ixil. Habiéndose producido 
la matanza de miembros del grupo, como se demuestra 
con las declaraciones de las víctimas sobrevivientes, 
quienes claramente indicaron cómo mataron a sus 
fa miliares, así como con los peritajes antropológicos 
y arqueológicos que muestran la existencia de múlti-
ples cementerios clandestinos. Quedando comprobadas 
las lesiones a la integridad física con las declaraciones 
de las víctimas, principalmente las mujeres que fueron 
ob jeto de violación y las lesiones mentales con el pe-
ritaje efectuado por la perito Gomez duPuiS, quien 
en forma analítica detalló todos los daños ocasionados 
a las víctimas. En nuestro camino de análisis quedó 
de mostrado el traslado de niños de un grupo a otro, 
pues tal como lo indicaron los testigos JacinTo lu­
Pamac Gomez, Tiburcio uTuy y Julio ve laSco 



116 Condenado por genocidio

raymundo, a los niños sobrevivientes se los llevaron 
a los destacamentos y después fueron tras ladados a 
vivir en otros lugares, inclusive a la ciu dad, en donde 
no conocían a nadie, y ni siquiera podían comunicarse 
en su idioma materno, negándose les así su capacidad 
y libertad de expresión.

A lo largo del presente debate, se ha comprobado 
en forma objetiva, que la población civil del grupo 
ixil, residente en las aldeas y caseríos de Santa María 
Ne baj, San Juan Cotzal y San Gaspar Chajul, fueron 
ob jeto de asesinatos en forma masiva, constitutivos 
de masacres, tortura, degradación, violaciones sexuales 
ma sivas, desplazamiento forzoso, traslado de niños 
de un grupo a otro, por lo que los Juzgadores estamos 
to talmente convencidos de la intención de producir 
la destrucción física del grupo ixil. Constatándose 
que en el caso que se juzga se produjeron los elementos 
que configuran el delito de Genocidio, regulado en 
el artículo 376 del Código Penal, porque se produjo 
ma tanza de los miembros del grupo; lesión grave a la 
in tegridad física o mental de los miembros del grupo, 
so metimiento intencional del grupo a condiciones de 
exis tencia que hayan de acarrear destrucción física, 
to tal o parcial; medidas destinadas a impedir los na-
cimientos del seno del grupo, así como traslado por 
fuerza de niños del grupo a otro grupo lo que se com-
probó con la prueba antes analizada.

La declaración y peritaje militar efectuado por el 
Pe rito rodolfo robleS eSPinoza, permite estable-
cer que los miembros del alto mando del ejército te-
nían el dominio del hecho, y que su posición podía, 
haber detenido los ataques reales a la población civil, 
la desaparición del grupo maya ixil e impedir la impu-
nidad, así como la violación a los Derechos Humanos. 
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En su amplio peritaje, hace ver que el Estado avaló 
la existencia de un enemigo interno, existiendo opera-
ciones de combate, planificación y control. Haciendo 
ver que en una organización es responsable el Jefe de 
di  cha organización militar. Además de explicar que 
la aplicación del Plan de camPaña vicToria 
ochenTa y doS, aplicado al área ixil, llevó los mis-
mos patrones de conducta: muertes violentas, arra-
samiento de aldeas, quema de viviendas y siembras. 
Lo que obligó a las personas a desplazarse, para salvar 
sus vidas. Mientras que otras personas se vieron obli-
gadas a entregarse al ejército, por hambre y conformar 
las patrullas de autodefensa civil. El perito hizo ver 
que también se pusieron en práctica el Plan firme­
za ochenTa y TreS y el Plan oPeración So fia, 
los cuales incluían información periódica de las 
actividades militares realizadas, los cuales eran de 
co nocimiento de los miembros de los Estados Mayores. 
Siendo evidente que los miembros del Alto Mando, 
te nían dominio del poder militar, para la aplicación 
de la estrategia; razón por la cual podían haber detenido 
los efectos reales, que sus subordinados estaban pro-
duciendo, para impedir la violación de los Derechos 
Hu manos. Por lo que la responsabilidad en el alto 
man do alcanzó al Jefe de Estado de Facto y Comandan-
te General del Ejército, en ese entonces JoSé efraín 
ríoS monTT, quien tenía liderazgo activo y conoci-
miento de todo lo que sucedía. Por otra parte merece 
la pena indicar que en el Anexo H, del Plan vic­
Toria ochenTa y doS, aparece en la segunda fa se 
del Plan, los mensajes dominicales, como activi dad 
específica a realizarse por parte del entonces Pre -
sidente de la República, lo que corrobora que efec ti-
vamente la actividad fue previamente planificada y 
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obe decía a los objetivos específicos elaborados. Por 
lo antes expuesto, los Juzgadores consideramos que 
el acusado JoSé efraín ríoS monTT, tuvo conoci-
miento de todo lo que estaba ocurriendo y no lo de-
tuvo, a pesar de tener el poder para evitar su perpe-
tra ción. Además de estar enterado de la existencia e 
im plementación de los Planes vicToria ochenTa 
y doS, firmeza ochenTa y TreS y Plan oPe­
ración Sofia, los cuales autorizó. Siendo cla  ro al 
indicar que no se pueden implementar planes, sin la 
autorización del Comandante General del Ejér cito. 
Además de existir responsabilidad de Mando, pues el 
Comandante General del Ejército, es la máxima au-
toridad y quien ejerce el mando. Indicando que exis-
tía la responsabilidad de elaborar informes perió dicos 
de operaciones, lo que permite establecer que las 
máximas autoridades militares estaban enteradas de l 
avance de los planes. Dentro de su amplia explica ción 
el Perito robleS eSPinoza indicó que un D2 Di-
rector de Inteligencia Militar, no tiene capacidad de 
mando, por lo que no puede ordenar a una base mi-
litar, no puede ordenar que se entregue a detenido, 
no tiene ingerencia en el campo de operaciones, y no 
se le puede responsabilizar de ninguna acción. Acla-
rando que el Director de Inteligencia no tiene respon-
sabilidad, porque no tiene mando sobre el campo de 
ope raciones. Explicando que en el caso del Quiché, 
co  rrespondía la Zona Veinte, asignada a la Fuerza de 
Tarea Gumarcaj.

Los Juzgadores aplicando la Lógica, la Psicología 
y la Experiencia, com Principios de la Sana Crítica 
Ra zonada, entendemos que el acusado JoSé efraín 
ríoS monTT, como Jefe de Estado De Facto y Coman-
dante General del Ejército de Guatemala, es lógico 
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que tuvo conocimiento de todo lo que estaba ocurrien-
do en las aldeas ubicadas en el Quiché, de todas las 
ma  sacres que se estaban cometiendo y no lo detuvo, 
a pesar de tener el poder para evitar su perpetración. 
Por qué decimos que estaba enterado? Porque lógica-
men te al estar al mando del Estado de Guatemala, en 
su calidad de Jefe de Estado De facto, tenía conocimien-
to de la planificación elaborada para controlar las 
zo nas rojas, donde creían que estaba la guerrilla, lo 
que les llevó a poner en práctica los Planes Victoria 
Ochenta y Dos, Firmeza Ochenta Y Tres y Plan Ope-
ra ción Sofía, en los cuales claramente se indica en que 
debe efectuarse el control de la población y eliminar 
al “enemigo interno”. Por supuesto, en la práctica, no 
se quedó únicamente en enunciados de la planifica-
ción, sino que los planes se realizaron, pues como 
pu dimos cons tatar con la declaración de los testigos, 
se arrasaron las aldeas, se quemaron las viviendas y 
ma taron a las per sonas. Sería ilógico pensar que el 
Jefe de Estado De facto, en ese momento, JoSé efraín 
ríoS monTT, des conocía lo que estaba ocurriendo 
en las aldeas de Quiché, cuando los propios testigos 
in dican que llega ban aviones y helicópteros que tira-
ban bombas a la po blación. Pues tal como lo indicó 
el perito JoSé luiS quilo ayuSo, el Comandante 
General del Ejército era el General JoSé efraín ríoS 
monTT, confirmando que efectivamente los Planes 
son autorizados por el Presidente de la República y 
Co mandante General del Ejército y fueron elaborados 
por el Director de Inteligencia Militar. Siendo claro 
el perito al indicar que en el Plan Victoria Ochenta y 
Dos, en el numeral romanos dos, artículo 3, se establece 
el aniquilar a los Comités clandestinos, que eran fuer-
zas comunitarias que atentaban contra la población. 
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Siendo uno de los objetivos del ejército, el recuperar 
a la población civil. Describiendo en su peritaje la 
par ticipación del General JoSé efraín ríoS monTT, 
du rante el enfrentamiento armado interno, indicando 
que fue quien dio la orden para elaborar el proyecto 
del Plan Nacional de Seguridad y Desarrollo y ordenó 
la elaboración del Plan de Campaña Nacional, al cual 
se le denominó Victoria Ochenta y Dos, constatándose 
así que no sólo ordenó su elaboración, sino que tam-
bién lo conocía y desde, luego autorizó para que se 
lle vara a la práctica, teniendo conocimiento también 
de las masacres ocurridas, sin ordenar que cesaran.

Por las razones expuestas los Juzgadores consi-
deramos que la conducta del acusado JoSé efraín 
ríoS monTT encuadra en el delito de Genocidio, 
con templado en el artículo 376 del Código Penal, en 
ca lidad de autor de conformidad con el artículo 36 
in ciso 3) del mismo cuerpo legal, por lo que debe de 
im ponérsele la pena correspondiente.

Y en relación al acusado JoSé mauricio rodrí­
Guez Sánchez, como Director de Inteligencia del 
Ejér cito, de acuerdo con lo manifestado por el perito 
ro bleS eSPinoza, al indicar que un D-DOS no tiene 
in jerencia en el campo de operaciones, y no se le puede 
res ponsabilizar de ninguna acción. Aclarando que el 
Director de Inteligencia no tiene responsabili dad, 
por que no tiene mando sobre el campo de operacio-
nes, así como el hecho que en la coordinación de cada 
Comando Militar determina la forma de operar en 
área jurisdiccional, de acuerdo a la inteligencia y situa-
ción propia, quienés juzgamos por absolverlo de los 
delitos por los cuales se le acusa, en aplicación del 
articulo 14 de la Constitución Política de la República 
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de Guatemala y el artículo 14 del Código Procesal 
Pe nal que indican que la duda favorece al reo.

b. de loS deliToS conT r a  
loS deber eS de hum a ni da d

Los Juzgadores consideramos que con los medios de 
prueba que se han analizado, ha quedado comprobado 
que los pobladores de Santa María Nebaj, San Juan 
Cot zal y San Gaspar Chajul, pertenecían al grupo 
ét nico ixil, personas dedicadas a las actividades 
agrícolas, una población civil, que fue atacada sin 
oponer ningún tipo de resistencia. Habiendo quedado 
ampliamente de mostrado a través de los peritajes 
histórico social y militar, así como con las declaraciones 
testimoniales de los testigos presenciales, que los 
hombres, mujeres, an cianos y niños, fueron objeto de 
trato inhumano, siendo sacados de las viviendas en 
donde se encontraban, sometidos a tortura, gran 
cantidad de mujeres violadas y los sobrevivientes 
obligados a huir a la montaña pa ra salvar su vida. Lo 
que demuestra el ensañamiento y perversión brutal 
con la cual fueron tratados. Ha biendo quedado 
demostrado que la finalidad era hacer de  saparecer al 
grupo étnico ixil. Los Juzgadores al efectuar el estudio 
y encuadramiento de las acciones efectuadas por el 
acusado JoSé efraín ríoS monTT, lo cual quedó 
comprobado con la prueba producida en el debate 
consideramos que efectivamente el sindi cado JoSé 
efraín ríoS monTT, al tener conocimiento como 
Jefe de eSTado de facTo, y coman danTe Gene­
ral del eJerciTo, y permitir la aplicación de tratos 
inhumanos a los pobladores ci viles de las aldeas y 
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caseríos ubicados en Santa María Ne baj, San Juan 
Cotzal, y San Gaspar Chajul, encuadró su conducta 
en los deliToS conTra loS de bereS de humani­
dad, en calidad de autor de con formidad con los 
artículos 36 inciso 3) y 378 del Có digo Penal, por lo 
que debe imponérsele la pena co rrespondiente.

En relación al acusado JoSé mauricio rodrí­
Guez Sánchez, al no haberse demostrado su partici-
pación en los hechos que se le atribuyen, sobre todo 
con la declariación aportada por el perito robleS 
eS Pinoza, al indicar que un d­doS no tiene injerencia 
en el campo de operaciones, y no se le puede responsa-
bilizar de ninguna acción. Aclarando que el Director 
de Inteligencia no tiene responsabilidad, porque no 
tie ne mando sobre el campo de operaciones, así como 
el hecho que en la coordinación de cada Comando 
Mi litar determina la forma de operar en su área ju-
risdiccional, de acuerdo a la inteligencia y situación 
pro pia, quienes juzgamos por absolverlo de los delitos 
por los cuales se le acusa, en aplicación del artículo 
14 de la Constitución Política de la República de Gua-
temala y el artículo 14 del Código Procesal Penal que 
indican que la duda favorece al reo.

A) de la Pena a imPoner: Los Juzgadores en cum-
 plimiento del artículo 5 del Código Penal, pro cedemos 
a efectuar el análisis de la pena a imponer la forma 
siguiente: A.1 del minimo y maximo de la Pena 
Para el deliTo de Genoci dio : El artículo 376 del 
Código Penal establece el de lito de Genocidio, con-
templando la pena de treinta a cincuenta años de 
prisión, dentro de ese pa rámetro los Juzgadores hemos 
optado por imponer la pena de cincuenTa añoS de 
PriSion inconmuTableS. A.2 Del minimo y maxi­
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mo de la Pena Para loS deliToS conTra loS 
debereS de humanidad: El artículo 378 del Código 
Penal establece la pena de veinte a treinta años de 
prisión, dentro de ese parámetro opta mos por imponer 
la pena de TreinTa añoS de PriSion inconmuTa­
bleS. El Tribunal está cons ciente que ningún ser 
humano, vive la totalidad de la cantidad de años 
impuesta, sin embargo en cum plimiento de la ley, 
hemos aplicado la pena correspon diente, porque no 
podemos dejar de observar que fue un considerable 
número de personas las que fueron ase sinadas en las 
múltiple masacres perpetradas en el área ixil, por lo 
que tampoco podemos invisibilizar a las víctimas, ni 
dejar de cumplir con nuestro deber.

B) De la PeliGroSidad del ProceSado: El Tribunal 
no cuenta con elementos científicos para de terminar 
la peligrosidad del acusado.

C) De loS anTecedenTeS de laS vícTi maS: Que-
dó demostrado a través de los peritajes his tórico social, 
militar, registral y declaraciones de los testigos, qué 
los pobladores de Santa María Nebaj, San Juan Cotzal, 
y San Gaspar Chajul eran personas pertenecientes al 
grupo étnico ixil, pacíficos, dedicados a la agricultura, 
población civil no beligerante.

D) De loS anTecedenTeS del acuSado : De 
acuerdo a lo declarado por el Perito quilo ayuSo, 
y la prueba documental aportada el acusado JoSé 
efraín ríoS monTT, en el período comprendido 
del veintitrés de marzo de mil novecientos ochenta y 
dos, al ocho de agosto de mil novecientos ochenta y 
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tres, fue comandanTe General del eJer ciTo de 
GuaTemala.

E) Del movil del deliTo de Genocidio y deliToS 
conTra loS debereS de huma nidad: Tomando 
como base los informes histórico so cial y militar, así 
como la declaración de los testigos pre sentados por 
el Ministerio Público y las instituciones que actúan 
como Querellantes Adhesivas, se ha deter minado que 
el móvil del delito estuvo constituido por la acción 
de eliminar en forma sistemática al grupo ét nico de 
los ixiles, intención que se hace evidente en los 
asesinatos en forma masiva, constitutivos de ma sacres, 
tortura, degradación, violaciones masivas, des-
plazamiento forzoso, traslado de niños de un grupo 
a otro, por lo que los Juzgadores estamos totalmente 
con vencidos de la intención de producir la destrucción 
fí sica del grupo ixil, por considerarlos base de la gue-
rrilla, y por lo tanto “enemigos internos”, a los cuales 
había que aniquilarlos.

F) De la exTenSion e inTenSidad del da ño 
ocaSionado Para el deliTo de Ge nocidio y 
deliToS conTra loS debe reS de humanidad: El 
daño ocasionado es de carácter irreparable, las vidas 
humanas que se perdieron en la masacres, rebasa todo 
nivel de entendimiento hu mano. Resulta inexplicable 
la actitud del acusado JoSé efraín ríoS monTT, 
quien teniendo conoci miento como Jefe de eSTado 
de facTo y co mandanTe General del eJerciTo 
de Gua Temala, permitió que el Ejército realizara 
to das las masacres, violaciones masivas, hostigamiento, 
tor tura y establecimiento de destacamentos en los 
cua les se limitaba la libertad de las personas. Es in-
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comprensible que el acusado, teniendo conocimiento, 
el poder y la capacidad para ordenar al ejército bajo 
su mando, permitiera que se masacrara a la población 
ci vil del grupo étnico ixil que en su mayor parte se 
de dicaba a la agricultura. La extensión rebasa la muerte 
de innumerables personas fallecidas, porque enlutó 
a varias familias Y la ejecución de sus pobladores, 
ten diente a la eliminación de la totalidad de la po-
blación ixil, con excepción de los sobrevivientes qué 
pudieron huir a la montaña, en donde estuvieron vi-
viendo en condiciones infrahumanas, expuestos a la 
falta de alimentos, medicinas y a estarse escondiendo 
constantemente para evitar ser capturados. Su intensi-
dad reba sa los límites, porque como quedó demostrado 
con el peritaje psicosocial efectuado por la Perito 
nie veS Gomez duPoiS, los familiares de las personas 
fallecidas se encuentran afectadas por lo ocurrido, 
pre sentando a la fecha stres postraumático. Habiendo 
observado los Juzgadores, el temor y dolor de los tes-
tigos al presentarse a declarar, aún cuando han pasado 
ya varios años. Aparte de lo indicado, los Juzgadores, 
te nemos que expresar que el reconocimiento del Delito 
de Genocidio, afecta a todos los guatemaltecos, 
porque además de producir daño a las víctimas en 
forma concreta, y a sus familias, también ha dañado 
el tejido social de los guatemaltecos. Creemos firme-
mente que el reconocer la verdad ayuda a sanar las 
he ridas del pasado y la aplicación de la justicia, es un 
de recho que asiste a las víctimas, el cual también con-
tribuye a fortalecer el Estado de Derecho en nuestro 
país. Haciendo conciencia que este tipo de hechos no 
deben de volver a repetirse, porque el pueblo de Gua-
temala desea vivir en paz, reconociendo nuestra iden-
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tidad, nuestra riqueza pluricultural, multilingüe, y el 
respeto a la libre expresión de nuestras ideas.

G) De laS circunSTanciaS aTenuanTeS y aGra­
vanTeS: Los Juzgadores no encontramos cir cunstan-
cias atenuantes, y en relación a las agravantes ya se 
encuentran comprendidas dentro de los tipos pe nales 
que describen cada delito.

del incidenTe denominado de la ine xiSTencia 
e inaPlicabilidad del TiPo Pe nal de Genocidio: 
El Tribunal en base al ana lisis efectuado en relacion 
al delito de Genocidio re gulado en el articulo 376 del 
Código Penal y la par ticipación de los acusados antes 
descrita, declara Sin luGar el Incidente denominado 
de la inexiS Tencia e inaPlicabilidad del TiPo 
Pe nal de Genocidio, planteado por el Abogado 
fran ciSco Garcia Gudiel, por lo antes considerado.

De la reParacion a laS vícTimaS: A lo lar go de 
las audiencias del debate, observamos que los testigos 
al narrar lo acontecido en sus comunidades, y referir 
la forma en que murieron sus familiares, concluyen 
en el clamor porque se les haga justicia y la exigencia 
que estos hechos no se vuelvan a repetir, lo cual encaja 
perfectamente en el Derecho a la Verdad, a la Justicia 
y a la No Repetición de los Hechos, lo cual constituye 
un Derecho de las Víctimas. Razón por la cual el 
Tribunal ordena la reparación moral de las víctimas 
en la forma siguiente: El artículo 124, es tablece: 
Derecho a la reparación digna. La reparación a que 
tiene derecho la víctima comprende la restaura ción 
del derecho afectado por el hecho delictivo, que inicia 
desde reconocer a la víctima como persona con to das 
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sus circunstancias como sujeto de derechos con tra 
quien recayó la acción delictiva, hasta las alter nativas 
disponibles para su reincorporación social a fin de 
disfrutar o hacer uso lo más pronto posible del de-
recho afectado, en la medida que tal reparación sea 
hu manamente posible, y en su caso, la indemnización 
de los daños y perjuicios derivados de la comisión del 
de lito; para el ejercicio de este derecho deben observarse 
las siguientes reglas: 1. La acción de reparación podrá 
ejer cerse en el mismo proceso penal una vez dictada 
la sentencia condenatoria. El juez o tribunal que dicte 
la sentencia de condena, cuando exista víctima de-
terminada, en el relato de la sentencia se convocará 
a los sujetos procesales y a la víctima o agraviado a 
la audiencia de reparación, la que se llevará a cabo al 
ter cer día. 2. En la audiencia de reparación se deberá 
acre ditar el monto de la indemnización, la restitución 
y, en su caso, los daños y perjuicios conforme a las 
re glas probatorias y, pronunciarse la decisión inme-
diatamente en la propia audiencia. 3. Con la decisión 
de reparación, y la previamente relatada responsabilidad 
pe nal y pena, se integra la sentencia escrita. 4. No 
obs tante lo anterior, en cualquier momento del proceso 
penal, la víctima o agraviado podrán solicitar al juez 
o tribunal competente, la adopción de medidas caute-
lares que permitan asegurar los bienes suficientes para 
cu brir el monto de la reparación. 5. La declaración de 
res ponsabilidad civil será ejecutable cuando la sentencia 
con denatoria qued firme. Si la acción reparadora no 
se hubiere ejercido en esta vía, queda a salvo el derecho 
de la víctima o agraviado a ejercerla en la vía civil. 
En el presente caso el Tribunal haciendo aplicación 
del precepto citado, así como del artículo 119 del Có-
digo Penal, tomando en cuenta los dictámenes periciales 
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y prueba producida en el debate, declara con luGar 
la reParacion diGna solicitada por los Quere llantes 
Adhesivos y Actores Civiles aSociacion Pa ra la 
JuSTicia y reconciliacion y cen Tro Para la 
accion leGal en dere choS humanoS, en la 
forma siguiente:
a) Disponer que quienes ejerzan las funciones de 

pre sidentes de los poderes del Estado (Poder Eje-
cutivo, Legislativo y Judicial), Secretaría de la 
Mu jer, Ministro de Gobernación y Ministro de 
la Defensa Nacional, de forma personal y no de-
legada, deberán pedir perdón a las mujeres del 
Pueblo maya ixil, por los actos de violencia de 
gé nero, incluidos los hechos de violencia sexual 
ejer cidos en su contra como consecuencia de los 
de litos de Genocidio y Delitos contra los Deberes 
de Humanidad de que fueron objeto durante el 
con flicto armado interno, en ceremonia a celebrarse 
en: i) el Palacio Nacional; y, ii) en cada una de las 
ca beceras municipales de Santa María Nebaj, San 
Juan Cotzal y San Gaspar Chajul.

b) Disponer que quienes ejerzan las funciones de 
pre sidentes de los poderes del Estado (Poder Eje-
cutivo, Legislativo y Judicial), Ministro de Gober-
nación y Ministro de la Defensa Nacional, de 
for ma personal y no delegada, deberán pedir per-
dón ante el Pueblo maya ixil, por los actos de 
Ge nocidio y Delitos contra los Deberes de Huma-
nidad de que fueron objeto durante el conflicto 
ar mado interno, en ceremonia a celebrarse en: i) 
el Palacio Nacional; y, ii) en cada una de las cabe-
ceras municipales de Santa María Nebaj, San Juan 
Cotzal y San Gaspar Chajul.
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c) Disponer que las autoridades educativas de cen-
tros de formación militar, policial o de cualquier 
en tidad que desarrolle funciones de prevención, 
in  teligencia e investigación incluyan procesos 
educativos permanentes, en materia de Derechos 
Hu manos y Derecho Internacional Humanitario. 
Di rigidos éstos a todo el personal, a fin de que 
“Nunca Más” ejecuten en el ejercicio de sus fun-
ciones actos que atenten contra la diversidad cul-
tural, el respeto a los derechos humanos y el De-
recho Internacional Humanitario.

d) Disponer que quienes ejerzan el Cargo de Presiden-
te de la República y Ministro de la Defensa Nacional 
de positen en las alcaldías municipales de Santa 
María Nebaj, San Juan Cotzal y San Gaspar Chajul 
un pergamino que contenga las disculpas del go-
bierno y el Ejercito de Guatemala al Pueblo maya 
ixil por los actos de Genocidio y Delitos Contra 
los Deberes de Humanidad cometidos en su contra.

e) Que el Ejecutivo construya un Monumento Na-
cional, así como en cada uno de lo municipios de 
Santa María Nebaj, San Juan Cotzal y San Gaspar 
Cha jul en homenaje a las víctimas de Genocidio 
y Delitos contra los Deberes de Humanidad duran-
te el conflicto armado interno, en el que se visibilice 
la violencia de género sufrida por las niñas y mu-
jeres ixiles, así también la sufrida por la niñez ixil.

f ) Disponer que el Ejecutivo, a través de las autorida-
des correspondientes, implementen centros de 
es tu dios de pre-primaria, primaria, secundaria, 
diversificado y universitaria en Santa María Nebaj, 
San Juan Cotzal y San Gaspar Chajul.

g) Que el Ejecutivo, a través de las autoridades co-
rrespondientes, incluyan dentro del Programa 
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Na cional de Resarcimiento, la categoría de Ge-
nocidio y Delitos contra los Deberes de Humani-
dad, para acceder al resarcimiento.

h) Que el Ejecutivo construya en la región ixil un 
Centro Cultural para el rescate y promoción de 
las expresiones culturales dirigido a la recupera-
ción de la memoria histórica y la no repetición de 
actos en contra de la libertad de pensamiento y 
la identidad cultural de los pueblos.

i) Que el Ministerio Público, a través de un mural 
de dicado al pueblo maya ixil, reafirme su compro-
miso para contribuir a un Sistema de Justicia res-
petuoso de la diversidad cultural.

j) El Ejecutivo deberá presentar un proyecto de ley 
al Congreso de la República, para que se emita el 
De creto Legislativo que disponga que el día vein-
titrés de marzo de cada año, se conmemore el Día 
Nacional contra el Genocidio.

k) Que el Ejecutivo desarrolle un programa de difu-
sión del contenido de la Sentencia a través de los 
me dios de comunicación oficiales y privados 
orientado a la no repetición de los actos de geno-
cidio, la convivencia pacífica de los pueblos y 
res peto a la identidad cultural y lingüística.

l) Que el Ejecutivo, a través del Ministerio de Educa-
ción y Cultura, cree un Museo Itinerante que 
pro mueva a nivel nacional e internacional el respe-
to a la identidad de los pueblos, la convivencia 
pa cífica y la no repetición de actos violatorios al 
De recho Internacional Humanitario y de los De-
rechos Humanos.
En cuanto a los plazos el Tribunal a pesar de que 

los Querellantes Adhesivos fijaron plazos para el 
cum plimiento de cada una de estas actividades, consi-
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dera que no puede establecer un tiempo específico, 
por la consecución de cada una de las actividades 
pre vistas y que el Tribunal a través de la presente re-
solución está admitiendo, conlleva una serie de pasos, 
tanto a nivel de orden jurídico, en cuanto a nivel logís-
tico y razones presupuestarias, por esa razón el Tribu-
nal no deja un plazo establecido para el cumplimiento 
de es tas actividades. Bajo el entendido que las personas 
in teresadas, en este caso los Querellantes Adhesivos, 
se encargarán en su momento, para que se haga efectivo 
ese cumplimiento, cuando la Sentencia llegue a su 
eje cución. También se deja constancia que en ningún 
mo mento se está condenando al Estado de Guatemala, 
las formas de reparación que fueron aceptadas, no 
cons tituyen condena al Estado, sino es utilización de 
los mecanismos adecuados, para hacer efectivo el de-
recho de reparación a las víctimas.

De la SiTuacion Juridica de loS ProceSa doS: 
Encontrándose el acusado JoSé efraín ríoS monTT, 
gozando de medidas sustitutivas, revoca la me dida 
dictada por el Juzgado Primero de Primera Ins tancia 
Penal de Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente 
y se ordena la inmediata detención, con el fin de 
asegurar el resultado del proceso y por la na  turaleza 
de los delitos por los cuales ha sido conde na do, 
ordenando su inmediato ingreso a prisión. De biéndose 
librar los oficios correspondientes. Encon trándose el 
acusado JoSé mauricio rodríGuez Sánchez, 
guardando prisión, y por razones de salud en un Centro 
Hospitalario, se le deja en la misma si tuación jurídica, 
hasta que el fallo alcance firmeza.
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De la conTinuacion de la inveSTiGa cion Por 
ParTe del miniSTerio Publico: El Tribunal ordena 
al Ministerio Público que continúe la investigación 
en contra de las demás personas que pu dieren haber 
participado en los hechos que se juzgan.

De laS coSTaS ProceSaleS: Se exime al sin dicado 
del pago de costas procesales.

ParTe reSoluTiva: El tribunal con fundamento en 
lo considerado, leyes invocadas y los artículos: Ar-
tículo 3 de los Convenios de Ginebra; 1, 2, 3, 4, 5, 6, 
7, 8 de la Convención para la Prevención y la Sanción 
del Delito ce Genocidio; Tratados y Convenios en 
Ma teria de Derechos Humanos; 7,8, 9 de la Convención 
Ame ricana sobre Derechos Humanos 12, 46, 203 y 
204 de Constitución Política de la República de Gua-
temala; 1, 2, 9, 10, 20, 36, 4 50, 65, 132, 376, 378 del 
Código Penal; 1, 2, 3, 4, 5, 7, 11, 11 bis, 14, 15, 16, 
17, 19, 20, 21, 24, 37, 40, 43, 48, 70, 71, 72, 92, 107, 
108, 150, 160, 161, 162, 166, 169, 177, 181, 182, 186, 
201, 202, 207, 211, 219, 220, 225, 249, 298, 332 bis, 
342, 354, 355, 356, 358, 359, 360, 362, 364, 366, 368, 
369, 370, 372, 375, 376, 377, 378, 380, 382, 383, 385, 
386, 387, 388, 389, 390, 392, 395, 396, 397, 511 del 
Código Procesal Penal; 141, 142, 143 de la Ley del 
Organismo Judicial. Al resolver, Por unanimidad 
declara:
i) Se declara Sin luGar el Incidente denominado 

de la inexiSTencia e inaPlicabili dad del 
TiPo Penal de Genocidio, plan teado por el 
Abogado franciSco Garcia Gu diel, por lo 
antes considerado.
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ii) Que el acusado JoSé efraín ríoS monTT, es 
res ponsable como autor del delito de Genoci dio 
co metido en contra de la vida e integridad de los 
pobladores civiles de las aldeas y caseríos ubi cados 
en Santa María Nebaj, San Juan Cotzal y San 
Gaspar Chajul.

iii) Por tal delito debe imponérseles la pena de cin­
cuenTa añoS de PriSion incon mu TableS.

iv) Que el acusado JoSé efraín ríoS monTT, es 
res  ponsable como autor de los deliToS con Tra 
loS dibereS de humanidad, come ti dos en 
contra de la vida e integridad de los po bladores 
civiles de las aldeas y caseríos ubicados en Santa 
María Nebaj, San Juan Cotzal y San Gas par Chajul.

v) Por tal delito debe imponérsele la pena de Trein­
Ta añoS de PriSion inconmuTableS.

vi) Las penas de prisión impuestas, deberá de cumplir-
las el acusado, en el Centro Penitenciario, que 
de  termine el Juez de Ejecución correspondiente, 
de conformidad con el artículo 69 del Código 
Pe nal.

vii) Se absuelve al acusado JoSé mauricio rodrí­
Guez Sánchez, de los delitos de Genocidio y 
deliToS conTra loS debereS de hu manidad, 
por lo antes considerado.

viii) Encontrándose el acusado JoSé efraín ríoS 
monTT, gozando de medidas sustitutivas, se re-
voca la medida dictada por el Juzgado Primero 
de Primera Instancia Penal, Narcoactividad y 
De litos contra el Ambiente y se ordena la inmediata 
de tención, con el fin de asegurar el resultado del 
pro ceso y por la naturaleza de los delitos por los 
cuales ha sido condenado, ordenando su ingreso 
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in mediato a prisión. Debiéndose librar lcs oficios 
co rrespondientes.

ix) Encontrándose el acusado JoSé mauricio ro­
dríGuez Sánchez, guardando prisión, y por 
ra zones de salud en un Centro Hospitalario, se le 
deja en la misma situación jurídica, hasta que el 
fa llo alcance firmeza.

x) Se suspende a el acusado, en el ejercicio de sus 
de rechos políticos durante el tiempo que dure la 
condena.

xi) Se exime al acusado del pago de costas procesales.
xii) Declara con luGar la rePara cion diG na so-

licitada por los Querellantes Adhesivos y Actores 
Civiles aSociacion Para la JuS Ticia y recon­
ciliacion y cenTro Para la accion leGal 
en derechoS humanoS, en la forma siguiente: 
[...]*

xiii) Se ordena al Ministerio Público continuar con 
la investigación correspondiente en contra de las 
de más personas que pudieren haber participado 
en los hechos.

xiv) Al encontrarse firme la sentencia, remítase al 
Juez de Ejecución para que se hagan las anotaciones 
e inscripciones correspondientes.

docTora iriS yaSSmin barrioS aGuilar

Juez presidenta

aboGada PaTricia iSabel  
buSTamanTe García

Jueza vocal

* Por razones de espacio se omite esta parte de la sentencia, 
que ya está reproducida en páginas anteriores.
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maGiSTer Pablo xiTumul de Paz

Juez vocal

Sonia elizabeTh PaniaGua ocamPo

Secretaria





Segunda parte 
La Corte de Constitucionalidad





la sentenCia que anuló la 
sentenCia Condenatoria 

 
exPediente 1904-2013

corTe de conSTiTucionalidad: Guatemala, veinte 
de mayo de dos mil trece.

Se tiene a la vista para resolver el ocurso en queja 
in terpuesto por José Efraín Ríos Montt contra la Sala 
Ter cera de la Corte de Apelaciones del Ramo Penal, 
Nar coactividad y Delitos contra el Ambiente, cons-
tituida en Tribunal de Amparo.

anT ecedenT eS

I. acTuacioneS que moTivan, el ocurSo : De lo 
ex  puesto por el ocursante y del estudio de las actuaciones 
re  mitidas, se resume: a. En el amparo que promovió 
contra el Tribunal Primero de Sentencia Penal, Nar-
coactividad y Delitos contra el Ambiente de Mayor 
Riesgo “A” del departamento de Guatemala [también 
de nominado en las actuaciones como Tribunal Primero 
de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos contra 
el Ambiente de Mayor Riesgo del departamento de 

139
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Guatemala o Tribunal Primero de Sentencia Penal, 
Nar coactividad y Delitos contra el Ambiente del de-
partamento de Guatemala], señaló como acto reclama-
do la resolución dictada en la audiencia de debate oral 
y público el diecinueve de marzo de dos mil trece, 
por la que esa autoridad judicial declaró sin lugar el 
re curso de reposición interpuesto contra la negativa 
de admitir para su trámite una solicitud de recusación 
for mulada por su abogado defensor, con sustentación 
en aplicación del principio de preclusión procesal en 
fun ción de lo previsto en el artículo 344 del Código 
Procesal Penal. Al asumir esa decisión desestimatoria, 
ello también posibilitó que se respaldaran otras deci-
siones asumidas en aquella audiencia, como las de 
se parar de la defensa técnica a su abogado defensor, 
Francisco García Gudiel, y obligar a los abogados 
de fensores del otro coprocesado a asumir su defensa 
téc nica. b. La garantía constitucional fue admitida 
pa ra su trámite por la autoridad ocursada, y en re-
solución de veintiséis de marzo de dos mil trece, se 
de negó el amparo provisional solicitado; esa decisión 
fue apelada y este Tribunal en alzada, en auto de vein-
tidós de abril de dos mil trece dictado en el expediente 
un mil doscientos cuarenta y ocho - dos mil trece 
(1248-2013) decidió otorgar el amparo provisional, 
de jando en suspenso el acto reclamado. c. Sin embargo, 
en el ínterin, debido a una solicitud del postulante y 
en cumplimiento de la literal b) del artículo 28 de la 
Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucio-
nalidad, la Sala ocursada en resolución de dieciocho 
de abril de ese mismo año, otorgó la protección interina 
so licitada, precisando los efectos siguientes: “a. la 
sus pensión del acto reclamado consistente en resolución de fecha 
diecinueve de marzo del presente año, dictada dentro del proceso 
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número un mil setenta y seis - dos mil once - quince (01076-
2011-00015 oficial segundo) dictado por el Tribunal Primero 
de Sentencia penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente, 
la cual declara sin lugar el recurso de reposición y se confirma 
la resolución de esa misma fecha por medio de la cual se ordena 
se parar al abogado defensor Francisco García Gudiel de ejercer 
la defensa del accionante; b. la suspensión provisional de la 
au diencia de debate del proceso supra identificado hasta que 
és te proceso se encuentre en estado de resolver.”. Esa decisión 
fue apelada y, en alzada, esta Corte en auto de tres de 
ma yo de dos mil trece, dictado dentro de los expedientes 
acu mulados mil quinientos sesenta y tres - dos mil 
trece y mil quinientos setenta y tres - dos mil trece 
(1563-2013 y 1573-2013) la confirmó y otorgó el am-
paro provisional en los mismos términos decretados 
en primera instancia. c. Posteriormente, la Sala ocursa-
da, el seis de mayo de dos mil trece, en el amparo de 
ma rras, dictó sentencia por la que otorgó el amparo 
en definitiva, conminando a la autoridad impugnada 
a dictar nueva resolución, de acuerdo a lo considerado 
en el fallo, teniendo en cuenta, además, que: “...en 
re solución de fecha dieciocho de abril del año dos mil trece, 
otorgó amparo provisional ordenando la suspensión de la re-
solución de fecha diecinueve de marzo del año dos mil trece, y 
or denó la suspensión temporal del presente debate hasta resolver 
el mismo, por otro lado consta dentro del expediente que la 
ho norable Corte de Constitucionalidad en resolución de fecha 
veintidós de abril del año dos mil trece, otorgó el amparo pro-
visional al amparista José Efraín Ríos Montt, mismos que se 
encuentran vigentes y que deben ser acatados por el Tribunal 
re currido. Con el presente fallo al otorgar el amparo definitivo 
se convalida la suspensión temporal del debate hasta que el 
mis mo sea debidamente ejecutado conforme lo que aquí fue 
con siderado, en ese sentido es insoslayable determinar que el 
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Tribunal Primero de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos 
con tra el Ambiente de Mayor Riesgo A, no ha cumplido con 
sus pender la audiencia de debate en consecuencia se les conmina 
a cumplir con lo ordenado por este Tribunal Constitucional 
ba jo apercibimiento que en caso de incumplimiento se les impon-
drá una multa de un mil quetzales a cada uno de los miembros 
del Tribunal colegiado, y de quedar sujetos a las responsabilidades 
le gales consiguientes e informar de lo resuelto en un término de 
veinticuatro horas.” d. Por su parte el amparista, ahora 
que joso, presentó escritos de treinta de abril, dos, 
siete, y ocho de mayo de dos mil trece, en los que so-
licitó reiteradamente a la autoridad ocursada, que se 
diera cumplimiento a lo resuelto, pues el debate oral 
y público continuó, desobedeciendo lo ordenado. e. 
La Sala Tercera de la Corte de Apelaciones del Ramo 
Pe nal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente, 
cons tituida en Tribunal de Amparo, requirió sendos 
informes a la autoridad impugnada, y no se pronunció 
res pecto de la debida ejecución solicitada, sino hasta 
el nueve de mayo de dos mil trece, cuando dictó re-
solución por la que concluyó que: “...la autoridad im-
pugnada sí cumplió con lo ordenado por esta Sala en 
sen tencia de fecha seis de mayo del año dos mil trece, 
específicamente en dar trámite a la recusación y so-
licitud de excusa presentada por el abogado Francisco 
García Gudiel y en contra de los integrantes de ese 
Tri bunal tal y como se le ordenó en la sentencia alu-
dida.” - acto ocursado-. A) arGumenToS uTilizadoS 
Para cueSTionar la acTuación de la auTori dad 
ocurSada: El quejoso estima que con la resolución 
ocursada no se ha dado efectivo cumplimien to a lo 
resuelto tanto por la Sala ocursada, en la reso lución 
de seis de mayo del año en curso, que resolvió en 
definitiva el amparo, como por esta Corte, en resolución 
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de tres de mayo del año en curso, al haber confirmado 
el otorgamiento del amparo provisional en los mismos 
términos que fue decretado en primera instancia, pues 
el debate continuó su curso, sin que se obedeciera la 
orden de suspenderlo tal y como fue decidido. B) 
Pretensión: Solicitó que se ordene a la autoridad 
impugnada el debido cumplimiento a lo resuelto, 
ordenando la suspensión inmediata del debate oral y 
público, así como se hagan efectivos los apercibimientos, 
específicamente los regulados en las literales b) y c) 
de la Ley de la materia en cuanto a la certificación de 
lo conducente y la separación ipso facto del cargo a los 
miembros del Tribunal impugnado, por la gravedad 
de los hechos violatorios en que han incurrido, en 
desacato de lo ordenado por un Tribunal constitucional. 
ii) audiencia de la autoridad ocursada: la 
Sala Tercera de la Corte de Apelaciones del Ramo 
Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente, 
constituida en Tribunal de Amparo remitió el expedien-
te de amparo cero mil diecinueve - dos mil trece - cero 
cero cero treinta (01019-2013-00030) e informó que 
contra la sentencia por la que otorgó el amparo en 
definitiva, el seis de mayo de dos mil trece, Gonzalo 
Danilo Rodríguez Gálvez, tercero in teresado, interpuso 
recurso de apelación.

conSi der a ndo

-I-
A) El imperio de la ley se extiende a todas las personas 
que se encuentran en el territorio de la República. 
Co mo consecuencia de esta norma de orden supremo, 
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la Constitución Política de la República dispone que 
los funcionarios sólo son depositarios de la autoridad, 
res ponsables legalmente de su conducta oficial, sujetos 
a la ley y jamás superiores a ella. El Estado Constitucional 
de Derecho se hace operativo por medio de los órganos 
com petentes delegatarios de la soberanía nacional. 
Es ta Corte tiene como fin esencial la defensa del orden 
cons titucional; de esa manera, las resoluciones que 
emite, tanto originarias como confirmatorias de las 
de otros tribunales “vinculan al poder público y ór-
ganos del Estado, y tienen plenos efectos frente a 
todos”. De no ser acatadas, la ruptura del orden cons-
titucional sería tolerada por ella misma, por lo que su 
ley reguladora prevé mandamientos de ejecución de 
resoluciones sustentadas en la ley constitucional de 
Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad.

B) El debido proceso contenido en el artículo 12 
de la Constitución Política de la República de Guatema-
la, como derecho y garantía, tiene entre sus variables 
–todas importantes– asegurar que un proceso penal 
se desarrolle ante un tribunal competente, independien-
te e imparcial, en particular cuando se han dado ma-
nifestaciones que ponen en duda la posibilidad de que 
la objetividad y la igualdad prevalezcan en un juicio, 
por lo que el amparo constitucional debe cumplir con 
sus fines preventivos y reparadores.

C) El artículo 72 de la Ley reguladora de la materia 
dis pone que si alguna de las partes afectadas estima 
que en el trámite y ejecución de lo decidido en un 
pro ceso constitucional de amparo el tribunal que co-
noce de ese proceso no cumple lo previsto en la ley 
o lo resuelto en la sentencia, podrá ocurrir en queja 
ante la Corte de Constitucionalidad para que, previa 
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audiencia por veinticuatro horas a la autoridad ocursa-
da, resuelva lo procedente.

- i i-
José Efraín Ríos Montt ha promovido ocurso de queja 
con tra la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones del 
Ra  mo Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Am-
biente, constituida en Tribunal de Amparo. Su reclamo 
se dirige a cuestionar la falta de ejecución: a) de una 
de cisión de amparo provisional otorgado por aquella 
Sala, en el numeral ii del auto de dieciocho de abril 
de dos mil trece; y b) de lo decidido por la Sala antes 
in  dicada, en la sentencia de seis de mayo de dos mil 
tre ce, por la que se otorgó amparo definitivo al ocur-
sante, con los efectos de confirmar en definitiva el 
efecto suspensivo del amparo provisional otorgado 
en auto de dieciocho de abril de dos mil trece, por 
ha  berse indicado que “al otorgar amparo definitivo se con-
va lida la suspensión temporal del debate”.

El ocursante indica que ante el tribunal de amparo 
de primer grado formuló varias solicitudes encamina-
das a viabilizar la ejecución del amparo provisional 
otor  gado. Sin embargo, la autoridad ocursada no posi-
bi litó esa ejecución, pues eludió emitir el pronuncia-
miento sobre lo pedido, al conferir audiencia a las 
partes que intervienen en el proceso de amparo, de 
un informe rendido por la autoridad impugnada en 
ese proceso, concretamente, del rendido con fecha 
sie  te de mayo de dos mil trece.

Posteriormente, la autoridad ocursada dictó la 
re  solución de nueve de mayo de dos mil trece, en la 
que concluyó que “la autoridad impugnada sí cumplió con 
lo ordenado por esta Sala [pero] en la sentencia de fecha seis 
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de mayo del año dos mil trece, específicamente en dar trámite 
a la recusación y solicitud de excusa presentada por el abogado 
Fran cisco García Gudiel y en contra de los integrantes de ese 
Tri bunal tal y como se le ordenó en la sentencia aludida”.

Por lo anterior, José Efraín Ríos Montt solicita 
que al declararse con lugar el ocurso de queja promovido: 
“se ordene a la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones del 
Ra mo Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente 
que proceda sin dilación a la ejecución del amparo provisional 
de cretado y que disponga que de forma inmediata se le dé cum-
plimiento a la orden de suspensión del debate oral y público 
por parte de la autoridad recurrida”.

-III-
Al evacuar la audiencia conferida en este procedi-
miento, la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones del 
Ramo Pe nal, Narcoactividad y Delitos contra el Am-
biente, constituida en Tribunal de Amparo, remitió 
el expediente judicial que contiene el amparo un mil 
die  cinueve - dos mil trece - treinta (01019-2013-
00030), e indicó que Gonzalo Danilo Rodríguez 
Gálvez, tercero interesado, interpuso apelación con-
tra la sentencia de seis de mayo de dos mil trece, en 
cuanto a la exoneración de condena en costas. El re-
curso en cuestión fue otorgado, de manera que aún 
está pendiente de emitirse el fallo de segundo grado 
en el proceso de amparo subyacente a este ocurso.

Sin embargo, lo anterior no es óbice para analizar 
si como lo sustenta la autoridad ocursada en resolución 
de nueve de mayo de dos mil trece, el fallo de primer 
gra do (dictado con fecha seis de ese mismo mes y 
año) ya se le dio debido cumplimiento.
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-IV-
Del expediente judicial remitido por la Sala Tercera 
de la Corte de Apelaciones del Ramo Penal, Narcoactivi-
dad y Delitos contra el Ambiente, constituida en Tri-
bunal de Amparo, esta Corte extrae los siguientes 
ele mentos de juicio, de orden fáctico: a) José Efraín 
Ríos Montt promovió acción constitucional de am-
paro contra el Tribunal Primero de Sentencia Penal, 
Nar coactividad y Delitos contra el Ambiente del de-
partamento de Guatemala. Señaló como acto reclama-
do la resolución dictada en audiencia oral por aquel 
tri bunal el diecinueve de marzo de dos mil trece. 
Des cribió el amparista que, por medio de esa resolu-
ción, la autoridad denunciada en amparo declaró sin 
lu gar un recurso de reposición interpuesto contra la 
negativa de admitir para su trámite una solicitud de 
re cusación formulada por su abogado defensor contra 
la Juez Presidenta y uno de los Jueces vocales de aquel 
tri bunal. La decisión denegatoria fue sustentada con 
in vocación del principio de preclusión procesal y lo 
pre visto en el artículo 344 del Código Procesal Penal. 
Indica el amparista que al asumirse esa decisión 
desestimatoria, ello también posibilitó que se respal-
daran otras decisiones también asumidas en aquella 
au diencia, como lo son las de separar de la defensa 
téc nica a su abogado defensor, Francisco García Gudiel 
así como obligar a abogados defensores del otro co-
procesado a asumir su defensa técnica; b) en el decurso 
del proceso de amparo, la Sala Tercera de la Corte de 
Ape laciones del Ramo Penal, Narcoactividad y Delitos 
con tra el Ambiente, constituida en Tribunal de Amparo, 
dictó el auto de dieciocho de abril de dos mil trece, 
por el que otorgó amparo provisional, al solicitante 
de amparo, precisándose en dicha resolución, como 
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efectos positivos de la protección constitucional inte-
rina otorgada los siguientes: “a. la suspensión del acto 
re clamado consistente en la resolución de fecha diecinueve de 
marzo del presente año, dictada dentro del proceso número un 
mil setenta y seis guión dos mil once guión quince (01076-
2011-00015 oficial segundo) dictado por el Tribunal Primero 
de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente, 
la cual declara sin lugar el recurso de reposición y se confirma 
la resolución de esa misma fecha por medio de la cual se ordena 
se parar al abogado defensor Francisco García Gudiel de ejercer 
la defensa del accionante; b. la suspensión provisional 
de la audiencia de debate del proceso supra identificado 
has ta que éste proceso se encuentre en estado de resolver”. Lo 
real zado no aparece así en el texto original de la re-
solución antes relacionada, pero la utilidad de destacar 
fra ses es para precisar, en su debido contexto, que los 
efectos del amparo provisional otorgado en auto de 
die ciocho de abril de dos mil trece son efectos esencial-
mente suspensivos de la tramitación del proceso penal 
(en este caso, de la audiencia de debate oral y público) 
sub yacente al proceso de amparo, efectos que esta 
Cor te aclara, en atención a la naturaleza propia de 
aque lla protección interina, debían mantenerse: i) 
has ta que esa protección fuese revocada, bien por el 
pro pio tribunal que la decidió o en apelación por esta 
Corte; ii) hasta que el fallo de primera instancia del 
pro ceso de amparo quedase firme; y iii) hasta que el 
fallo de segundo grado, en caso de apelación de la 
sen tencia, quedase firme; c) el auto por el que se 
otorgó amparo provisional fue notificado al Tribunal 
Pri mero de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos 
con tra el Ambiente del departamento de Guatemala 
el diecinueve de abril de dos mil trece. Esta Corte 
con sidera de suyo relevante precisar en este auto esa 
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fecha, pues fue a partir de ese día que el trámite del 
pro ceso penal necesariamente debió quedar suspendido 
de forma provisional, habida cuenta que la decisión 
de otorgamiento de amparo provisional, por su propia 
na turaleza jurídica, es una decisión que tiene efecto 
in mediato. De ahí que en la intelección de esta Corte 
es claro que la decisión de suspensión provisional or-
denada en el numeral ii del auto de dieciocho de abril 
de dos mil trece debió ser cumplida a partir del die-
cinueve de ese mismo mes y año, aún cuando hubiese 
sido apelada la decisión de otorgamiento de amparo 
provisional. Es de hacer notar que, en efecto, la au-
diencia de debate oral y público del proceso penal 
sub yacente se suspendió desde la fecha antes indica-
da, pero esa suspensión no obedeció al acatamiento 
del amparo provisional decidido en la resolución de 
dieciocho de ese mismo mes y año, sino por decisión 
asumida motu proprio por la autoridad impugnada “a 
la espera de lo que resuelva la Corte de Constitucionalidad” 
res pecto de lo decidido por el Juzgado Primero de 
Primera Instancia Penal, Narcoactividad y Delitos 
con tra el Ambiente de Mayor Riesgo “A”, que había 
decidido anular actuaciones del proceso penal antece-
dente a este proceso de amparo. Soslayando la orden 
de suspensión acordada al otorgarse amparo provisio-
nal, el treinta de abril de dos mil trece, la autoridad 
im pugnada celebró audiencia en la que decidió, entre 
otros aspectos, la reanudación de aquel debate oral y 
pú blico. Aquí puntualiza esta Corte que de haberse 
aca tado la orden de suspensión en la fecha antes in-
dicada, ello hubiese posibilitado: i) que si en segunda 
ins tancia aquella decisión se hubiese revocado, cesaba 
en tonces el efecto suspensivo acordado en el numeral 
ii del auto de dieciocho de abril de dos mil trece, y 
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por ende, la audiencia de debate objeto de suspensión 
en el literal b. de aquel numeral podía continuar vá-
lidamente a partir de la fecha en que se notificara a 
la autoridad impugnada la revocación del amparo 
pro visional; y c. que de haberse confirmado esa orden 
–como efectivamente ocurrió en auto de tres de ma-
yo de dos mil trece, dictado por esta Corte en los 
ex pedientes acumulados 1563/1573-2013– no hubiese 
exis tido necesidad de tener qué anular actuaciones 
ju diciales, si estas fueron realizadas con inobservancia 
de una orden de suspensión provisional que abarcaba 
tan to del acto reclamado como a la tramitación del 
pro ceso judicial en el que emitió aquel acto; d) al 
conocer en apelación del amparo provisional otorga-
do, esta Corte, como antes se indicó, por medio de 
auto de tres de mayo de dos mil trece (Expedientes 
acu mulados 1563/1573-2013), confirmó aquella de-
cisión “en los mismos términos [es decir, suspendiendo 
tanto el acto reclamado como la tramitación de la audiencia 
de debate del proceso penal antecedente] decretados en primera 
ins tancia”. Con esta última decisión quedó debidamente 
res paldada la decisión de suspensión, tanto del acto 
re clamado, como de la continuidad del proceso penal 
sub yacente en el que se emitió aquel acto; y e) del ex-
pediente judicial remitido por la autoridad ocursada, 
también se puede determinar la existencia de tres in-
formes que el Tribunal Primero de Sentencia Penal, 
Nar coactividad y Delitos contra el Ambiente del de-
partamento de Guatemala rindió a la Sala Tercera de 
la Corte de Apelaciones del Ramo Penal, Narcoactividad 
y Delitos contra el Ambiente constituida en Tribunal 
de Amparo. Esos tres informes son los fechados el 
treinta de abril y siete y ocho de mayo, todos de dos 
mil trece. En el primer informe, el Tribunal Primero 
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de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos contra 
el Ambiente del departamento de Guatemala admite 
ex presamente no haber cumplido con lo decidido por 
la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones del Ramo 
Pe nal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente, 
cons tituida en Tribunal de Amparo, en el numeral ii 
del auto de dieciocho de abril de dos mil trece (Cfr. 
fo lio 211, de la pieza ii del expediente de amparo re-
mitido por la autoridad ocursada), y esgrime razones 
por las que no se dio cumplimiento a ese amparo pro-
visional. En el segundo y tercer informes antes aludi-
dos, el Tribunal Primero de Sentencia Penal, Narcoacti-
vidad y Delitos contra el Ambiente del departamento 
de Guatemala hace alusión expresa –en ambos infor-
mes– a una resolución dictada por ese mismo tribunal 
en audiencia celebrada el treinta de abril de dos mil 
trece, por la cual declaró sin lugar un recurso de repo-
sición, y en cuya motivación se indica no haber dado 
cum plimiento a lo decidido en el numeral ii de la re-
solución de dieciocho de abril de dos mil trece, que 
otorgó amparo provisional (Véase folios 286 y 341 
de la pieza ii del expediente de amparo remitido por, 
la au toridad ocursada).

Como se puede colegir, los tres informes tienen 
co mo denominador común el que en ellos el Tribunal 
Pri mero de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos 
con tra el Ambiente del departamento de Guatemala, 
admite ante la autoridad ocursada no haber cumplido 
con lo ordenado por la Sala Tercera de la Corte de 
Ape laciones del Ramo Penal, Narcoactividad y Delitos 
con tra el Ambiente, constituida en Tribunal de Amparo, 
en el literal b del numeral ii del auto de dieciocho de 
abril de dos mil trece, posteriormente confirmado 
por esta Corte en auto de tres de mayo de dos mil 
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tre ce (Expedientes acumulados 1563/1573-2013), 
es to es, concretamente, el suspender la tramitación 
de la audiencia de debate oral y público del proceso 
pe nal en el que se dictó el acto reclamado, lo cual, en 
aca tamiento de esa orden, debió realizar desde el 
diecinueve de abril de dos mil trece.

-V-
En ese orden de ideas, debe enfatizarse que la garantía 
cons titucional del debido proceso impone propiciar 
la efectividad (mediante la ejecución debida) de las 
de cisiones judiciales. A esta Corte, por previsión del 
ar tículo 72 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal 
y de Constitucionalidad corresponde velar por que 
tan to en la tramitación de un proceso de amparo como 
en la ejecución de lo decidido en ese proceso, los tri-
bunales cumplan con observar disposiciones legales 
aplicables así como propiciar la efectividad antes di-
cha. Si ello no ocurre, corresponde a la Corte de 
Cons titucionalidad posibilitar, mediante la declaratoria 
de procedencia de un ocurso de queja, la debida ejecu-
ción de las decisiones antes indicadas. Ello es aún 
más relevante, como se dijo al inicio del segmento 
con siderativo de este auto, cuando aquellas decisiones 
han sido objeto de respaldo instancial por parte de 
es te tribunal. De esa manera se pretende, al declarar 
pro cedente un ocurso de queja instado por denuncia 
de falta de ejecución como el que aquí se conoce, que 
no se torne inane lo preceptuado en el artículo 185 
de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Cons-
titucionalidad por la particular interpretación que 
tri bunales de justicia quieran dar a las decisiones asu-
midas por esta Corte.
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En el caso bajo examen, esta Corte ha determinado 
que por expresa manifestación del Tribunal Primero 
de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos contra 
el Ambiente del departamento de Guatemala en los 
in formes fechados el treinta de abril y siete y ocho de 
ma yo, todos de dos mil trece, rendidos al tribunal de 
am paro de primer grado, el tribunal de sentencia de-
nunciado en amparo claramente admitió no haber 
cum plido con una decisión de amparo provisional, 
dic tada en el auto de dieciocho de abril de dos mil 
trece por la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones 
del Ramo Penal, Narcoactividad y Delitos contra el 
Am biente, constituida en Tribunal de Amparo, decisión 
que, incluso, fue confirmada por esta Corte “en los 
mis mos términos [suspensivos de la audiencia de debate 
oral y público] en los que aquélla fue otorgada. (Cfr. 
au to de tres de mayo de dos mil trece, dictado por 
es ta Corte en los expedientes acumulados 1563/1573-
2013). Consta en aquellos informes que lejos de 
cumplir con lo ordenado, en ejecución del amparo 
provisional otor gado, prosiguió con la tramitación de 
la audiencia de debate oral y público del proceso penal 
subyacente. Esa continuación indebida, según tiene 
conocimiento es ta Corte por razón de oficio, propició 
la continuación del debate oral y público suspendido 
así como la rea lización de posteriores actuaciones 
judiciales que tam bién dieron lugar a nuevas impug-
naciones, todo ello en detrimento de la certeza jurídica 
del proceso pe nal antecedente, y que en nada coadyuva 
al cum plimiento de lo establecido en el artículo 203 
constitu cional: administrar una pronta y cumplida 
justicia. He ahí entonces la relevancia de que una 
decisión de am paro provisional deba ser efectivamente 
cumplida, no de acuerdo con un criterio antojadizo 
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de quien debe cumplirla, sino acatándola en sentido 
estricto den tro de los l ineamientos del órgano 
jurisdiccional que la emitió.

Esto último es pertinente en el caso concreto, en 
el cual el Tribunal Primero de Sentencia Penal, Nar-
coactividad y Delitos contra el Ambiente del departa-
mento de Guatemala pretendió justificar su incumpli-
miento apoyándose en lo resuelto por esta Corte en 
sen dos autos de veintidós y veintitrés de abril, ambos 
de dos mil trece (Expedientes 1248-2013 y 1326-2013, 
res pectivamente). En uno de estos –que es el que al 
ca so bajo examen interesa– se había denegado amparo 
pro visional en este proceso de amparo (Cfr. resolución 
de veintiséis de marzo de dos mil trece, dictada por 
la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones del Ramo 
Pe nal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente, 
cons tituida en Tribunal de Amparo) decisión que fue 
re vocada por esta Corte en el auto de veintidós de 
abril de dos mil trece antes aludido, con el efecto de 
or denar a la autoridad impugnada, en un plazo peren-
torio, reencausar lo decidido en el acto reclamado por 
la vía del debido proceso y del derecho de defensa. 
En igual sentido (pero para distinto acto reclamado) 
se resolvió en el auto de veintitrés de abril de dos mil 
tre ce (Expediente 1326-2013). Sin embargo, cabe 
des tacar que para este tribunal el debido cumplimiento 
de estos autos no implicaba desatención de la orden 
de suspensión del debate oral y público en el proceso 
pe nal antecedente, sobre todo porque: a) al dar cum-
plimiento de lo indicado en aquellos autos debía to-
marse en cuenta que la restitución del abogado defen-
sor que se pretendió materializar en la audiencia de 
de bate, bien podía hacerse sin necesidad de tener que 
con tinuar con aquella audiencia, sino más bien, ello 
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pudo realizarse dictando una resolución por la que 
reencausando el trámite de la audiencia antes aludida, 
se permitiera, al proseguirse con el trámite de aquella, 
la presencia del abogado defensor de confianza del 
so licitante de amparo, dejándose, en consecuencia, 
sin efecto (en esa misma resolución) las órdenes de 
que aquél abandonara la Sala en la que se estaba reali-
zando esa audiencia y las dirigidas a abogados defenso-
res del otro coprocesado, para que asumieran la defensa 
técnica de quien solicita amparo; y b) la orden de sus-
pensión antes aludida, que era consecuencia de una 
decisión asumida por el tribunal de amparo de primer 
grado, distinta de la que había sido objeto de revocación, 
y que en la fecha del diecinueve de abril de dos mil 
trece no había sido revocada, ni por el tribunal a quo 
ni por este tribunal.

Todo lo anterior evidencia la falta de sustentación 
ju rídica en la que se pretendió apoyar el incumplimiento 
del amparo provisional otorgado por la Sala Tercera 
de la Corte de Apelaciones del Ramo Penal, Narcoactivi-
dad y Delitos contra el Ambiente, constituida en Tri-
bunal de Amparo, en auto de dieciocho de abril de 
dos mil trece.

-VI-
El debido proceso legal se considera importante para 
de terminar la pertinencia o no de lo resuelto por la 
au toridad ocursada en el numeral iii del auto de nueve 
de mayo de dos mil trece, por la que se indica que “la 
au toridad impugnada sí cumplió con lo ordenado por esta Sala 
[pero] en la sentencia de fecha seis de mayo del año dos mil 
tre ce, específicamente en dar trámite a la recusación y solicitud 
de excusa presentada por el abogado Francisco García Gudiel 
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y en contra de los integrantes de ese Tribunal tal y como se le 
ordenó en la sentencia aludida”.

Al analizar el informe rendido por la autoridad 
con tra la que se promovió amparo, fechado el ocho 
de mayo de dos mil trece, esta Corte ha podido deter-
minar que tampoco se dio cumplimiento a lo resuelto 
en la sentencia de seis de mayo del año antes citado. 
Se sustenta la anterior afirmación en las siguientes 
ra zones: a) en ese fallo se indicó que el otorgamiento 
de la protección constitucional a través del amparo 
im plica[ba] lo siguiente: que el tribunal impugnado 
en amparo debía “darle trámite a la recusación y solicitud 
de excusa presentada por el abogado ya mencionado y en contra 
de los integrantes (sic) de ese Tribunal de Sentencia que también 
fue ron mencionados conforme lo establece el artículo 150 bis 
del Código Procesal Penal, siguiendo en esta misma línea y de 
con formidad con el artículo 67 del Código Procesal Penal” 
(Cfr. Folio 268 vuelto, de la pieza ii, del expediente 
de amparo remitido por la autoridad ocursada); y b) 
en el informe antes aludido, el tribunal impugnado 
en amparo indica haber dictado resolución en audiencia 
oral de ocho de mayo de dos mil trece, por la que, en 
su segmento considerativo, aduce haber rechazado 
de plano aquella recusación –esto es, sin conferir las 
au diencias a que se alude en el artículo 150 bis del 
Có digo Procesal Penal–, y además, entre otras, indi-
ca que la audiencia de debate oral y público debía 
continuar, no obstante que esta Corte ha podido de-
terminar que en la sentencia antes indicada se precisó 
cla ramente que “se reitera la suspensión de la audiencia de 
de bate hasta que dicha recusación sea conocida en las etapas 
y resuelta conforme a la ley” (lo realzado no aparece así 
en el texto original). Se indicó, además en el segmento 
con siderativo de la resolución de ocho de mayo de 
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dos mil trece, que “la suspensión temporal del Debate [era] 
pa ra dar cumplimiento de las resoluciones de fechas 22 y 23 
de abril de 2013 emitidas por la Corte de Constitucionalidad, 
si tuación que ya se ha cumplido en audiencia de fecha 30 de 
abril de 2013”, y con esa base se resolvió: “I) Se ha cum-
plido con la orden emanada por la Sala Tercera de la Corte 
de Apelaciones del Ramo Penal, (sic) constituida en Tribunal 
de Amparo, habiéndose otorgado al abogado García Gudiel 
la palabra para efectuar recusación”, (Cfr. folios 332 al 334 
de la pieza ii del expediente de amparo remitido por 
la autoridad ocursada), soslayándose así que, según 
se pudo determinar por esta Corte, al escucharse el 
au dio de la audiencia de diecinueve de marzo de dos 
mil trece, la recusación a que se hace alusión en la 
sen tencia de amparo fue presentada en esa misma fe-
cha (diecinueve de marzo de dos mil trece), de manera 
que no existía obligación de volverla a realizar, sino 
más bien, lo que debió hacerse es admitir para su trá-
mite aquella recusación, posteriormente conferir las 
audiencias respectivas y resolver aquélla en congruencia 
con lo establecido en los artículos 67 y 150 bis, ambos 
del Código Procesal Penal.

-VII-
Por lo anterior, resulta evidente para esta Corte que 
la autoridad ocursada no ha propiciado el cumplimien-
to (debida ejecución) de sus propias decisiones. Por 
ello, es procedente declarar con lugar el presente 
ocur so de queja, y como efecto positivo dejar sin vi-
gencia el numeral iii de la resolución de nueve de 
ma yo de dos mil trece, por el que la Sala Tercera de 
la Corte de Apelaciones del Ramo Penal, Narcoactivi-
dad y Delitos contra el Ambiente, constituida en Tri-
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bunal de Amparo, se pronunció sobre el debido cum-
plimiento de la sentencia dictada por ese tribunal el 
seis de mayo de dos mil trece, y ordenar a la referida 
Sa la que en el plazo de veinticuatro horas de notificado 
este auto, dicte nueva resolución, en sustitución de la 
que quedó sin efecto, por lo que con fundamento en 
lo establecido en el artículo 55 de la Ley de Amparo, 
Ex hibición Personal y de Constitucionalidad, asuma 
las siguientes medidas para el efectivo cumplimien to 
del amparo provisional otorgado por ese tribunal: a) 
anule lo actuado en la fase de debate oral y público 
del proceso penal subyacente al proceso de amparo, 
a partir del diecinueve de abril de dos mil trece, que-
dando anulado todo lo actuado en ese proceso penal 
con posterioridad a esa fecha, por ser ésta en la que 
fue notificado el Tribunal Primero de Sentencia Penal, 
Nar coactividad y Delitos contra el Ambiente del de-
partamento de Guatemala, de la decisión suspensiva 
de ese proceso penal, contenida en auto de dieciocho 
de abril de dos mil trece, dictado por la Sala Tercera 
de la Corte de Apelaciones del Ramo Penal, Narcoacti-
vidad y Delitos contra el Ambiente, constituida en 
Tri  bunal de Amparo, confirmada en auto de tres de 
ma  yo de dos mil trece, dictado por esta Corte en los 
ex pedientes acumulados 1563/1573-2013; b) ordene 
al Tribunal Primero de Sentencia Penal, Narcoactividad 
y Delitos contra el Ambiente del departamento de 
Gua temala dictar resolución en la cual, para reponer 
las actuaciones anuladas, y para la debida certeza del 
pro ceso penal antecedente, decrete la suspensión pro-
visional de ese proceso penal, hasta la fecha en la que 
esté firme el fallo de segundo grado que debe emitirse 
en el proceso constitucional de amparo promovido 
por José Efraín Ríos Montt, librándole para ello el 
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oficio correspondiente; y c) conmine al Tribunal 
Primero de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos 
contra el Ambiente del departamento de Guatemala 
a dar exacto cumplimiento a lo resuelto, en el plazo 
de veinticuatro horas contadas a partir del momento 
en que en ese órgano jurisdiccional se reciba el oficio 
relacionado en el numeral precedente, bajo apercibi-
miento de que si dicho tribunal no cumple con esa 
or den en el plazo antes indicado, operará para quienes 
in tegran ese tribunal lo previsto en el literal b) del 
artículo 50 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal 
y de Constitucionalidad, sin perjuicio de las responsa-
bilidades civiles y penales consiguientes que tal incum-
plimiento pudiera originar.

ley eS aPlica bleS

Artículos citados y 140, 141, 152, 153, 154, 204, 265, 
268 y 272 de la Constitución Política de la República; 
72, 149, 163 y 185 de la Ley de Amparo, Exhibición 
Per sonal y de Constitucionalidad.

Por Ta nTo

La Corte de Constitucionalidad, con base en lo consi-
derado y leyes citadas, resuelve: I. Con lugar el ocurso 
de queja promovido por José Efraín Ríos Montt contra 
la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones del Ramo 
Pe nal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente, 
cons tituida en Tribunal de Amparo. ii. Deja sin efecto 
el numeral iii de la resolución de nueve de mayo de 
dos mil trece, por el que la Sala Tercera de la Corte 
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de Apelaciones del Ramo Penal, Narcoactividad y 
De litos contra el Ambiente, constituida en Tribunal 
de Amparo, se pronunció sobre el debido cumplimien-
to de la sentencia dictada por ese tribunal el seis de 
mayo de dos mil trece. iii. Ordena a la Sala Tercera 
de la Corte de Apelaciones del Ramo Penal, Narcoactivi-
dad y Delitos contra el Ambiente, constituida en Tri-
bunal de Amparo, que en el plazo de veinticuatro 
ho ras de notificada de este auto, dicte resolución en 
sus titución del numeral iii que quedó sin efecto, por 
la cual, con fundamento en lo establecido en el artículo 
55 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de 
Cons titucionalidad, asuma las siguientes medidas pa-
ra el efectivo cumplimiento del amparo provisional 
otor  gado por esa Sala en auto de dieciocho de abril 
de dos mil trece, cuyo otorgamiento fuera confirmado 
por es ta Corte en auto de tres de mayo de dos mil 
tre ce (Expedientes acumulados 1563-2013 y 1573, 
2013): a) anule todo lo actuado en la fase de debate 
oral y pú  blico del proceso penal subyacente al proceso 
de am  paro, a partir del diecinueve de abril de dos mil 
tre ce, quedando anulado todo lo actuado en ese proce-
so penal con posterioridad a esa fecha, por ser ésta 
en la que fue notificado el Tribunal Primero de Sen-
tencia Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Am-
biente del departamento de Guatemala, de la decisión 
sus  pensiva de ese proceso penal, contenida en auto 
de dieciocho de abril de dos mil trece, dictado por la 
Sala Tercera de la Corte de Apelaciones del Ramo 
Pe nal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente, 
cons  tituida en Tribunal de Amparo, confirmada en 
au to de tres de mayo de dos mil trece, dictado por 
esta Corte en los expedientes acumulados 1563/1573-
2013; b) ordene al Tribunal Primero de Sentencia 
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Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente 
del departamento de Guatemala dictar resolución en 
la cual, para la debida certeza del proceso penal antece-
dente, decrete la suspensión provisional de ese proceso 
penal hasta la fecha en la que esté firme el fallo de 
se gundo grado dictado en el proceso constitucional 
de amparo promovido por José Efraín Ríos Montt, 
li brándole para ello el oficio correspondiente; c) con-
mine al Tribunal Primero de Sentencia Penal, Narcoacti-
vidad y Delitos contra el Ambiente del departamento 
de Guatemala a dar exacto cumplimiento a lo resuelto, 
en el plazo de veinticuatro horas contadas a partir del 
momento en que en ese tribunal se reciba el oficio 
relacionado en el numeral precedente, bajo apercibi-
miento de que si dicho tribunal no cumple con esa 
orden en el plazo antes indicado, operará para quienes 
in tegran ese tribunal lo previsto en la literal b) del 
artículo 50 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal 
y de Constitucionalidad, sin perjuicio de las responsa-
bilidades civiles y penales consiguientes que tal incum-
plimiento pudiera originar. iv. La autoridad ocursada 
debe, dentro de los cinco días de notificado este auto, 
re mitir a esta Corte informe circunstanciado sobre el 
efec tivo cumplimiento de lo aquí decidido. V. La Corte 
de Constitucionalidad se reserva el derecho de asumir 
las medidas pertinentes, con fundamento en los artícu-
los 50, 53, 54 y 55 de la Ley de Amparo, Exhibición 
Personal y de Constitucionalidad, para la debida ejecu-
ción de lo aquí ordenado. vi. Notifíquese al ocursante, 
a la autoridad ocursada y a las demás partes vinculadas 
al proceso de amparo. En su oportunidad, remítase 
cer tificación de lo resuelto y los antecedentes del caso 
al Tribunal de origen.
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Porras esCobar 
 

exPediente 1904-2013

Disiento de la resolución emitida por esta Corte el 
veinte de mayo de dos mil trece, en el expediente re-
lacionado, mediante la cual se declara con lugar el 
ocurso en queja promovido por José Efraín Ríos 
Montt contra la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones 
del ramo Penal, Narcoactividad y Delitos contra el 
Am biente, dentro del amparo que el quejoso promovió 
con tra el Tribunal Primero de Sentencia Penal; Nar-
coactividad y Delitos contra el Ambiente de Mayor 
Riesgo “A”, por las siguientes razones:

A. actuación de la corte de consti tu ciona­
lidad en el ocurso.

1. Uno de los principios fundamentales de todo ór-
gano jurisdiccional, y que no escapa al ámbito de 
la justicia constitucional, es el de congruencia 
en tre lo resuelto y lo solicitado por los accionantes. 
Tal principio no riñe con lo regulado en el artículo 
42 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y 
de Constitucionalidad, que establece que deben 
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examinarse los hechos, pruebas y actuaciones, y 
to do aquello que formal, real y objetivamente re-
sulte pertinente, examinando todos los fundamen-
tos de derecho aplicables, hayan sido o no alegados 
por las partes. De dicha cuenta, este Tribunal 
tiene la facultad de extenderse en el análisis de 
de  recho aunque no haya sido invocado por las 
par tes, con base en el principio iura nuvit curia ; sin 
em bargo, en ningún momento se habilita al Tri-
bunal a modificar de oficio la base fáctica y los 
agravios que pueda resentir el peticionario.

2. En el presente caso, el ocursante manifestó su 
queja contra el Tribunal de Amparo de Primer 
Grado, enfatizando el incumplimiento de la orden 
ema nada por dicho tribunal el dieciocho de abril 
de dos mil trece, mediante la cual otorgó amparo 
pro visional. El ocursante centra su queja en cuanto 
que la Sala de Tercera de la Corte de Apelaciones 
del ramo Penal, Narcoactividad y Delitos contra 
el Ambiente, constituida en Tribunal de Amparo, 
no resolvió sus solicitudes de debida ejecución 
del amparo provisional referido; sin embargo, 
quienes por mayoria otorgan el presente ocurso, 
es tablecen de oficio una nueva queja consistente 
en la resolución de fecha nueve de mayo de dos 
mil trece, en la que se indicó por parte de la re-
ferida autoridad que la sentencia de seis de mayo 
de ese mismo año sí fue debidamente ejecutada. 
En la resolución de la cual disiento, los alcances 
en su parte resolutiva, se extienden a anular el 
nu meral iii de dicha resolución, aun cuando esto 
no fue objeto del ocurso.

3. La resolución da por sentadas actuaciones que no 
co rresponden a las constancias procesales, pues 
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al emitir esta decisión acoge la pretensión tenden-
siosa del amparista de indicar como acto reclamado 
la resolución que declaró sin lugar un recurso de 
re posición que interpuso contra la negativa de 
ad mitir para su trámite, una solicitud de recusación 
for mulada por su abogado defensor; situación que 
no es verídica, pues en el audio de la grabación 
de la audiencia respectiva se comprueba que dicha 
re posición fue únicamente contra la decisión del 
tri bunal de sentencia que ordenaba la expulsión 
del abogado defensor del procesado, no así, contra 
la decisión relacionada a la recusación.

4. No puedo dejar de señalar que el incumplimiento 
que se le atribuye a la Sala tiene sustento en una 
in terpretación ambigua y extemporánea emitida 
por quienes por mayoría aprueban la resolución 
de la que disiento. En resolución de veintidós de 
abril de dos mil trece, esta Corte se limitó a ordenar 
al Tribunal de Sentencia correspondiente; que 
“reencauce por la vía del debido proceso y del 
de recho de defensa el acto reclamado”. Esta de-
cisión fue adoptada por mayoría de esta Corte, y 
es evidente que quien conoce el proceso penal es 
el Tribunal de la Justicia Ordinaria, quien debe 
eje cutar la orden emanada por esta Corte; sin 
em bargo, en la resolución de la cual disiento, de 
for ma tardía y extemporánea, quienes aprueban 
es ta resolución, le dan una interpretación diferente 
a la que discutió cuando se emitió la resolución 
ori ginaria por el pleno. En esta interpretación, 
que no comparto, se indica que el Tribunal de 
Sen tencia al dar cumplimiento a la resolución ci-
tada, debió tomar en cuenta que la restitución del 
abogado defensor que se pretendió materializar 
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en la audiencia de debate, bien podía hacerse sin 
ne cesidad de continuar con la propia audiencia 
de debate, sino más bien, ello pudo realizarse con 
la emisión de una resolución (escrita) por la que 
reintegraba al defensor en su función y para cuan-
do el juicio continuara. Esta interpretación no 
so lo es tardía y extemporánea, por cuanto las re-
soluciones de la Corte de Constitucionalidad deben 
ser claras y precisas, de tal manera que se expliquen 
a sí mismas; sino que además, es contradictoria 
a lo que se ordenó anteriormente, que fue “reencau-
zar mediante el debido proceso”. Estando el pro-
ceso penal en la fase del juicio o debate, según el 
debido proceso contenido en el Código Procesal 
Penal, todas las actuaciones y resoluciones deben 
ha cerse en forma oral, de tal manera que era im-
prescindible que la restitución del abogado defensor 
y el trámite de la recusación se realizaran en au-
diencias orales que por su propia naturaleza forman 
parte del juicio. Con tal actuación, considero que 
la Corte está emitiendo una resolución que afecta 
la legalidad que rige el acto, y en consecuencia, 
perjudica el desarrollo de la justicia, que es un 
derecho fundamental consagrado en la Constitu-
ción Política de la República.

5. Adicionalmente, debe sumarse que la queja del 
ocursante se basa en la aparente falta de cumpli-
miento del Tribunal de Amparo de Primer Grado, 
en cuanto a resolver sus diversas solicitudes de 
eje cución del amparo provisional referido. Sin 
em bargo, consta en los antecedentes que dicho 
Tri bunal, para dar cumplimiento a lo que fue so-
licitado, requirió informe a esta Corte desde el 
treinta de abril de dos mil trece, para establecer 
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si se había confirmado o revocado la decisión re-
lacionada. No obstante esta Corte omitió rendir 
el informe solicitado, procede ahora a otorgar el 
ocurso ordenando la suspensión del debate ya 
fi nalizado y la anulación de actuaciones, cuando 
lo que correspondería es remitir el informe y que 
sea la Sala la que verifique el debido cumplimien-
to del amparo provisional, de conformidad con 
el artículo 55 de la Ley de Amparo, Exhibición 
Per sonal y de Constitucionalidad.

B. insubsistencia del agravio Por haber 
si do reParado como consecuencia del 
am Paro Provisional otorgado en el ex­
Pediente 1248­2013.

1. La garantía constitucional de amparo, tiene como 
fin proteger a las personas contra amenazas de 
vio  laciones a sus derechos o, para restaurar el 
im perio de los mismos si la violación hubiere 
acaecido, por lo que, para su otorgamiento debe 
exa minarse el acto señalado como agraviante, y 
so lo en caso la amenaza o violación amerite un 
tra tamiento inmediato, la ley de la materia prevé 
el otorgamiento del amparo provisional, como 
me canismo de suspensión del acto agraviante, a 
fin de evitar la violación o restaurar los derechos 
con culcados.

2. En el caso sub judice, el otorgamiento del amparo 
pro visional cuya indebida ejecución se denuncia 
en el presente ocurso, tenía como fin, esencialmen-
te, res tituir al postulante en los derechos que es-
timaba violados y que expresó en el acto reclamado, 
sin embargo estos derechos ya le fueron debidamen-
te restituidos por el Tribunal de Sentencia refutado. 
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Lo anterior se comprueba con el oficio de dos de 
ma yo de dos mil trece en el que informa a esta 
Cor te, de la audiencia desarrollada el día treinta 
de abril del mismo año, en la que admitió nueva-
mente al abogado Francisco García Gudiel como 
de fensor técnico de confianza del acusado José 
Efraín Ríos Montt; y en oficio de ocho de mayo 
de dos mil trece mediante el cual informa a esta 
Cor te el contenido de la audiencia de esa misma 
fe cha en la que resuelve la recusación planteada 
por los reclamantes; todo ello en cumplimiento 
de lo ordenado por esta Corte en los expedientes 
mil doscientos cuarenta y ocho — dos mil trece 
y mil trescientos veintiséis — dos mil trece (1248-
2013 y 1326-2013), lo que a su vez era congruen-
te con el amparo provisional otorgado por el 
Tri bunal de Amparo de primer grado, el dieciocho 
de abril dos mil trece, pues tanto en el proceso 
de amparo donde se emitió el amparo provisional 
que se pretende ejecutar, como en los amparos 
co nocidos por esta Corte en los expedientes cita-
dos, el acto reclamado era el mismo. Todo esto 
evi dencia que al postulante del amparo se le res-
tituyó en la situación juridica afectada y cesó el 
agravio invocado que le producía el acto reclama-
do. Por lo anterior, considero que este Tribunal 
se excede al otorgar el ocurso en queja planteado, 
toda vez que, lo que la justicia constitucional debe 
garantizar, es la restauración del derecho conculca-
do, lo cual efectivamente ya ocurrió como conse-
cuencia de la protección provisional otorgada por 
esta Corte, en los expedientes indicados. La reso-
lución de la que disiento, se aparta de toda lógica 
pro cesal, pues si el amparo promovido buscaba 
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a) la restauración del defensor, y b) que se le diera 
trá mite a la recusación; ningún sentido tiene que 
una vez producidos estos actos y restituidos los 
de rechos denunciados, el Tribunal de Sentencia 
sus pendiera el juicio, pues esto último no era el 
objeto primordial en el amparo. Adicionalmente 
de be advertirse que la protección provisional de-
cretada en resolución de dieciocho de abril de dos 
mil trece, por el Tribunal a quo, ordenaba suspender 
el proceso penal subyacente, hasta que este proceso 
(amparo) se encontrara en estado de resolver, lo 
cual ocurrió al concluir el plazo conferido a las 
par tes, para evacuar la segunda audiencia dentro 
del proceso de amparo.

3. Asimismo, consta en el expediente de amparo, 
que la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones del 
Ra mo Penal, Narcoactividad y Delitos contra el 
Am biente constituida en Tribunal de Amparo, 
dic tó sentencia el seis de mayo de dos mil trece, 
en la que otorgó amparo definitivo, y en su parte 
re solutiva declaró entre otras cosas: “...con el presente 
fallo al otorgar amparo definitivo se convalida la suspensión 
tem poral del debate hasta que el mismo sea debidamente 
eje cutado conforme lo aquí considerado...”, y en la parte 
con ducente del considerando iv, señaló: “...El 
otor gamiento de la protección constitucional a través del 
am paro implica lo siguiente: Que el tribunal recurrido 
pro ceda de inmediato a restituir en el cargo de defensor 
téc nico del procesado José Efraín Ríos Montt al abogado 
de su confianza, profesional del derecho Francisco García 
Gu diel y otorgarles todos los derechos y deberes inherentes 
al cargo establecidos en la Constitución Política de la 
Re  pública de Guatemala y en la misma resolución en 
congruencia con lo acá decidido, es decir, darle trámite a 
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la recusación y solicitud de excusa presentada por el abogado 
ya mencionado ...”. Lo anterior evidencia que, 
analizada íntegramente la sentencia referida, la 
suspensión del debate, se mantendría hasta en 
tanto se reparara el agravio, es decir que se 
conociera y decidiera sobre la restitución del 
abogado defensor del procesado José Efraín Ríos 
Montt y se tramitara la excusa y recusación por 
él planteada; a lo que el Tribunal Primero de 
Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos contra 
el Ambiente de Mayor Riesgo, ya dio cumplimiento 
según se advierte de los informes rendidos por 
ese órgano jurisdiccional a la Sala ocursada con 
fechas siete y ocho de mayo de dos mil trece.

4. Por otra parte, según se desprende de los 
antecedentes, esta sentencia únicamente fue apelada 
por parte de el Abogado Danilo Rodríguez Gálvez, 
quien manifestó en su escrito de apelación: 
“...Estoy de acuerdo con la sentencia dictada en cuanto 
a que otorgó la protección constitucional solicitada y demás 
pronunciamientos contenidos relacionados con ello, en el 
por tanto de la misma y la orden de suspensión del debate 
ordenado por este Tribunal Constitucional. Sin embargo 
disiento de lo dispuesto en el numeral V) del Por Tanto 
toda vez que se omite la condena en constas y se hace 
relación a lo dispuesto por el artículo 48 de la Ley de 
Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad 
(...) Por lo anterior, planteo el presente recurso en contra 
del numeral V de la parte declarativa (Por Tanto) de la 
sentencia...” En consecuencia, es indiscutible que 
la única parte de la sentencia que no ha quedado 
firme es el numeral V) de la parte resolutiva, por 
haber sido objeto de impugnación y ser el único 
punto sobre el que esta Corte está pendiente de 
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emitir pronunciamiento. Esto implica que al haber 
quedado firme el resto de la sentencia relacionada, 
todas las partes consintieron que la restitución 
del defensor y el trámite a la recusación son los 
dos actos que el Tribunal debía desarrollar para 
restaurarle al amparista sus derechos; y, según 
esta sentencia que ya se encuentra firme, el debate 
debía haberse suspendido hasta que se ejecutara 
el mismo; es decir, que se ejecutaran los dos actos 
anteriormente mencionados. Al comprobarse que 
en las audiencias de treinta de abril y ocho de 
ma yo de este año, tales actos ya fueron ejecutados 
y restaurados los derechos del amparista, la sus-
pensión del juicio ya no tenía objeto a partir del 
cum plimiento de éstos, por lo que considero que 
esta Corte no tiene sustento alguno para entorpecer 
el desarrollo de la justicia ordinaria utilizando un 
am paro provisional in nane o sin sentido pues 
con trario a restituir las violaciones que se denun-
ciaron, resulta gravoso para las víctimas.* Adicional-
mente consta en los antecedentes que esta Corte 
tiene a la vista, que entre el día diecinueve de abril 
de dos mil trece, fecha en la que fue notificado 
el amparo provisional que se pretende ejecutar, y 
el treinta de abril del mismo año, fecha en la que 
el tribunal restituyó al abogado defensor en el 
ejercicio de su función, no se desarrolló ningún 
ac to procesal, por lo que el juicio estuvo suspendido. 
Es irrelevante si tal suspensión obedeció a otras 
cir cunstancias o no, pues lo que busca la justicia 

* En igual sentido me pronuncié en el voto razonado que 
emi tí dentro del expediente acumulado 1563-2013 y 1573-
2013, con fecha 3 de mayo de 2013.
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constitucional es la reparación del agravio, lo cual 
que da en evidencia que se logró a partir del cumpli-
miento del amparo provisional ordenado por esta 
Corte con anterioridad.

5. Lo expuesto en la última parte del numeral anterior, 
de riva que el Tribunal Constitucional, al resolver 
sobre la anulación y suspensión de las actuacio nes 
del Tribunal de Sentencia, está dejando desprote-
gidas a las víctimas de su derecho constitucional 
de acceso a la justicia, pues el Tribunal de Sentencia 
re lacionado, al haber ejecutado los amparos pro-
visionales otorgados en los diferentes procesos 
de amparo citados, estaba habilitado para continuar 
el juicio, el cual, ya culminó con una sentencia de 
pri mer grado, y se había señalado la audiencia 
para la reparación de las víctimas que acudieron 
al sistema de justicia penal. Este es el espíritu que 
ins pira el artículo 2 de la Constitución Política 
de la República, que establece el deber del Estado 
pa ra sus habitantes de garantizarles, entre otros 
de rechos, la justicia y la seguridad. La propia Corte 
de Constitucionalidad lo ha reconocido, entre 
otras, en la sentencia del veinte de noviembre de 
dos mil siete, expediente doscientos treinta y cin-
co, guión dos mil siete, y, al desarrollar el artículo 
2 en mención ha indicado que “El Estado tiene la 
obli gación de garantizar la justicia a los habitantes de la 
Re pública, debiendo adoptar las medidas que estime per-
tinentes para hacerlo y según lo demandan las condiciones 
y necesidades del momento, Lo anterior genera seguridad 
ju rídica, el que consiste en la confianza que tiene el ciu-
dadano hacia el ordenamiento jurídico dentro de un Estado 
de Derecho.”
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6. Por último, derivado de esta resolución por medio 
de la cual la Corte por mayoría decide ordenar la 
sus pensión del proceso y la anulación de todo lo 
ac tuado a partir del diecinueve de abril del dos 
mil trece, es incongruente con lo resuelto por esta 
Cor te en autos de veintidós y veintitrés de abril 
del mismo año, dictados en expedientes un mil 
dos cientos cuarenta y ocho - dos mil trece y, un 
mil trescientos veintiséis - dos mil trece, los cuales 
fue ron ejecutados debidamente por la autoridad 
im pugnada el treinta de abril del año en curso, 
por lo que es evidente que lo que se pretendía 
me diante la presentación del amparo, no era la 
suspensión del juicio, sino la reparación del agra-
vio consistente en la restitución del abogado en 
su función, actuación que de forma inédita esta 
Corte está mandando a anular con la resolución 
de la que disiento; elevando a categoría de agravio 
in dependiente la no suspensión del debate y pri-
vilegiándolo sobre el agravio denunciado en el 
amparo.

c. no resulta Pertinente la anulacion de 
ac tuaciones mediante el ocurso, Pues 
existen en la vía ordinaria, los medios 
legales Para tal fin.
Estimo que este Tribunal se excedió al anular ac-

tuaciones dentro del proceso penal subyacente, pues 
con ello entra en el ámbito que corresponde a la ju-
risdicción ordinaria, pues esta a través de los recursos 
que la Ley de la materia establece puede anular ac-
tuaciones en caso de advertir errores en el trámite del 
juicio que así lo ameriten, y solo agotadas las instan-
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cias de ley respectivas, procedería acudir a la vía cons-
titucional dada su naturaleza subsidiaria y extraordina-
ria. Si las partes consideran que en la tramitación del 
pro ceso existieron vicios de procedimiento, tienen a 
su alcance los recursos ordinarios mediante los cuales 
pue den hacer valer tal extremo, y es el tribunal de 
se gunda instancia el que debe verificar si existe jus-
tificación o no para anular las actuaciones.

D. en cuanto a la debida ejecucion de la 
sen tencia:
De los antecedentes se advierte que previo a venir 

en ocurso, el recurrente acudió al Tribunal de Amparo 
de Primer grado, a solicitar la debida ejecución de la 
protección otorgada, para lo cual el Tribunal relaciona-
do, requirió los informes pertinentes a la autoridad 
obligada, concluyendo mediante decisión de nueve 
de mayo de dos mil trece: “Del análisis de la información 
pro porcionada en los dos informes remitidos por el Tribunal 
su pra identificado y los argumentos vertidos por las partes, los 
sus critos concluimos que la autoridad impugnada sí cumplió 
con lo ordenado por esta Sala en sentencia de fecha seis de mayo 
del año dos mil trece, específicamente en dar trámite a la recu-
sación y solicitud de excusa presentada por el abogado Francisco 
García Gudiel y en contra de los integrantes de ese Tribunal 
tal como se le ordenó en la sentencia aludida...”. Esto, a mi 
jui cio, reafirma lo que enfaticé en la literal A) del pre-
sente voto razonado, pues el propio Tribunal de Am-
paro de primer grado, consideró que sí se había cum-
plido con la restauración de los derechos que se habían 
denunciado violados, por lo que me parece inexplicable 
que sin sentido alguno se pretenda suspender un 
proceso en el que ya no subsisten derechos vulnerados.



175Condenado por genocidio

E. el conflicto de las resoluciones que 
otorgan el amParo Provisional en rela­
cion al mismo acto reclamado:
Derivado de la tramitación del amparo, promovido 

por Efraín Ríos Montt, y que fuera conocido en prime-
ra instancia por la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones 
del Ramo Penal, Narcoactividad y Delitos contra el 
Am biente, dentro del expediente identificado como 
1019-2013-00030, se originaron dos resoluciones 
con teniendo pronunciamiento sobre el amparo pro-
vi sio nal solicitado: i) auto de fecha veintidós de abril 
de dos mil trece, dictado dentro del expediente 1248-
2013, en el que ordenó dejar en suspenso el acto re-
clamado y reencauzar por la vía del debido proceso 
y del derecho de defensa, sin suspender el debate y; 
ii) la resolución de dieciocho de abril de dos mil trece, 
dic tada por el Tribunal de Amparo de primer grado 
(con firmada por esta Corte el tres de mayo del mismo 
año en expedientes acumulados 1563-2013 y 1573-
2013), que ordenó la suspensión del acto reclamado 
y la suspensión provisional de la audiencia de debate 
hasta que ese proceso estuviera en estado de resolver. 
Tales resoluciones, con efectos diferentes, provocaron 
que la autoridad impugnada, tuviera que decidir a cuál 
dar exacto cumplimiento, habiendo resuelto darle 
pre valencia a lo dispuesto por esta Corte, dentro del 
ex pediente 1248-2013, relacionado, por ser la Corte 
de Constitucionalidad el órgano con mayor jerarquía 
den tro de la justicia constitucional; y tomando en 
con sideración que ambas resoluciones se originaban 
del mismo proceso y buscaban un mismo fin. Dicha 
ac tuación, a mi juicio, es acertada pues es congruente 
con lo que establecen los artículos 268 y 272 inciso 
c) de la Constitución Política de la República y el 163 
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inciso c) de la Ley de Amparo, Exhibición Personal 
y de Constitucionalidad.

La autoridad impugnada actuó pues dentro del 
mar co de sus funciones y con una interpretación ade-
cuada del orden jerárquico de las instituciones y de 
las resoluciones en el marco de la justicia constitucional; 
y su decisión de darle prevalencia a la resolución de 
esta Corte, es constitucionalmente válida, no solo por 
su jerarquía institucional, sino porque el agravio que 
reparan ambas resoluciones fueron subsanados con 
la ejecución de lo dispuesto por esta Corte. Por lo 
an terior considero que la autoridad impugnada, hizo 
una adecuada interpretación del derecho de justicia 
pro tegido constitucionalmente, el cual le asiste tanto 
al imputado como a las víctimas, conforme los prin-
cipios propios del proceso penal, entre ellos el debido 
pro ceso, la imperatividad y la continuidad del proceso 
y sobre todo, observando los artículos, 3, 4, 13, 16, 
19 y 21, del Código Procesal Penal.

Por todas estas razones, me aparto completamente 
del criterio de quienes por mayoría, deciden hoy orde-
nar la ejecución de un acto in nane, otorgando un 
ocur so cuyo efecto es devastador para el sistema de 
jus ticia ordinaria, pero aún más, para las víctimas que 
han confiado en dicho sistema; provocando así que 
sin razón alguna se anulen actuaciones desarrolladas 
en un proceso legal luego de haberse cumplido con 
res taurar los agravios que se pretendían en el proceso 
de amparo.

Guatemala 20 de mayo de 2013.
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En uso de las facultades que me asisten solicito que 
se notifique el presente voto razonado juntamente 
con la sentencia.

Gloria Patricia Porras Escobar
Magistrada

Voto razonado disidente





Voto razonado  
disidente del magistrado  

mauro roderiCo ChaCón Corado 
 

exPediente 1904-2013

Dejo constancia de mi disidencia en relación con el 
au  to dictado el veinte de mayo de dos mil trece por 
la Corte de Constitucionalidad en el expediente arriba 
identificado, mediante el cual declara con lugar el 
ocurso en queja promovido por José Efraín Ríos 
Montt contra la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones 
del ramo Penal, Narcoactividad y Delitos contra el 
Am  biente, constituida en Tribunal de Amparo, para 
lo cual considero necesario realizar los razonamientos 
siguientes:
A) El ocurso en queja que se declara con lugar, a 

con secuencia del cual se dispone la anulación de 
ac  tuaciones en el proceso penal subyacente al 
am paro en el que ha surgido el correctivo que se 
re  suelve, no constituye sino una incidencia más 
en el trámite del proceso constitucional instado 
por el ahora quejoso contra el Tribunal de Sentencia 
que ha conocido de la causa penal incoada en su 
con  tra. Dicho proceso constitucional, como bien 
se indica expresamente en el auto respecto del 

179
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cual disiento, ha finalizado en primera instancia 
con la emisión de la sentencia respectiva (dictada 
el seis de mayo del año en curso, es decir, con 
fe cha anterior a la solicitud de debida ejecución 
pro movida por el ahora ocursante, presentada el 
siete de mayo), la que ha sido apelada y que oportu-
namente será conocida en grado por esta Corte.

B) El auto fundamenta la estimación del ocurso en 
que ja planteado en el derecho al debido proceso 
constitucionalmente garantizado, en cuanto impo-
ne la exigencia de propiciar la efectividad de las 
re soluciones de los tribunales, es decir, su ejecución 
en los términos precisos en que han sido dictadas. 
Ante ello, sin cuestionar la necesidad de que las 
de cisiones judiciales sean debidamente ejecutadas 
por las autoridades y sujetos a los que van dirigidas, 
pre supuesto ineludible de un Estado constitucional 
de Derecho, es menester señalar que los efectos 
que se otorgan a la decisión exceden aquel fin 
ex presado. Así, aun afirmando que la autoridad 
im pugnada no cumplió con el amparo provisional 
otor gado en primera instancia y confirmado por 
esta Corte, es manifiesta la falta de proporcionalidad 
de la decisión de anular actuaciones en el trámite 
de la causa penal subyacente al amparo (en la que 
in cluso ha sido dictada la sentencia correspondien-
te) como efecto derivado de aquel incumplimiento. 
En todo caso, el incumplimiento advertido, lejos 
de incidir en la anulación de actuaciones que con-
lleva afectación directa a las partes que intervienen 
en el proceso ordinario, debe conllevar las conse-
cuencias sobrevinientes para quien ha incumplido 
la orden emanada de la autoridad judicial; en otras 
palabras, ese incumplimiento de acatar el amparo 
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provisional otorgado no debe suponer consecuen-
cias que agraven la situación de quienes figuran 
co mo partes en el juicio penal subyacente, sino 
que ha de determinar, como única medida coheren-
te con los fines de la Ley de Arnparo, Exhibición 
Per sonal y de Constitucionandad, y especialmente 
con el principio tutelar que impera en el trámite 
de las garantías constitucionales, la materialización 
de las consecuencias que el propio ordenamiento 
ju rídico establece ante tales supuestos. En efecto, 
una vez determinado el incumplimiento por parte 
de la autoridad impugnada, la aplicación de aquellas 
consecuencias, que bien pueden ser de tipo sancio-
natorio, en armonía con la regulación aplicable, 
debe ser dispuesta por el Tribunal de Amparo de 
pri mer grado, en su carácter de órgano competente 
para la ejecución de lo resuelto (artículo 18 del 
Acuerdo 4-89 de esta Corte), incluida, de ser el 
ca so, la certificación de lo conducente a donde 
co rresponda en caso de estimar la comisión de 
algún ilícito (artículos 50, 51 y 54 de la Ley de 
Amparo, Exhibición Personal y de Consti tu-
cionalidad).

C) En consecuencia, reiterando que la garantía de 
los derechos constitucionales y, más aun, la con-
fianza de la población en el sistema de justicia 
exi gen la plena efectividad y cumplimiento de las 
resoluciones judiciales, considero que tal incum-
plimiento no puede acarrear consecuencias más 
gra vosas aun para quien ha sufrido aquel incumpli-
miento; por el contrario, la necesaria confianza 
en el sistema judicial, con la subsiguiente prevalencia 
de los principios de seguridad y certeza jurídicas, 
se verán reforzadas con la disposición de los 
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efectos sobrevinientes ante aquel incumplimien-
to, evi denciándose incluso un carácter preventivo 
frente a eventuales inobservancias de futuras de-
cisiones judiciales dado el efecto nocivo (por su 
ca  rácter sancionatorio) que conlleva para quien 
ha incumplido lo resuelto en el caso concreto, 
aun tratándose de autoridad judicial.

D) La decisión de la que disiento hace fundar los 
graves efectos que conlleva en el mero incumpli-
miento de lo ordenado al otorgarse el amparo 
pro visional, es decir que no se evidencia que tal 
in cumplimiento haya generado, en términos con-
cretos, un agravio tal que amerite una decisión 
como la que se asume. Con lo anterior no se pre-
tende afirmar que quien promueve ocurso en 
queja deba siempre argumentar y constatar la 
exis tencia de un agravio en su contra para la esi-
mación de su queja, como si del propio amparo 
se tratara; sin embargo, dado el estado en que se 
en cuentra el proceso constitucional (en el que la 
sen tencia de primera instancia ha sido dictada) y, 
más aun, el estado en que se encuentra el proceso 
pe nal subyacente al amparo (cuya sentencia fue 
emitida ya por la autoridad impugnada), una 
medida como la que se asume, con los efectos que 
conlleva, hace exigible considerar la proporciona-
lidad de la consecuencia prevista con la causa que 
lo provoca. Al respecto, la propia Corte ha señalado: 
“El principio de proporcionalidad implica analizar 
la idoneidad del medio empleado, la necesidad y 
la ponderación (o proporcionalidad en sentido 
es tricto).” (sentencia de seis de septiembre de dos 
mil doce, expedientes acumulados tres, cuatro y 
cin cuenta y dos, todos del dos mil once). De esa 
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cuenta, al analizar el caso concreto, no puede 
afir marse que por el solo incumplimiento de la 
au toridad impugnada, sin mayores argumentos. 
y sin demostrar una situación que amerite anular 
ac tuaciones en un proceso penal en el que ha sido 
emitida sentencia, se dispongan tales medidas. 
Co mo corolario, reiterando lo antes dicho, es ne-
cesario que sin afectar el trámite normal del pro-
ceso subyacente al amparo, las consecuencias del 
in cumplimiento de lo decidido en el trámite de 
este último pesen únicamente respecto de quien 
o quienes hayan incumplido lo dispuesto en las 
res pectivas resoluciones judiciales.

E) No puede dejarse de lado que el propio ocursante, 
al promover la solicitud de debida ejecución ante 
el Tribunal de Amparo de primer grado, solicitó: 
“G.) D) Se haga efectivo el apercibimiento en 
con tra” de los integrantes del Tribunal Primero 
de Sentencia en procesos de Mayor Riesgo, Grupo 
“A” del Departamento de Guatemala, en la forma 
si guiente: D.1) se imponga la multa de un mil 
qui nientos quetzales para cada uno de los miembros 
del tribunal que constituye la autoridad recurrida; 
D.2) se certifique lo conducente por los delitos 
de desobediencia, prevaricato, resoluciones con-
trarias a la constitución y otros delitos que pudieron 
haberse cometido, y D.3) se separe del cargo a los 
tres integrantes de dicho Tribunal en aplicación 
de los dispuesto por el artículo 50 de la Ley de 
Amparo, Exhibición Personal y de Constituciona-
lidad.” A partir de lo anterior, es evidente que la 
pre tensión original del quejoso no ha sido que se 
ordene la anulación de actuaciones en el proceso 
penal, sino que se hagan efectivas las consecuencias 
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que dispone la ley de la materia, como ha quedado 
asen tado en las consideraciones anteriores. Sin 
em bargo, es hasta la presentación de un memorial 
de “aclaración” del ocurso en queja presentado 
(cuestión de dudosa procedencia), que solicitó la 
“nu lidad absoluta de lo actuado”, figura que no 
re gula la materia constitucional, igualando las 
ac tuaciones procesales a los elementos del negocio 
jurídico, lo que destaca la improcedencia de lo 
pretendido ante esta Corte.

F) Co mo lo he manifestado en anteriores votos ra-
zonados, es a los órganos de la justicia ordinaria 
a los que corresponde conocer de las vicisitudes 
ori ginadas ante cuestiones de mera legalidad que 
bien pueden ser alegadas y resueltas con el plan-
teamiento de los medios de impugnación confi-
gurados en las leyes procesales. En el caso concreto, 
si el incumplimiento que se adviene genera situa-
ciones que determinen vulneración de los derechos 
de las partes o, incluso, vicios procesales que de-
terminan la nulidad de lo actuado, es a quienes 
se consideren agraviados a los que corresponde 
instar (entendido como el derecho que tiene toda 
per sona de dirigirse a la autoridad para obtener 
de ella, luego de un procedimiento, una respuesta 
cu yo contenido no se puede precisar de antemano), 
por vía de los recursos respectivos, el mecanismo 
me diante el cual los propios órganos de justicia 
ordinaria conozcan, resuelvan y decidan lo per-
tinente, en ejercicio de las competencias que les 
son propias y de las que deben permanecer ajenos 
los órganos de la justicia constitucional. A ese 
res pecto, cabe reiterar lo que la propia Corte ha 
se ñalado, en uno de los fallos dictados durante 
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la primera magistratura, en cuanto a que “no 
com pete al amparo [y menos aún, a las incidencias 
que surjan en su trámite] sustituir a la tutela ju-
dicial ordinaria, de manera que cuando se reclama 
en esta vía una violación de garantías ocurridas 
en un proceso judicial ha de evitarse que se desvíe 
la finalidad de la justicia constitucional hacia el 
in debido propósito de que se revise el fondo de 
las resoluciones de los tribunales ordinarios, pues 
el tribunal de amparo no tiene como función de-
cidir las pretensiones materiales de las partes en 
aquel proceso, sino examinar si se han respetado 
o no los derechos que la Constitución y las leyes 
ga rantizan y en su caso brindar la máxima pro-
tección en esta materia.” (sentencia de trece de 
junio de mil novecientos ochenta y nueve, expe-
diente cincuenta y cinco - ochenta y nueve).

G) Por último, en congruencia con los votos disiden-
tes emi tidos frente a anteriores decisiones de esta 
Corte en el caso concreto que ahora se analiza, 
reitero que el acto reclamado por el postulante 
del amparo no conlleva agravio alguno susceptible 
de ser reparado en sede constitucional, pues el 
abo gado patrocinante del ahora quejoso conocía 
de antemano la integración del tribunal de senten-
cia a cargo del debate oral y público. Así las cosas, 
la intervención del abogado hasta la audiencia 
ini cial del juicio oral tuvo como único objeto 
entorpecer el trámite normal de la causa, al punto 
de pretender plantear recusación y solicitud de 
ex cusa contra dos de los jueces que integran el 
ór gano jurisdiccional cuando el plazo para tales 
so licitudes había precluido (artículos 65 y 346 del 
Có digo Procesal Penal, y 125 de la Ley del Orga-
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nismo Judicial), empero, no invocó nada acerca 
de la falta de imparcialidad de los integrantes de 
dicho tribunal.

Guatemala, 20 de mayo de 2013.

Mauro Roderico Chacón Corado
Magistrado
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